ACCION DE REPARACION DIRECTA - Por incursión guerrillera / ATAQUE GUERRILLERO - De grupo subversivo contra estación de Policía en Municipio de Quetame Cundinamarca / ACCION DE REPARACION DIRECTA - Acumulación de procesos por ataques de guerrilleros de las fuerzas Armadas Revolucionarios de Colombia contra población de Quetame Cundinamarca / INCURSION GUERRILLERA - Provocó la destrucción parcial y total de bienes inmuebles de hogar y residencia, establecimientos de comercio, vehículos automotores y muebles y enceres de uso privado / DAÑO ANTIJURIDICO - Destrucción parcial y total de bienes inmuebles, establecimientos de comercio, vehículos automotores y muebles y enseres de residentes de Quetame producto de enfrentamiento guerrillero y miembros de la Policía Nacional 

El día 9 de julio de 1996 se presentó un enfrentamiento armado en Quetame, Cundinamarca, entre miembros de la Policía Nacional y guerrilleros de las FARC, al sufrir una incursión guerrillera dirigida principalmente contra la estación de policía municipal. (…) Con ocasión de los hechos relatados, sufrieron disminución en su patrimonio, entre otros: Darubio Alfonso Velásquez Guevara, Ana María Pardo Turriago y María Cristina Vargas de Riveros, al ver destruidas como consecuencia de las explosiones ocurridas durante la incursión guerrillera, las mejoras de las que son propietarios, consistentes en locales comerciales con respecto al primero, y casas de habitación con respecto a las otras dos; Ángel María Velásquez Parrado, por la destrucción parcial de su casa de habitación y los muebles y enseres que allí se encontraban; Fanny Camelo de Moyano por la destrucción total de su casa de habitación, y de los muebles y enseres que reposaban en el local comercial anexo a la misma; Elvira Cruz de Gutiérrez, Aura María Cohecha, Ligia María Torres de Cohecha y María de Jesús Pardo de Parrado, por la destrucción total de sus casas de habitación; Pedro Antonio Parrado, José Artemio Sánchez Sánchez, y Jorge Enrique Pardo y Leonardo Heliodoro Cohecha, por la destrucción de sus vehículos automotores; y finalmente, María Aurora García de Sánchez, Ana Sofía Rey Herrera y Víctor Manuel Pardo Camelo, por la destrucción total de sus casas de habitación y los locales comerciales anexos a cada una. 
RECURSO DE APELACION - Competencia / COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO - Conoce procesos con vocación de segunda instancia / VOCACION DE DOBLE INSTANCIA EN ACCION DE REPARACION DIRECTA - Cuando supera cuantía dispuesta para tal efecto

El artículo 129 del C.C.A., modificado por el artículo 37 de la ley 446 de 1998 referido a la competencia del Consejo de Estado en segunda instancia, dice que la Corporación, en la Sala Contenciosa Administrativa, conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los tribunales, en el mismo sentido del artículo 212 del C.C.A., subrogado por el artículo 51 del Decreto 2304 de 1989. Así, la Corporación es competente para conocer del asunto, en virtud del recurso de apelación interpuesto por las partes, en proceso con vocación de segunda instancia ante el Consejo de Estado.

FUENTE FORMAL: DECRETO 01 DE 1984 - ARTICULO 129 / LEY 446 DE 1998 - ARTICULO 37 / DECRETO 01 DE 1984 - ARTICULO 212 / DECRETO 2304 DE 1989 - ARTICULO 51
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Cláusula general / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Elementos para su configuración / ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Daño antijurídico, imputabilidad y nexo causal

A partir de la expedición de la Constitución de 1991, la responsabilidad del Estado se define de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 90 en virtud del cual, éste será patrimonialmente responsable por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión imputable a sus agentes. En efecto, dos son los postulados que fundamentan dicha responsabilidad: i) El daño antijurídico, y ii) la imputación del mismo a la administración, “sin que sea posible predicar la existencia y necesidad y/o valoración y análisis de otro tipo de componentes a efectos de configurar la responsabilidad”. NOTA DE RELATORIA: Sobre los elementos constitutivos de la responsabilidad patrimonial del Estado, consultar sentencia del 30 de agosto de 2007, Exp. 15932, MP. Enrique Gil Botero.
DAÑO ANTIJURIDICO - Noción

Sobre la noción de daño antijurídico, esta Sección ha definido que “consistirá siempre en la lesión patrimonial o extra-patrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar”. En este sentido, el daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado, impone el deber de indemnizar el consecuente detrimento con el objetivo de garantizar el principio de igualdad ante las cargas públicas. NOTA DE RELATORIA: Sobre la naturaleza del daño antijurídico, consultar sentencia de 13 de agosto de 2008, Exp. 17042, MP. Enrique Gil Botero
IMPUTABILIDAD DEL DAÑO ANTIJURIDICO - Concepto / IMPUTABILIDAD DEL DAÑO ANTIJURIDICO - Su configuración depende de la concurrencia de sus atribuciones fáctica y jurídica / IMPUTACION FACTICA - Representa un estudio conjunto entre los hechos y las herramientas propias de la imputabilidad / IMPUTABILIDAD JURIDICA - Obligación legal de reparar un daño 

En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la “atribución de la respectiva lesión”; en consecuencia, “la denominada imputación jurídica (imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico, y allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política”. NOTA DE RELATORIA: En relación con la naturaleza de la imputación del daño antijurídico como elemento constitutivo de la responsabilidad patrimonial del Estado, consultar sentencias de 30 de agosto de 2007, Exp. 15932, MP. Enrique Gil Botero y de 12 de julio de 1993, Exp. 7622, MP. Carlos Betancur Jaramillo

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por daños ocasionados a particulares con ocasión del conflicto armado interno / DAÑO ESPECIAL - Título de imputación aplicable por daños ocasionados por confrontación del Estado con grupos subversivos / DAÑOS POR CONFLICTO ARMADO - Régimen de responsabilidad objetivo por daño especial / TITULO DE IMPUTACION OBJETIVO POR DAÑO ESPECIAL - Unificación jurisprudencial

Se tiene que el daño antijurídico puede ser ocasionado por actos terroristas en los que la imputación de la responsabilidad al Estado “parte del supuesto de que el acto o la conducta dañosos son perpetrados por terceros ajenos a él, trátese de delincuencia común organizada o no, subversión o terrorismo”, pero que rompe el equilibrio de las cargas públicas. En este orden de ideas, el análisis del régimen de responsabilidad aplicable debe abordarse a título de responsabilidad objetiva por daño especial con base en la reciente sentencia de unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera. NOTA DE RELATORIA: En relación con el título de imputación aplicable por los daños con ocasión del conflicto armado, consultar sentencia de 19 de abril de 2012, Exp. 21515, MP. Hernán Andrade Rincón.

COPIAS SIMPLES - Valor probatorio / PRINCIPIO DE BUENA FE - Debe ser reconocido por el juez y otorgar valor probatorio a prueba documental que ha obrado a lo largo del proceso sin ser impugnada / COPIAS SIMPLES - Valoradas por encontrarse desde el inicio del proceso sin que fueron tachadas de falsas

En lo que se refiere a las copias simples anexadas con la demanda, las mismas serán valoradas teniendo en cuenta que reposaron en el plenario desde el inicio del proceso sin que fueran tachadas de falsas en las etapas procesales pertinentes. Así pues, dado que han obrado a lo largo del proceso y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes conforme a los principios de buena fe y lealtad procesal que rigen toda actuación judicial, se les dará valor probatorio. NOTA DE RELATORIA: En relación con el valor probatorio de las copias simples, consultar sentencia de 7 de marzo de 2011, Exp. 20171, MP. Enrique Gil Botero.

MEDIOS PROBATORIOS - Prueba trasladada / PRUEBA TRASLADADA - Valor probatorio / VALOR PROBATORIO DE PRUEBA TRASLADADA - Será estimada si en proceso de origen se practicó por petición de parte contra quien se aduce / VALOR PROBATORIO DE PRUEBA TRASLADADA- Se tendrá en cuenta por evidenciarse que ambas partes participaron en su práctica / VALOR PROBATORIO DE PRUEBA TRASLADADA- No es necesaria su ratificación / VALOR PROBATORIO DE INDAGATORIA - No es valorada por carecer de formalidad de juramento / VALOR PROBATORIO DE VERSION LIBRE - No es tenida en cuenta por haberse practicado sin juramento en proceso de origen

 Con respecto a las pruebas trasladadas del proceso administrativo y del disciplinario cuya práctica se solicitó en las demandas, y fueron decretadas y debidamente allegadas a los diferentes expedientes, se les dará valor probatorio de acuerdo con lo dicho en el artículo 185 del CPC –por remisión directa del artículo 168 del Código Contencioso Administrativo, en virtud del cual, “las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán  trasladarse a otro en copia auténtica, y serán apreciables sin más formalidades, siempre que en el proceso primitivo se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella”. En el sub lite, los procesos primitivos se adelantaron contra miembros de la Policía Nacional, parte demandada en el proceso que ahora se decide; en consecuencia, los testimonios que allí reposan serán valorados en su integridad pues la demandada asistió e intervino en su práctica, situación que haría inocua la ratificación de la que habla el artículo 229 del CPC. No obstante lo anterior, ni las versiones libres ni las indagatorias que reposen en dichos expedientes serán tenidas en cuenta por carecer del requisito de juramento considerado indispensable -en los términos del artículo 227 del CPC, para ser apreciadas como declaraciones de terceros. 

FUENTE FORMAL: DECRETO 1400 DE 1970 - ARTICULO 185 / DECRETO 1400 DE 1970 - ARTICULO 227 / DECRETO 1400 DE 1970 - ARTICULO 229

LEGITIMACION EN LA CAUSA - Noción / LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA - De poseedores de bienes inmuebles / DAÑOS EN BIENES MUEBLES E INMUEBLES - Propietario, poseedor y tenedor están legitimado para pedir su reparación / PROPIEDAD SOBRE BIENES INMUEBLES - Se acredita su existencia demostrando título y modo traslaticio de dominio del bien / LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA - Se encontró probada en debida forma respecto de personas que solicitan reparación de bienes inmuebles, enseres, locales comerciales y mejoras
La legitimación en la causa es la calidad que le permite a una persona que hace parte de una relación jurídica, formular demandas u oponerse a las pretensiones que en su contra se formulen. Cuando las mismas se refieren a reclamos sobre bienes inmuebles, quien tiene la legitimación en la causa es el propietario, poseedor o tenedor del bien según la condición con la cual se presente al proceso. En consecuencia, esta Corporación ha sido enfática al sostener que la propiedad sobre bienes inmuebles se asegura demostrando el título y el modo en consonancia con lo dispuesto en la legislación nacional. (…) En el caso de autos, los demandantes que alegaron la destrucción de sus mejoras, casas de habitación y locales comerciales, se presentaron al proceso en su calidad de propietarios demostrada suficientemente, por medio de escrituras públicas y folios de matrícula inmobiliaria. NOTA DE RELATORIA: Sobre la forma como se acredita la propiedad sobre bienes inmuebles, consultar sentencias de 9 de junio de 2010, Exp. 18155, MP. Gladys Agudelo Ordoñez (E) y de 24 de Octubre de 2013, Exp. 26535, MP. Olga Mélida Valle de De La Hoz

LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA - De poseedores de vehículos automotores / PROPIEDAD SOBRE VEHICULOS AUTOMOTORES - Se acredita su existencia demostrando título y modo traslaticio de dominio del bien / PRUEBA DE PROPIEDAD SOBRE VEHICULOS AUTOMOTORES - Se demuestra con registro del título de adquisición inscrito ante oficinas de tránsito / PRUEBA DE PROPIEDAD SOBRE VEHICULOS AUTOMOTORES A FALTA DE TRADICION DEL BIEN - Se puede demostrar con la licencia de tránsito correspondiente en cada caso / LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA - Se encontró probada en debida forma respecto de personas que solicitan reparación de vehículos automotores
En lo que se refiere a la prueba de la propiedad de vehículos automotores, la calidad con la que se acude al proceso de acuerdo con lo dicho en el artículo 922 del Código de Comercio, se demuestra con el registro del título de adquisición inscrito ante las oficinas de tránsito (título y modo), en concordancia con los decretos leyes 1344 de 1970 y 1809 de 1990, y las leyes 53 de 1989 y 769 de 2002. A falta del anterior registro, se puede demostrar con la licencia de tránsito por cuanto en ella se acredita la propiedad del vehículo, tal y como lo ha sostenido esta Corporación. Así, dado que las licencias de tránsito fueron arrimadas al proceso, se tiene por acreditada la titularidad de los actores que alegan disminución patrimonial por la destrucción de sus vehículos, y probada su legitimación en la causa por activa. NOTA DE RELATORIA: Sobre la forma como se prueba la propiedad sobre vehículos, consultar sentencias de 28 de julio de 2011, Exp. 19753, MP. Mauricio Fajardo Gómez y de 30 de agosto de 1988, Exp. 5198, MP. Carlos Betancur Jaramillo.
FUENTE FORMAL: CODIGO DE COMERCIO - ARTICULO 922 7 DECRETO LEY 1344 DE 1970 / DECRETO LEY 1809 DE 1990 / LEY 53 DE 1989 / LEY 769 DE 2002
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA POLICIA NACIONAL - Por los daños causados a bienes de la víctima con ocasión del conflicto armado interno / CONFLICTO ARMADO INTERNO - Configura la responsabilidad del Estado por daños causados por incursión guerrillera / TITULO DE IMPUTACION DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Objetivo por daño especial / TITULO OBJETIVO POR DAÑO ESPECIAL - Por ser ocasionado por un tercero con ocasión del conflicto armado interno
El acervo probatorio permite concluir que los daños son imputables a la entidad demandada por cuanto “en este caso resulta aplicable la teoría del daño especial, habida cuenta que el daño, pese que se causó por un tercero, lo cierto es que ocurrió dentro de la ya larga confrontación que el Estado ha venido sosteniendo con grupos subversivos, óptica bajo la cual, no resulta constitucionalmente aceptable que el Estado deje abandonadas a las víctimas y, que explica que la imputación de responsabilidad no obedezca a la existencia de conducta alguna que configure falla en el servicio, sino que se concreta como una forma de materializar los postulados que precisamente justifican esa lucha contra la subversión y representan y hacen visible y palpable, la legitimidad del Estado”. 

DEBER DE PROTECCION DE DERECHOS HUMANOS - Del Estado respecto de tratados ratificados por Congreso de la República / RATIFICACION DE TRATADOS RELATIVOS A DERECHOS HUMANOS - Impone obligación estatal de disponer medidas necesarias para garantizar su goce pleno por las personas bajo su jurisdicción / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO - Representa grave violación de Derechos Humanos / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO - Hace necesaria la creación de herramientas jurídicas que faciliten el goce adecuado y efectivo de los Derechos Humanos y su reparación integral / HERRAMIENTAS JURIDICAS DE PROTECCION Y REPARACION DE DERECHOS HUMANOS - Evolución legal en Colombia 

NOTA DE RELATORIA: Sobre el deber del Estado de proteger y reparar los daños por violación grave de los derechos humanos especialmente en alteraciones del orden público como el conflicto armado, consultar sentencia del 18 de julio de 2012, Exp. 23594, MP. Olga Mélida Valle de De La Hoz
PRINCIPIOS QUE ORIENTAN DECISIONES DE LOS JUECES- Onus probandi incumbit actori, Reus inexcipiendo fit actor, y Actore non probante reus / PRINCIPIO ONUS PROBANDI INCUMBIT ACTORI - Deber del demandante de probar las afirmaciones reseñadas en los hechos / PRINCIPIO REUS INEXCIPIENDO FIT ACTOR - Deber del demandado de probar los hechos de la defensa / PRINCIPIO ACTORE NON PROBANTE REUS - Fundamenta la absolución del demandado de cargos formulados si actor no prueba ocurrencia de los hechos expuestos en demanda / HECHOS NOTORIOS - No requieren prueba de su existencia

Al juez se le impone regir sus decisiones de acuerdo con por lo menos, tres principios fundamentales: onus probandi incumbit actori (al demandante le corresponde probar los hechos en que funda su acción); reus, in excipiendo, fit actor (el demandado, cuando excepciona, funge de actor y debe probar los hechos en que funda su defensa); y actore non probante, reus absolvitur (el demandado debe ser absuelto de los cargos si el demandante no logra probar los hechos fundamento de su acción). Estos principios están recogidos tanto en la legislación sustancial (art. 1757 del CC) como en la procesal civil colombiana (art. 177 del CPC), y responden primordialmente a la exigencia de justificar lo afirmado con el fin de persuadir a otros sobre su verdad, salvo cuando se trate de hechos notorios y afirmaciones o negaciones indefinidas por no requerir prueba. 

FUENTE FORMAL: CODIGO CIVIL - ARTICULO 1757 / DECRETO 1400 DE 1970 - ARTICULO 177

MEDIOS PROBATORIOS - Presupuesto de obra y contrato civil de obra / PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio  por constituir simples proyecciones que no otorgan certeza sobre cuantía exigida

Obran en el plenario un presupuesto de obra y un contrato civil de obra. Dichas pruebas, en opinión de la Sala, no gozan de la entidad suficiente para tener por acreditado que el valor del daño emergente corresponde efectivamente al monto en ellas estipulado, pues su contenido simplemente proyecta una suma que en ningún momento otorga certeza de lo que efectivamente se pagó por la reconstrucción de los locales destruidos, es decir, del monto final al que ascendieron los perjuicios que se pretende sean resarcidos, tal y como lo sostuvo la demandada en la contestación de la demanda. 

MEDIOS PROBATORIOS - Dictamen pericial / DICTAMEN PERICIAL - Concepto / DICTAMEN PERICIAL - Noción de experto que aporta elementos técnicos científicos o artísticos / CONTENIDO DE DICTAMEN PERICIAL - Se deben apreciar de manera detallada las labores, resultados e instrumentos implementados en el análisis realizado por experto / COMPOSICION DE PRUEBA PERICIAL - Consta de dos partes. Descripción de los puntos considerados en el estudio pericial y las conclusiones conforme a lo examinado / DICTAMEN PERICIAL - Incompleto. No se aportó conforme a las reglas de la ley procesal / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No se expuso la metodología, procedimientos, ni herramientas utilizadas por perito / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No es valorado por no otorgar convicción probatoria a juez
Reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones que se fundamentaron tanto en el presupuesto  como en el contrato civil -recién mencionados-, y que por las razones expuestas no serán acogidas. En efecto, la Sala precisa que el dictamen pericial constituye un elemento de prueba que debe ser valorado por el funcionario judicial, inicialmente de acuerdo con los criterios previstos en los artículos 233 y siguientes del Código de Procedimiento Civil y luego en conjunto con los demás medios probatorios de acuerdo con las reglas de la sana crítica. Se trata pues, de un medio de convicción a través del cual se aportan elementos técnicos, científicos o artísticos al proceso, con miras a dilucidar la controversia; en consecuencia, los peritos deben aportar una relación clara, precisa y detallada de los procesos cognitivos realizados y de sus resultados o conclusiones -a través de la descripción de los hallazgos consignando la memoria del proceso para llegar a ellos-, con arreglo a los principios de la ciencia, arte o técnica aplicada, y respondiendo ordenadamente y en forma concreta y expresa, todos los puntos sometidos a su consideración -especificando las herramientas empleadas, sus alcances y limitaciones-, exigencia lógica si se atiende a que con base en dichos detalles, el funcionario judicial tendrá los elementos necesarios para soportar su decisión. En consecuencia, por ausencia de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas que condujeron a las conclusiones descritas, y de soportes documentales o aún testimoniales de las mismas, la prueba no otorga convicción ninguna a la Sala para comprobar la magnitud del daño, motivo por el cual será desechada de acuerdo con el artículo 241 del C.P.C.  NOTA DE RELATORIA: Sobre el contenido de la prueba pericial, consultar sentencia de 13 de junio de 2013, Exp. 24108, MP. Olga Mélida Valle de De La Hoz.
FUENTE FORMAL: DECRETO 1400 DE 1970 - ARTICULO 233
INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se evidenció destrucción parcial de edificio donde funcionaban tres negocios comerciales de su propiedad. Expediente 13216 / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 

Existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del edificio en el que el señor Darubio tenía tres (3) locales comerciales, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MATERIALES - Por lucro cesante / LUCRO CESANTE - Se acreditó por cierre de establecimientos de comercio con base en pruebas documentales y testimoniales. Expediente 13216 / INDEMNIZACION DE LUCRO CESANTE - No es posible negar su procedencia cuando no se determina cuantía / INDEMNIZACION DE LUCRO CESANTE - En caso de no ser posible probar su cuantía se liquidará por analogía o comparación en virtud del principio de equidad / INDEMNIZACION DE LUCRO CESANTE - A falta de prueba sobre su cuantía se condena en abstracto conforme a las reglas estipuladas por la Corte Suprema de Justicia / REGLAS ESTIPULADAS POR CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PARA LIQUIDACION DE LUCRO CESANTE - Se acudió a comparación y analogía para determinar porcentaje de ventas y negocios de los establecimientos, el índice de negocios y ventas multiplicada por seis meses lapso presunto de recuperación de actividad comercial
En lo que se refiere al lucro cesante alegado como consecuencia del cierre de los tres (3) locales comerciales que fueron destruidos en los hechos relatados en la demanda, se tiene que si bien es cierto que para demostrar la propiedad de un establecimiento de comercio se requiere original o copia autenticada del certificado de cámara de comercio, también lo es que ésta no es la única prueba para demostrar aquella circunstancia. Así las cosas, con base en las pruebas documentales y testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento del Hotel Panorama, del Discobar El Centauro y del Proveedor La Canasta, locales ubicados en la misma edificación de propiedad del señor Darubio. (…) De acuerdo con lo anterior, en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, se condenará en abstracto para que el monto se concrete en etapa incidental siguiendo el primero de los métodos de evaluación propuestos por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia. NOTA DE RELATORIA: Sobre la liquidación del lucro cesante por cierre de establecimiento comercial cuando no es posible establecer su cuantía, consultar sentencias de 18 de julio de 2012, Exp. 23594, MP. Olga Mélida Valle de De La Hoz y de 20 de enero de 2009, Exp. 170013103005-1993-00215-01, de Corte Suprema de Justicia; Sala de Casación Civil, MP. Pedro Octavio Munar Cadena.

PERJUICIO MORAL - Para su indemnización debe ser cierto, personal y antijurídico / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Su tasación dependerá del arbitrio juris cuando no se cuenta con criterios objetivos para determinar monto / INDEMNIZACION DE PERJUICIO MORAL POR ARBITRIO JURIS - Deberá tasarse con base en los hechos probados en salarios mínimos legales mensuales vigentes

La Jurisprudencia tiene decantado, que el daño moral resarcible es aquél cierto, personal y antijurídico, y su tasación depende entonces, de su intensidad, la cual deberá estar probada en cada caso y liquidada en salarios mínimos. (…) Es en este escenario en el que cobra importancia la función del juzgador, quien en el marco de dicha discrecionalidad, deberá hacer una valoración integral del acervo probatorio con el fin de establecer la medida compensatoria que considere más apropiada para aliviar el dolor sufrido por quienes ponen en funcionamiento el aparato jurisdiccional del Estado, tasando los perjuicios en términos de precio, es decir, en salarios mínimos. 

INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 13216
En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por el señor Darubio, esta Subsección estima que “sin lugar a dudas padecieron un daño moral, pues resulta indiscutible la afectación, la angustia, el temor y el pánico, que para cualquier persona acarrea el hecho de vivenciar y experimentar una situación como la que debieron soportar los moradores del inmueble”. En consecuencia, con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se reconocerá al señor Darubio a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

DICTAMEN PERICIAL - Cuenta con valor probatorio por ser aportado conforme a las reglas de la ley procesal. Expediente 13218 / DICTAMEN PERICIAL - Sirve de fundamento para liquidar perjuicios materiales / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de vehículo de servicio público. Expediente 13218 / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena conforme a lo probado en dictamen pericial / INDEMNIZACION DE LUCRO CESANTE - Se condena conforme a lo estipulado por perito por evidenciarse destrucción de vehículo de servicio público
El dictamen pericial decretado en primera instancia describe las actividades realizadas y el origen de las cifras que le sirvieron de fundamento, por lo que su contenido será utilizado para la tasación de los perjuicios alegados por los demandantes. En efecto, para realizar su cometido, los peritos estudiaron la demanda y sus anexos con el fin de establecer los puntos del peritazgo; solicitaron poner a su disposición el vehículo para comprobar su existencia; visitaron la empresa Trans-Oriente a la cual estaba afiliado el vehículo para “hacer reconocer el sello en una fotocopia donde se certifican los ingresos mensuales”; y solicitaron la factura original de los arreglos realizados en el vehículo. (…) esta Sala ordenará el reconocimiento y pago de $22’870,597 en favor de Jorge Enrique, y una suma igual en favor de Leonardo Heliodoro, a título de perjuicios materiales, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a los actores a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio por constituir simples proyecciones que no otorgan certeza sobre cuantía exigida. Expediente 13220 / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No se expuso la metodología, procedimientos, ni herramientas utilizadas por perito / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No es valorador por no otorgar convicción probatoria a juez / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de inmueble de residencia y local comercial / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 
Obra en el plenario un presupuesto de obra con base en el cual es imposible para la Sala inferir el monto del daño emergente sufrido por el actor por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no aporta información relevante para tasar dicho daño. No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del edificio en el que el señor Víctor Manuel tenía su casa de habitación y un (1) local comercial, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismo hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MATERIALES - Por lucro cesante / LUCRO CESANTE - Se acreditó por cierre de establecimiento de comercio con base en pruebas documentales y testimoniales. Expediente 13220 / INDEMNIZACION DE LUCRO CESANTE - A falta de prueba sobre su cuantía se condena en abstracto / REGLAS ESTIPULADAS POR CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PARA LIQUIDACION DE LUCRO CESANTE - Se acudió a comparación y analogía para determinar porcentaje de ventas y negocios de los establecimientos, índice de negocios y ventas se multiplicara por seis meses lapso presunto de recuperación de actividad comercial
En lo que se refiere al lucro cesante alegado como consecuencia del cierre de un (1) local comercial destruido en los hechos relatados en la demanda, con base en las pruebas documentales y testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento de una miscelánea de propiedad del señor Víctor Manuel ubicada en la misma edificación en la que se encuentra su casa de habitación. Sin embargo, en el dictamen pericial no se tasaron los perjuicios alegados por concepto de lucro cesante por cuanto “no se exhibieron las mercancías que posiblemente se hayan dañado”, ni reposan en el plenario, pruebas que permitan tasarlo. En consecuencia, esta Subsección en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, condenará en abstracto para que el monto se concrete en etapa incidental siguiendo el método de evaluación propuesto por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia.
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 13220

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por el señor Víctor Manuel, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio por constituir simples proyecciones que no otorgaron certeza sobre cuantía exigida. Expediente 13217 / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No se expuso la metodología, procedimientos, ni herramientas utilizadas por perito / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - Sin valor probatorio por no otorgar convicción probatoria a juez / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de inmueble de residencia y un local comercial / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 
Obra en el plenario un presupuesto de obra con base en el cual es imposible para la Sala inferir el monto del daño emergente sufrido por el actor por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no aporta información relevante para tasar dicho daño. No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que la señora Ana Sofía tenía su casa de habitación y un (1) local comercial, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 

INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MATERIALES - Por lucro cesante / LUCRO CESANTE - Se acreditó por cierre de establecimiento de comercio con base en pruebas documentales y testimoniales. Expediente 13217 / INDEMNIZACION DE LUCRO CESANTE - A falta de prueba sobre su cuantía se condena en abstracto / REGLAS ESTIPULADAS POR CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PARA LIQUIDACION DE LUCRO CESANTE - Se acudirá a comparación y analogía para determinar porcentaje de ventas y negocios de los establecimientos, el índice de negocios y ventas se multiplicara por seis meses lapso presunto de recuperación de actividad comercial
En lo que se refiere al lucro cesante alegado como consecuencia del cierre de un (1) local comercial destruido en los hechos relatados en la demanda, con base en las pruebas testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento de una tienda de víveres y cacharrería de propiedad de la señora Ana Sofía ubicada en la misma edificación en la que se encuentra su casa de habitación. Ante la falta de una prueba que permita tasar dicho perjuicio, esta Subsección en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, condenará en abstracto para que el monto se concrete en etapa incidental siguiendo el método de evaluación propuesto por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia.
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 13217

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Ana Sofía, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio por constituir simples proyecciones que no otorgan certeza sobre cuantía exigida. Expediente 13219 / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No se expuso la metodología, procedimientos, ni herramientas utilizadas por perito / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - Sin valor probatorio por no otorgar convicción probatoria a juez / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de inmueble de residencia y habitación / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 
Obra en el plenario un presupuesto de obra con base en el cual es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por el actor por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones que se fundamentaron en el presupuesto cuya información es inútil para el objetivo que nos convoca como se acaba de explicar. No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que la señora Ana María tenía su casa de habitación, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 

INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 13219

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Ana María, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

FACTURAS DE VENTA - Valor probatorio / FACTURAS DE VENTA - No cuenta con valor probatorio por referirse al mismo concepto pero con contenido diverso al respecto. Expediente 13836 / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No se expuso la metodología, procedimientos, ni herramientas utilizadas por perito / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - Sin valor probatorio por no otorgar convicción probatoria a juez. Expediente 13836 
Obran en el plenario dos (2) facturas de venta: la primera con fecha del 3 de agosto de 1996 y la otra con fecha del 7 de julio de 1997, las dos por el mismo concepto –reparación del vehículo-  y por el mismo valor -$8’000,000-. Al respecto, difícil es para la Sala otorgar algún tipo de valor probatorio a dichas facturas, pues se trata de dos documentos aportados al proceso con el mismo objetivo pero con contenido diverso, pues sus fechas de emisión no coinciden aunque ambos pretenden demostrar el gasto en el que tuvo que incurrir la víctima para reparar el vehículo automotor afectado con la incursión guerrillera a la que se refieren los hechos de la demanda. En consecuencia, y para evitar incurrir en error al momento de escoger uno de los dos documentos como prueba idónea, ambos serán desechados. Ahora bien, también reposa un dictamen pericial que arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no se le concederá valor probatorio alguno.
INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de vehículo automotor volqueta / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material. Expediente 13836 / INDEMNIZACION DE LUCRO CESANTE - Se condena en abstracto por el valor de los negocios perdidos que llegaren a probarse durante tiempo que el vehículo permaneció inmovilizado
Comprobado el daño, y en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reparación del vehículo a título de daño emergente, y el volumen de negocios perdido a título de lucro cesante durante el tiempo que el vehículo estuvo inmovilizado, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 
PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio por constituir simples proyecciones que no otorgan certeza sobre cuantía exigida. Expediente 13837 / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No se expuso la metodología, procedimientos, ni herramientas utilizadas por perito / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - Sin valor probatorio por no otorgar convicción probatoria a juez / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de inmueble de residencia y un local comercial / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 
Obra en el plenario un presupuesto de obra y un contrato civil con base en los cuales es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por la actora por tratarse de una simple proyección, además de que no coinciden en la dirección consignada como ubicación del inmueble a ser reconstruido. También reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones que se fundamentaron en el presupuesto y el contrato mencionados, cuya información es inútil para el objetivo que nos convoca como se acaba de explicar. No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que la señora María Aurora tenía su casa de habitación y un (1) local comercial, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MATERIALES - Por lucro cesante / LUCRO CESANTE - Por lo dejado de devengar por cierre de establecimiento de comercio / INDEMNIZACION POR LUCRO CESANTE - No fue procedente su reconocimiento por acreditarse con base en prueba testimonial existencia de dos locales comerciales y no poder establecerse sobre cuál recayó el daño imputado 
En la demanda se solicitó el reconocimiento del lucro cesante generado como consecuencia del cierre de un (1) local comercial destruido en los hechos relatados en la demanda, pero con base en las pruebas testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento de dos (2) locales comerciales de propiedad de la señora María Aurora, sin que se pueda establecer la destrucción de cuál de éstos fue la que sirvió de base para interponer la demanda por lucro cesante. Así las cosas, ante la falta de certeza sobre el daño alegado por la señora María Aurora, como consecuencia del supuesto cierre de un (1) local comercial anexo a su casa de habitación, esta Subsección negará las pretensiones de la demanda en cuanto al lucro cesante se refieren. 
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 13837

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora María Aurora, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

FACTURA DE VENTA - Valor probatorio / FACTURA DE VENTA - Cuenta con valor probatorio por contar con los requisitos exigidos por la ley y ser ratificado dentro del proceso.Expediente 13838 / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de vehículo automotor camioneta / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena conforme lo demostrado mediante factura de venta

Obra en el plenario la factura de venta Nro. 00192 del 6 de noviembre de 1996 suscrita por el gerente del Taller El Cheque, Luis Ezequiel Ayala, en la que se indica que los arreglos realizados al vehículo LXF737 de propiedad de Pedro Antonio, tuvieron un costo de $7’700,000; dicho contenido fue ratificado en el proceso motivo por el cual, esta Subsección ordenará el pago de $23’265,455 que corresponde al valor actualizado por concepto de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 
INDEMNIZACION DE LUCRO CESANTE - Lo dejado de devengar por ganancias mensuales de camioneta destruida hasta el momento que se verificó la reaparición del vehículo. Expediente 13838 / INDEMNIZACION DE LUCRO CESANTE - Se condena con base en salario mínimo legal vigente por no encontrarse prueba de lo devengado con camioneta
En lo que se refiere al lucro cesante, si bien no obra en el plenario constancia de las ganancias mensuales que le reportaba el vehículo a su dueño, de las pruebas testimoniales se tiene que se trataba de la herramienta de trabajo del señor Pedro Antonio, por lo que los perjuicios se liquidarán con base en el salario mínimo por cuanto una persona laboralmente activa no puede devengar un salario menor al mínimo vigente, que hoy asciende a $616,000. A dicho valor, de acuerdo con la posición reiterada de la Sala, se debe aumentar un 25% por concepto de prestaciones sociales, cifra que asciende a $770,000 y se deducirá el 25% de gastos para el propio sostenimiento correspondientes a $192,500, quedando la base de la liquidación en $577,500. 

PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio por constituir simples proyecciones que no otorgan certeza sobre cuantía exigida. Expediente 13839 / DICTAMEN PERICIAL - No es valorado por contener conclusiones basadas en documentos sin valorar y no otorgar convicción probatoria al juez / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de inmueble de residencia y habitación / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 
Obra en el plenario un presupuesto de obra y un contrato civil con base en los cuales es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por el actor por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones que se fundamentaron en el presupuesto y el contrato cuya información es inútil para el objetivo que nos convoca como se acaba de explicar. No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que el señor María de Jesús tenía su casa de habitación, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 13839

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por el señor María de Jesús, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio por constituir simples proyecciones que no otorgan certeza sobre cuantía exigida. Expediente 13840 / DICTAMEN PERICIAL - No es valorado por contener conclusiones basadas en documentos sin valorar y no otorgar convicción probatoria al juez / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de inmueble / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 
Obra en el plenario un presupuesto de obra y un contrato civil con base en los cuales es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por la actora por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones que se fundamentaron en el presupuesto y el contrato cuya información es inútil para el objetivo que nos convoca. No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que la señora Ligia María tenía su casa de habitación, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 13840

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Ligia María, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio por constituir simples proyecciones que no otorgan certeza sobre cuantía exigida. Expediente 14141 / DICTAMEN PERICIAL - No es valorado por haber podido determinar cuantía de daño y no otorgar convicción probatoria al juez. / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de inmueble / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 
Obra en el plenario un presupuesto de obra y un contrato civil con base en los cuales es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por la actora por tratarse de una simple proyección, tal y como lo advirtió la demandada en la contestación de la demanda. También reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, en el que los peritos dejaron consignada la imposibilidad de tasar los perjuicios por cuanto “es muy difícil determinar el tiempo de construcción y los materiales utilizados y la calidad de los mismos”; en este orden de ideas, se trata de una prueba que no aporta información útil para tasar los perjuicios que se encontraron probados. No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que la señora Aura María tenía su casa de habitación, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. En dicho incidente se deberá ratificar el contenido del comprobante de ingresos por un monto de $7’000,000 suscrito el 15 de agosto de 1996, y que reposa en el expediente con el fin de demostrar el pago de la primera cuota del valor de los arreglos.

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 14141

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Aura María, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio por constituir simples proyecciones que no otorgan certeza sobre cuantía exigida. Expediente 14940 / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No se expuso la metodología, procedimientos, ni herramientas utilizadas por perito / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - Sin valor probatorio por no otorgar convicción probatoria a juez / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de residencia y local comercial / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 
Obra en el plenario un presupuesto de obra y un contrato civil con base en los cuales es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por el actor por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, que arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. Lo anterior, en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno.

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 14940

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Elvira, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio por constituir simples proyecciones que no otorgan certeza sobre cuantía exigida. Expediente 15566 / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No se expuso la metodología, procedimientos, ni herramientas utilizadas por perito / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - Sin valor probatorio por no otorgar convicción probatoria a juez / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de residencia y local comercial / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 
Obran en el plenario dos (2) presupuestos de obra con base en los cuales es imposible para la Sala inferir el monto del daño emergente sufrido por la actora por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no aporta información relevante para tasar dicho daño. No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble de propiedad de la señora Fanny, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 
INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Por destrucción de muebles y enseres de inmueble de residencia y local comercial. Expediente 15566 / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no poder determinarse el tipo de muebles y enseres destruidos, ni su valor / DESTRUCCION TOTAL DE LA VIVIENDA - Presume la pérdida de muebles y enseres
En lo que se refiere a los muebles y enseres que habrían estado en la vivienda al momento de la incursión guerrillera, y que quedaron destruidos como consecuencia de estos hechos, si bien reposa un listado exacto, el mismo fue realizado por su propia dueña sin que fuera confirmado su contenido con alguna otra prueba, por lo que dicho listado carece de la fuerza suficiente para otorgar la convicción necesaria sobre el monto de los perjuicios alegados. No obstante lo anterior, probada la destrucción total de la vivienda, resultaría evidente que por lo menos algunos de los muebles o enseres allí contenidos también habrían tenido la misma suerte, por lo que en el mismo trámite incidental en el que se tasarán los perjuicios por la destrucción del inmueble, se deberán allegar las pruebas necesarias con el fin de acreditar el tipo y el valor de los muebles y enseres destruidos.

INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MATERIALES - Por lucro cesante / LUCRO CESANTE - Se acreditó por cierre de establecimiento de comercio con base en pruebas documentales y testimoniales. Expediente 15566 / INDEMNIZACION DE LUCRO CESANTE - A falta de prueba sobre su cuantía se condena en abstracto conforme a las reglas / REGLAS ESTIPULADAS POR CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PARA LIQUIDACION DE LUCRO CESANTE - Se acudirá a comparación y analogía para determinar porcentaje de ventas y negocios de los establecimientos, el índice de negocios y ventas se multiplicara por seis meses lapso presunto de recuperación de actividad comercial
En lo que se refiere al lucro cesante alegado como consecuencia del cierre de un (1) local comercial destruido en los hechos relatados en la demanda, con base en las pruebas documentales y testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento del piqueteadero Doña Fanny de propiedad de la misma demandante, por lo que en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, condenará en abstracto para que el monto de lo dejado de percibir con ocasión de su cierre, se concrete en etapa incidental siguiendo el método de evaluación propuesto por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia.

INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 15566

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Fanny, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se reconocerá la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio por constituir simples proyecciones que no otorgan certeza sobre cuantía exigida. Expediente 15565 / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No se expuso la metodología, procedimientos, ni herramientas utilizadas por perito / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - Sin valor probatorio por no otorgar convicción probatoria a juez / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de inmueble / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 
Obra en el plenario un presupuesto de obra con base en el cual es imposible para la Sala inferir el monto del daño emergente sufrido por el actor por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos, a pesar de haber sido aclarados y complementados, carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no aporta información relevante para tasar dicho daño. No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble de propiedad del señor Ángel María, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 
INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Por destrucción de muebles y enseres de inmueble de residencia. Expediente 15565 / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no poder determinarse qué tipo de muebles y enseres fueron destruidos, ni su valor / DESTRUCCION TOTAL DE VIVIENDA - Presume la pérdida de muebles y enseres
En lo que se refiere a los muebles y enseres que habrían estado en la vivienda al momento de la incursión guerrillera, y que quedaron destruidos como consecuencia de estos hechos, si bien reposa un listado exacto, el mismo fue realizado por su propio dueño sin que fuera confirmado su contenido con alguna otra prueba, por lo que dicho listado carece de la fuerza suficiente para otorgar la convicción necesaria sobre el monto de los perjuicios alegados. No obstante lo anterior, y como se dijo ad supra, probada la destrucción total de la vivienda, resultaría evidente que por lo menos algunos de los muebles o enseres allí contenidos también habrían tenido la misma suerte, por lo que en el mismo trámite incidental, se deberán allegar las pruebas necesarias con el fin de acreditar el tipo y el valor de los muebles y enseres destruidos.

INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 15565

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por el señor Ángel María y su esposa Blanca Leonor, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se reconocerá la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno.

PRESUPUESTO DE OBRA - Valor probatorio / PRESUPUESTO DE OBRA - No cuenta con valor probatorio por constituir simples proyecciones que no otorgan certeza sobre cuantía exigida. Expediente 982042 / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No se expuso la metodología, procedimientos, ni herramientas utilizadas por perito / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No es valorador por no otorgar convicción probatoria a juez / INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Por daño emergente / DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de inmueble de hogar y residencia / INDEMNIZACION POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material 
Obra en el plenario un presupuesto de obra y un contrato civil con base en los cuales es imposible para la Sala inferir el monto del daño emergente sufrido por la actora por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no aporta información relevante para tasar dicho daño. No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble de propiedad de la señora María Cristina, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Se acreditó la angustia y zozobra que sufrió la víctima como consecuencia de incursión guerrillera y disminución de su patrimonio / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos 50 salarios mínimos legales vigentes para víctima. Expediente 982042

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora María Cristina, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se reconocerá la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION C

Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ

Bogotá, D.C., veintiséis (26) de febrero de dos mil catorce (2014)

Radicación número: 25000-23-26-000-1996-13216-01(28231)

Actor: DARUBIO ALFONSO VELASQUEZ GUEVARA Y OTROS

Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL 

Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA

Resuelve la Subsección el recurso de apelación interpuesto por las partes contra la sentencia proferida por la Sala de Descongestión de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el 20 de mayo de 2004, por medio de la cual se accedió parcialmente a las súplicas de la demanda, así: 

“PRIMERO: DECLARASE [sic] administrativamente responsable a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL- por los perjuicios sufridos por los demandantes con ocasión de los hechos acaecidos el día 9 de julio de 1996, en el Municipio de Quetame – Cundinamarca y de que dan cuenta los procesos. 

SEGUNDO: CONDENASE [sic] a la entidad demandada a pagar las siguientes sumas de dinero, por concepto de daños materiales liquidados conforme a las consideraciones de esta sentencia a las siguientes personas:   

1. Expediente No. 97 D-14940 Actor: ELVIRA CRUZ GUTIÉRREZ. La suma de $32.500.000

2. Expediente No. 97 D-13837 Actor: MARÍA AURORA GARCÍA DE SÁNCHEZ. La suma de $91.968.460

3. Expediente 97 D-13836 Actor: JOSÉ ARTEMIO SÁNCHEZ SÁNCHEZ. La suma de $17.360.000

4. Expediente 97 D-14141 Actor: AURA MARÍA COHECHA Vda. DE MARTÍNEZ. La suma de $23.158.700

5. Expediente 97 D-13840 Actor: LIGIA MARÍA TORRES DE COHECHA. La suma de $24.276.000

6. Expediente 97 D-13839 Actor: MARÍA DE JESÚS PARDO DE PARRADO. La suma de $21.289.300

7. Expediente 98 D-15566 Actor: FANNY CAMELO DE MOYANO. La suma de $37.288.843

8. Expediente 96 D-13218. Actor: JORGE ENRIQUE PARDO Y LEONARDO HELIODORO COHECHA. La suma de $21.683.680

9. Expediente 97 D-13838 Actor: PEDRO ANTONIO PARRADO. La suma de $16.709.000

10. Expediente 96 D-13219 Actor: MARÍA CRISTINA VARGAS DE RIVEROS. La suma de $94.086.049

TERCERO: CONDENESE IN GENERE con fundamento en la parte motiva en los siguientes expedientes: 

1. Expediente No. 13216 Actor: DARUBIO ALFONSO VELÁSQUEZ GUEVARA,  a título de daño emergente y lucro cesante. 

2. Expediente 97 D-13836 Actor: JOSÉ ARTEMIO SÁNCHEZ SÁNCHEZ, a título de lucro cesante. 

3. Expediente 97 D-14141 Actor: ÁNGEL MARÍA VELÁSQUEZ, a título de daño emergente. 

4. Expediente 96 D- 13219 Actor: ANA MARÍA PARDO TURRIAGO, a título de daño emergente.

5. Expediente 97 D-13838 Actor: PEDRO ANTONIO PARRADO, a título de lucro cesante. 

6. Expediente 96 D-13220 Actor: VÍCTOR MANUEL PARDO CAMELO,  a título de daño emergente y lucro cesante.

7. Expediente 96 D-13217 Actor: ANA SOFÍA REY HERRERA, a título de daño emergente. 

CUARTO: DENIEGANSE las demás pretensiones de la demanda. 

QUINTO: sin condena en costas”. 

ANTECEDENTES

I. EXPEDIENTE 13216

1. La demanda

El 3 de diciembre de 1996, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, el señor Darubio Alfonso Velásquez Guevara, actuando en nombre propio, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 13216):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales, ocasionados al señor DARUBIO ALFONSO VELÁSQUEZ GUEVARA, mayor y vecino de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción parcial del edificio de su propiedad, ubicado en la Calle 5 No. 4-08 de la población de Quetame (Cundinamarca) donde funcionaban tres negocios comerciales de su propiedad, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1996 en dicha población, en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al disparar indiscriminadamente contra la mencionada población, repeliendo una toma guerrillera. 

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar al señor DARUBIO ALFONSO VELÁSQUEZ GUEVARA, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales y materiales que se le ocasionaron con la destrucción de sus locales comerciales, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. SETENTA MILLONES DE PESOS ($70.000.000.oo) por concepto de lucro cesante, que se liquidarán a favor del propietario, señor DARUBIO ALFONSO VELÁSQUEZ GUEVARA, correspondientes a las sumas que el mencionado dejó de percibir durante dos meses en razón de la destrucción del edificio donde funcionaban sus locales comerciales (HOTEL PANORAMA, DISCOBAR EL CENTAURO y SUPERMERCADO PROVEEDOR LA CANASTA), habida cuenta de la producción mensual de los tres ($4.600.000.oo) [sic]. 

b. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción del edificio, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con los mencionados hechos, que se estiman en la suma de NOVENTA MILLONES DE PESOS ($90.000.000.oo). 

c. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para el demandante por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto nacido de la falta de responsabilidad de la administración, en aplicación del Art. 106 del C. Penal, máxime cuando el hecho se comete por miembros de la Policía Nacional, entidad que tiene el deber constitucional de velar por la vida, honra y bienes de los asociados y por la circunstancia de haber estado sometido el interesado a inminente riesgo de muerte. 

d. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

e. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, la población de Quetame fue víctima de una incursión guerrillera repelida por los miembros de la Policía Nacional, resultando afectados los inmuebles cercanos a la Estación de Policía, entre ellos, el perteneciente al señor Darubio, que además de ser utilizado como su residencia, le proveía el sustento económico por cuanto allí funcionaban tres establecimientos de comercio (hotel, discoteca y supermercado). 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de la escritura pública de compraventa Nro. 644 de la Notaría Única de Cáqueza, varias certificaciones expedidas por autoridad municipal, y un avalúo. 

Adicionalmente, solicitó oficiar al Registrador de Instrumentos Públicos de Cáqueza a fin de que envíe copia del certificado de tradición correspondiente al inmueble registrado bajo el Nro. 1520031200; oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda, y para que certifique su ocurrencia; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos, y la existencia de los establecimientos comerciales que el demandante dice fueron destruidos. Finalmente solicitó la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 19 de diciembre de 1996 (folio 13 del cuaderno principal dentro del expediente 13216), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 28 de febrero de 1997 (folio 16 del cuaderno principal dentro del expediente 13216).

El 7 de abril siguiente, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó ateniéndose a lo que resulte probado en el proceso, alegando la configuración de la causal eximente de responsabilidad conocida como culpa exclusiva y determinante de un tercero, al considerar que los daños son imputables a la guerrilla. Así mismo, se opuso al reconocimiento de los perjuicios morales solicitados por cuanto éstos no se generan por la destrucción de inmuebles, y solicitó rechazar como prueba la cotización realizada por un arquitecto y anexada a la demanda por cuanto no es la prueba idónea para demostrar el valor del inmueble (folio 22 del cuaderno principal dentro del expediente 13216). 

En todo caso solicitó oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que envíe los informes de inteligencia, constancias, anotaciones y registros previos a la toma guerrillera además de las instrucciones impartidas a los uniformados; y oficiar a la Administración de Impuestos Nacionales con el fin de que aporte las declaraciones de renta o los certificados de ingresos y retenciones del señor Darubio.

II. EXPEDIENTE 13218

1. La demanda

El 3 de diciembre de 1996, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, los señores Jorge Enrique Pardo y Leonardo Heliodoro Cohecha, actuando en nombre propio, formularon demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 2 del cuaderno principal dentro del expediente 13218):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios materiales ocasionados a los señores JORGE ENRIQUE PARDO Y LEONARDO HELIODORO COHECHA, mayores y vecinos de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción total de un vehículo tipo microbús de servicio público de propiedad de los mencionados, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1.996 en la Población de Quetame (Cundinamarca), en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al disparar indiscriminadamente contra la mencionada población, repeliendo una toma guerrillera.  

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar a los señores JORGE ENRIQUE PARDO Y LEONARDO HELIODORO COHECHA, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios materiales que se les ocasionaron con la destrucción total del vehículo de su propiedad, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. SETENTA MILLONES DE PESOS ($70.000.000.oo) por concepto de lucro cesante, que se liquidarán a favor de los propietarios, señores JORGE ENRIQUE PARDO Y LEONARDO HELIODORO COHECHA, correspondientes a las sumas que los mencionados han dejado de percibir en razón de la destrucción total del vehículo de servicio público de su propiedad, habida cuenta de su producción mensual ($2.400.000.oo).  

b. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción del carro, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con los mencionados hechos, que se estiman en la suma de DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000.000.oo). 

c. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

d. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar cuando los ilegales incursionaron contra las entidades estatales con sede en el municipio de Quetame, las partes en conflicto aprovecharon que el vehículo tipo micro-bus de servicio público se encontraba estacionado en la plaza principal, para utilizarlo como trinchera, resultando destrozado. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntaron copia auténtica de la licencia de tránsito Nro. 94-158910, certificaciones proferidas por autoridades municipales, cotizaciones y constancias.    

Adicionalmente solicitaron oficiar al director de la oficina de Tránsito y Transporte de la ciudad de Zipaquirá para que remita certificado de tradición correspondiente al vehículo tipo micro-bus de servicio público distinguido con placas Nro. SKF218 marca FORD, modelo 1.991, color rojo y blanco de propiedad de los señores Jorge Pardo y Leonardo Cohecha; oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda, y para que certifique sobre los hechos en los que se basó la misma; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos. 

Finalmente solicitó la práctica de una prueba pericial para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 13 de diciembre de 1996 (folio 11 del cuaderno principal dentro del expediente 13218), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 28 de febrero de 1997 (folio 14 del cuaderno principal dentro del expediente 13218).

El 7 de abril del mismo año, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó ateniéndose a lo que resulte probado en el proceso (folio 18 del cuaderno principal dentro del expediente 13218).  

III. EXPEDIENTE 13220

1. La demanda

El 2 de diciembre de 1996, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, el señor Víctor Manuel Pardo Camelo formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 2 del cuaderno principal dentro del expediente 13220):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales ocasionados a VÍCTOR MANUEL PARDO CAMELO, mayor y vecino de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción total de su casa de habitación y el local comercial anexo a la misma, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1.996 en la población de Quetame (Cundinamarca), en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al disparar indiscriminadamente contra la mencionada población, repeliendo una toma guerrillera.  

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL),  a pagar al señor VÍCTOR MANUEL PARDO CAMELO, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales y materiales, que se le ocasionaron con la destrucción total de su residencia y local comercial, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. CINCO MILLONES DE PESOS ($5.000.000.oo) por concepto de lucro cesante, que se liquidarán a favor del propietario, señor VÍCTOR MANUEL PARDO CAMELO, correspondientes a las sumas que el mencionado, dejó de percibir durante dos meses en razón de la destrucción total de su casa de propiedad donde funcionaba un negocio comercial (miscelánea y cafetería), habida cuenta de su producción mensual ($1.000.000.oo) [sic].

b. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de CUARENTA MILLONES DE PESOS ($40.000.000.oo).

c. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para el demandante por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto nacido de la falta de responsabilidad en la administración, en aplicación del Art. 106 del C. Penal, máxime cuando el hecho se comete por miembros de la Policía Nacional, entidad que tiene el deber constitucional de velar por la vida, honra y bienes de los asociados y por la circunstancias de haber estado sometido el interesado a inminente riesgo de muerte. 

d. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

e. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre policiales y miembros de la guerrilla de las FARC, resultaron destruidos tanto la casa de habitación como el local comercial de propiedad del señor Víctor Manuel Pardo.

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de la escritura pública de compraventa Nro. 780 de la Notaría Única de Fómeque, varias certificaciones expedidas por autoridad municipal, y un avalúo. 

Adicionalmente, solicitó oficiar al Registrador de Instrumentos Públicos de Cáqueza a fin de que envíe copia del certificado de tradición correspondiente al inmueble registrado bajo el Nro. 1520020226; oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda, y para que certifique sobre su ocurrencia; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos y sobre la existencia del local comercial cuya destrucción se alega. Finalmente solicitó la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 13 de diciembre de 1996 (folio 12 del cuaderno principal dentro del expediente 13220), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 28 de febrero de 1997 (folio 18 del cuaderno principal dentro del expediente 13220).

El 7 de abril del mismo año, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó (folio 20 del cuaderno principal dentro del expediente 13220), ateniéndose a lo que resulte probado en el proceso, y oponiéndose a la pretensión de reconocimiento de perjuicios morales por la destrucción de bienes materiales.

IV. EXPEDIENTE 13217

1. La demanda

El 3 de diciembre de 1996, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, la señora Ana Sofía Rey Herrera actuando en su propio nombre, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 13217):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales, ocasionados a la señora ANA SOFÍA REY HERRERA, mayor y vecina de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción total de su casa de habitación y el local comercial anexo a la misma, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1.996 en la población de Quetame (Cundinamarca), en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al disparar indiscriminadamente contra la mencionada población, repeliendo una toma guerrillera.

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar a la señora ANA SOFÍA REY HERRERA, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales y materiales, que se le ocasionaron con la destrucción total de su residencia y local comercial, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. CINCO MILLONES DE PESOS ($5.000.000.oo) por concepto de lucro cesante, que se liquidarán a favor de la propietaria, ANA SOFÍA REY HERRERA, correspondientes a las sumas que la mencionada dejó de percibir durante dos meses en razón de la destrucción total de su casa de propiedad donde funcionaba un negocio comercial (tienda de víveres y cacharrería), habida cuenta de su producción mensual de un millón de pesos ($1.000.000.oo) [sic]. 

b. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de DOCE MILLONES DE PESOS ($12.000.000.oo).

c. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para el demandante [sic] por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto nacido de la falta de responsabilidad en la administración, en aplicación del Art. 106 del C. Penal, máxime cuando el hecho se comete por miembros de la Policía Nacional, entidad que tiene el deber constitucional de velar por la vida, honra y bienes de los asociados y por la circunstancia de haber estado sometido [sic] la interesada a un inminente riesgo de muerte. 

d. Todas las condenas serán actualizadas con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor.

e. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, la población de Quetame fue víctima de una incursión guerrillera como consecuencia de la cual resultó destruido el cuartel de la Policía, y averiadas las edificaciones aledañas al mismo, dentro de las que se encuentra la casa de habitación y el local comercial de propiedad de la señora Ana Sofía. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de la escritura pública de compraventa Nro. 1127 de la Notaría Única de Cáqueza, varias certificaciones expedidas por autoridad municipal, y un avalúo. 

Adicionalmente, solicitó oficiar al Registrador de Instrumentos Públicos de Cáqueza a fin de que envíe copia del certificado de tradición correspondiente al inmueble registrado bajo el Nro. 1520043133; oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda, y para que certifique sobre los mismos; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique su ocurrencia, además de la existencia de un local comercial de propiedad de la señora Ana Sofía. 

Finalmente solicitó la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 19 de diciembre de 1996 (folio 13 del cuaderno principal dentro del expediente 13217), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 28 de febrero siguiente (folio 15 del cuaderno principal dentro del expediente 13217).

El 7 de abril del mismo año, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó ateniéndose a lo que resulte probado en el proceso, advirtiendo que en el sub judice se configura el hecho exclusivo y determinante de un tercero como causal eximente de responsabilidad (folio 20 del cuaderno principal dentro del expediente 13217).  

V. EXPEDIENTE 13219

1. La demanda

El 3 de diciembre de 1996, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, la señora Ana María Pardo Turriago actuando en nombre propio, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 13219):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales, ocasionados a la señora ANA MARÍA PARDO TURRIAGO, mayor y vecina de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción de su casa de habitación, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1.996 en la población de Quetame (Cundinamarca), en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al disparar indiscriminadamente contra la mencionada población, repeliendo una toma guerrillera.
SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar a la señora ANA MARÍA TURRIAGO, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales y materiales, que se le ocasionaron con la destrucción total de su residencia, conforme a la siguiente liquidación o a la que se demostrase en el proceso, así:

a. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000.000.oo).

b. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para el demandante [sic] por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto nacido de la falta de responsabilidad en la administración, en aplicación del Art. 106 del C. Penal, máxime cuando el hecho se comete por miembros de la Policía Nacional, entidad que tiene el deber constitucional de velar por la vida, honra y bienes de los asociados y por la circunstancia de haber estado [sic] sometido a la interesada a un inminente riesgo de muerte. 

c. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

d. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar en el casco urbano del municipio de Quetame en el departamento de Cundinamarca debido a una incursión guerrillera, resultaron destruidos los inmuebles colindantes a la estación de policía, entre ellos, el de propiedad de la señora Ana María. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de la escritura pública de compraventa Nro. 614 de la Notaría Única de Cáqueza, varias certificaciones expedidas por autoridad municipal, y un avalúo. 

Adicionalmente, solicitó oficiar al Registrador de Instrumentos Públicos de Cáqueza a fin de que envíe copia del certificado de tradición correspondiente al inmueble registrado bajo el Nro. 1520006710; oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda, y para que certifique su ocurrencia; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos. Finalmente solicitó la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 13 de diciembre de 1996 (folio 13 del cuaderno principal dentro del expediente 13219), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 28 de febrero de 1997 (folio 15 del cuaderno principal dentro del expediente 13219).

El 7 de abril del mismo año, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó oponiéndose a las pretensiones de la demanda por encontrar configurada la causal eximente de responsabilidad conocida como el hecho exclusivo y determinante de un tercero. Al efecto solicitó oficiar al Comando del Departamento de Policía de Cundinamarca con el fin de que informe sobre la toma guerrillera y posterior enfrentamiento entre las fuerzas armadas e insurgentes que sirvieron de base para la demanda (folio 22 del cuaderno principal dentro del expediente 13219). 

VI. EXPEDIENTE 13836

1. La demanda

El 21 de abril de 1997, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, el señor José Artemio Sánchez Sánchez actuando en nombre propio, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 13836):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales, ocasionados al señor JOSÉ ARTEMIO SÁNCHEZ SÁNCHEZ mayor y vecino de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción total de un vehículo tipo volqueta marca DODGE, Modelo 1.969, Color Beige, de placas GKA387 de su propiedad, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1996 en la población de Quetame (Cundinamarca), en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al hacer frente a un ataque guerrillero.  

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar al señor JOSÉ ARTEMIO SÁNCHEZ SÁNCHEZ por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios materiales, que se le ocasionaron con la destrucción total del vehículo de su propiedad, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. DOSCIENTOS MILLONES DE PESOS ($200.000.000.oo) por concepto de lucro cesante, que se liquidarán a favor del propietario, señor JOSÉ ARTEMIO SÁNCHEZ SÁNCHEZ, correspondientes a las sumas que el vehículo dejara de producir a raíz de su destrucción total, habida cuenta de su producción mensual de Tres millones trescientos mil pesos ($3.300.000.oo).  

b. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de los costos de reparación del vehículo, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de OCHO MILLONES DE PESOS ($8.000.000.oo).

c. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

d. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar en el casco urbano del municipio de Quetame en el departamento de Cundinamarca, resultó seriamente afectada la volqueta de propiedad del señor José Artemio que se encontraba parqueada cerca a la Estación de Policía también destruida. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de los documentos de propiedad del vehículo, certificaciones proferidas por autoridades municipales, cotizaciones y facturas.
Adicionalmente solicitó oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda, y para que certifique su ocurrencia; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos. 

Finalmente solicitó la práctica de una prueba pericial para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 15 de mayo de 1997 (folio 13 del cuaderno principal dentro del expediente 13836), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 18 de septiembre siguiente (folio 18 del cuaderno principal dentro del expediente 13836).

El 4 de noviembre del mismo año, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó (folio 28 del cuaderno principal dentro del expediente 13836), ateniéndose a lo que resulte probado en el proceso, no sin antes esgrimir las razones por las cuales considera que en el sub judice se configura la causal eximente de responsabilidad conocida como hecho exclusivo y determinante de un tercero.  

VII. EXPEDIENTE 13837

1. La demanda

El 21 de abril de 1997, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, la señora María Aurora García de Sánchez actuando en nombre propio, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 13837):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales, ocasionados a la señora MARÍA AURORA GARCÍA DE SÁNCHEZ, mayor y vecina de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción total de su casa de habitación y el local comercial anexo a la misma, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1996 en la población de Quetame (Cundinamarca), en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al hacer frente a un ataque guerrillero. 

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar a la señora MARÍA AURORA GARCÍA DE SÁNCHEZ, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales y materiales, que se le ocasionaron con la destrucción total de su residencia y local comercial, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. CIEN MILLONES DE PESOS ($100.000.000.oo) por concepto de lucro cesante, que se liquidarán a favor de la propietaria, señora MARÍA AURORA GARCÍA DE SÁNCHEZ correspondientes a las sumas que la misma dejará de percibir durante el tiempo que esté cerrado en razón de la destrucción total de su casa de propiedad donde funcionaba un negocio comercial (miscelánea), habida cuenta de su producción mensual de Tres Millones seiscientos mil pesos ($3.600.000.oo).  

b. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS ($35.000.000.oo). 

c. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para el demandante [sic] por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto y por el riesgo especial a que se le sometió en aplicación del Art. 106 del C. Penal y por la circunstancia de haber estado sometida la interesada a un inminente riesgo de muerte.  

d. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

e. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar en el casco urbano de Quetame en el departamento de Cundinamarca producto de una incursión guerrillera, resultaron averiadas las edificaciones cercanas a la estación de policía entre las que se encontraba la de propiedad de la señora María Aurora. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de la escritura pública de compraventa Nro. 6 de la Notaría Única de Cáqueza, el folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520015189, varias certificaciones expedidas por autoridad municipal, declaraciones extra juicio y un presupuesto de reconstrucción. 

Al efecto, solicitó oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda, y para que certifique sobre los hechos en los que se basó la misma; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos y sobre la existencia del local comercial que se dice fue destruido. 

Adicionalmente solicitó la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 15 de mayo de 1997 (folio 15 del cuaderno principal dentro del expediente 13837), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 23 de junio siguiente (folio 18 del cuaderno principal dentro del expediente 13837).

El primero de septiembre del mismo año, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó ateniéndose a lo que resulte probado en el proceso, para lo que solicitó oficiar a la oficina del Archivo General de la Policía con el fin de que remita copia del informativo disciplinario adelantado por los hechos en los que se basó la demanda (folio 25 del cuaderno principal dentro del expediente 13837). 

VIII. EXPEDIENTE 13838

1. La demanda

El 21 de abril de 1997, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, el señor Pedro Antonio Parrado actuando en nombre propio, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 13838):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios materiales, ocasionados al señor PEDRO ANTONIO PARRADO mayor y vecino de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción casi total de un vehículo tipo camioneta marca DODGE, Modelo 1.980, de placas LXF731 de su propiedad, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1996 en la población de Quetame (Cundinamarca), en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al hacer frente a un ataque guerrillero.  

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar al señor PEDRO ANTONIO PARRADO, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios materiales, que se le ocasionaron con la destrucción total del vehículo de su propiedad, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. CIEN MILLONES DE PESOS ($100.000.000.oo) por concepto de lucro cesante, que se liquidarán a favor del propietario, señor PEDRO ANTONIO PARRADO, correspondientes a las sumas que el vehículo dejará de producir a raíz de su casi destrucción total, habida cuenta de su producción mensual de Un Millón de pesos ($1.000.000.oo).  

b. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de los costos de reparación del vehículo, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de OCHO MILLONES DE PESOS ($8.000.000.oo).

c. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

d. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar en el casco urbano del municipio de Quetame en el departamento de Cundinamarca debido a una incursión guerrillera, resultó seriamente afectada la camioneta de propiedad del señor Pedro Antonio, que se encontraba parqueada cerca a la Estación de Policía que quedó destruida. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de los documentos de propiedad del vehículo, certificaciones proferidas por autoridades municipales, declaraciones extra juicio y facturas.    

Adicionalmente solicitó oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda, y para que certifique sobre los hechos en los que se basó la misma; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos. Finalmente solicitó la práctica de una prueba pericial para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 8 de mayo de 1997 (folio 13 del cuaderno principal dentro del expediente 13838), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 23 de junio siguiente (folio 15 del cuaderno principal dentro del expediente 13838).

El 14 de julio del mismo año, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó ateniéndose a lo que resulte probado en el proceso, y en consecuencia solicitó comisionar al juzgado promiscuo municipal de Quetame (Cundinamarca) para que cite al representante legal del establecimiento denominado “Taller El Cheque” para que se ratifique sobre la factura Nro. 00192 del 6 de noviembre de 1996. Adicionalmente solicitó oficiar a la secretaría de tránsito de Soacha para que informe sobre la propiedad del  vehículo LXF731 (folio 20 del cuaderno principal dentro del expediente 13838). 

IX. EXPEDIENTE 13839

1. La demanda

El 21 de abril de 1997, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, la señora María de Jesús Pardo de Parrado actuando en nombre propio, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 13839):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales, ocasionados a la señora MARÍA DE JESÚS PARDO DE PARRADO, mayor y vecina de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción total de su casa de habitación, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1996 en la población de Quetame (Cundinamarca), en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al hacer frente a un ataque guerrillero. 

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar a la señora MARÍA DE JESÚS PARDO DE PARRADO, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales y materiales, que se le ocasionaron con la destrucción total de su residencia, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000.000.oo). 

b. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para el demandante por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto y por el riesgo especial a que se la sometió en aplicación del Art. 106 del C. Penal y por la circunstancia de haber estado sometida la interesada a un inminente riesgo de muerte.  

c. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

d. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar en el casco urbano de Quetame en el departamento de Cundinamarca producto de una incursión guerrillera, resultaron averiadas las edificaciones cercanas a la Estación de Policía entre las que se encontraba la del difunto Victorino Parrado Parrado, y que se encontraba en trámite sucesoral en favor de su esposa, señora María de Jesús.  

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia del folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520031655, registro civil de matrimonio, varias certificaciones expedidas por la autoridad municipal, y un presupuesto de reconstrucción. 

Adicionalmente solicitó oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda, y para que certifique sobre los hechos en los que se basó la misma; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos. Finalmente solicitó la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 2 de mayo de 1997 (folio 13 del cuaderno principal dentro del expediente 13839), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 18 de septiembre siguiente (folio 17 del cuaderno principal dentro del expediente 13839) sin que hubiera hecho uso del derecho a contestar la demanda.

X. EXPEDIENTE 13840

1. La demanda

El 21 de abril de 1997, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, la señora Ligia María Torres de Cohecha actuando en nombre propio, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 13840):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales, ocasionados a la señora LIGIA MARÍA TORRES DE COHECHA, mayor y vecina de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción total de su casa de habitación, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1996 en la población de Quetame (Cundinamarca), en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al hacer frente a un ataque guerrillero. 

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar a la señora LIGIA MARÍA TORRES DE COHECHA, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales y materiales, que se le ocasionaron con la destrucción total de su residencia ubicada en la Calle 5 No. 2-36 de la población de Quetame (Cundinamarca), conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la casi total destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con los mencionados hechos, que se estiman en la suma de DOCE MILLONES DE PESOS ($12.000.000.oo). 

b. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para la demandante por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto y por el riesgo especial a que se le sometió en aplicación del Art. 106 del C. Penal y por la circunstancia de haber estado sometida la interesada a un inminente riesgo de muerte.  

c. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

d. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar en el casco urbano de Quetame en el departamento de Cundinamarca producto de una incursión guerrillera, resultaron averiadas las edificaciones cercanas a la Estación de Policía entre las que se encontraba la de propiedad de la señora Ligia María. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de la escritura pública de compraventa Nro. 1564 de la Notaría Única de Cáqueza, el folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520037125, varias certificaciones expedidas por autoridad municipal, y un presupuesto de reconstrucción. 

Adicionalmente solicitó oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos. Adicionalmente solicitó la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 9 de mayo de 1997 (folio 14 del cuaderno principal dentro del expediente 13840), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 23 de junio siguiente (folio 16 del cuaderno principal dentro del expediente 13840).

El 4 de agosto del mismo año, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó ateniéndose a lo que resulte probado en el proceso, y oponiéndose al reconocimiento de perjuicios morales por la pérdida de bienes materiales. Al efecto solicitó oficiar a la Alcaldía de Quetame con el fin de que certifique los hechos en los que se basó la demanda, y a la oficina de catastro del mismo municipio, para que remita copia del avalúo catastral correspondiente al inmueble que se dice fue destruido (folio 27 del cuaderno principal dentro del expediente 13840). 

XI. EXPEDIENTE 14141

1. La demanda

El 20 de mayo de 1997, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, la señora Aura María Cohecha Vda. De Martínez actuando en nombre propio, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 14141):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales, ocasionados a la señora AURA MARÍA COHECHA VDA. DE MARTÍNEZ, mayor y vecina de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción total de su casa de habitación, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1996 en la población de Quetame (Cundinamarca), en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al disparar indiscriminadamente contra la mencionada población, repeliendo una toma guerrillera. 

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar a la señora AURA MARÍA COHECHA VDA. DE MARTINEZ, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales y materiales, que se le ocasionaron con la destrucción total de su residencia, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con los mencionados hechos, que se estiman en la suma de VEINTE MILLONES DE PESOS ($20.000.000.oo). 

b. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para la demandante por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto nacido de la falta de responsabilidad en la administración, en aplicación del Art. 106 del C. Penal máxime cuando el hecho se comete  por miembros de la Policía Nacional, entidad que tiene el deber constitucional de velar por la vida, honra y bienes de los asociados y por la circunstancia de haber estado sometida la interesada a un inminente riesgo de muerte.  

c. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

d. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar en el casco urbano de Quetame en el departamento de Cundinamarca producto de una incursión guerrillera, resultaron averiadas las edificaciones cercanas a la Estación de Policía entre las que se encontraba la de propiedad de la señora Aura María. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de la escritura pública de compraventa Nro. 1273 de la Notaría Única de Cáqueza, el folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520036233, varias certificaciones expedidas por la autoridad municipal, y un presupuesto de reconstrucción. 

Adicionalmente solicitó oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos. Finalmente solicitó la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 10 de junio de 1997 (folio 15 del cuaderno principal dentro del expediente 14141), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 18 de septiembre siguiente (folio 20 del cuaderno principal dentro del expediente 14141).

El 24 de octubre del mismo año, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó ateniéndose a lo que resulte probado en el proceso, y objetando el valor probatorio del avalúo que se adjuntó con la demanda por considerar que no es una prueba conducente. Al efecto solicitó oficiar a la Administración de Impuestos Nacionales con el fin de que remita copia de la declaración de renta o el certificado de ingresos y retenciones de la señora Aura María (folio 30 del cuaderno principal dentro del expediente 14141). 

XII. EXPEDIENTE 14940

1. La demanda

El 4 de septiembre de 1997, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, la señora Elvira Cruz de Gutiérrez actuando en nombre propio, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 14940):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales, ocasionados a la señora ELVIRA CRUZ DE GUTIÉRREZ, mayor y vecina de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción total de su casa de habitación, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1996 en la población de Quetame (Cundinamarca), en una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, al disparar indiscriminadamente contra la mencionada población, repeliendo una toma guerrillera. 

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar a la señora ELVIRA CRUZ DE GUTIÉRREZ, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales y materiales, que se le ocasionaron con la destrucción total de su residencia, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con los mencionados hechos, que se estiman en la suma de 
QUINCE MILLONES DE PESOS ($15.000.000.oo). 

b. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para la demandante por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto nacido de la falta de responsabilidad de la administración, en aplicación del Art. 106 del C. Penal máxime cuando el hecho se comete por miembros de la Policía Nacional, entidad que tiene el deber constitucional de velar por la vida, honra y bienes de los asociados y por la circunstancia de haber estado sometida la interesada a un inminente riesgo de muerte.  

c. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

d. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar en el casco urbano de Quetame en el departamento de Cundinamarca producto de una incursión guerrillera, resultaron averiadas las edificaciones cercanas a la Estación de Policía entre las que se encontraba la de propiedad de la señora Elvira. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de la escritura pública de compraventa Nro. 1115 de la Notaría Única de Cáqueza, el folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520048284, varias certificaciones expedidas por autoridad municipal, y un avalúo de daños. 

Adicionalmente solicitó oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos. Finalmente solicitó la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 2 de octubre de 1997 (folio 14 del cuaderno principal dentro del expediente 14940), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 23 de febrero de 1998 (folio 16 del cuaderno principal dentro del expediente 14940), siendo contestada de manera extemporánea (folio 24 del cuaderno principal dentro del expediente 14940). 

XIII. EXPEDIENTE 15566

1. La demanda

El 27 de noviembre de 1997, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, la señora Fanny Camelo de Moyano actuando en nombre propio, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 15566):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales, ocasionados a la señora FANNY CAMELO DE MOYANO, mayor y vecina de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción total de su casa de habitación y los muebles y enseres del local comercial anexo a la misma, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1996 en la población de Quetame (Cundinamarca), al presentarse un enfrentamiento armado entre miembros de la guerrilla y policiales acantonados en la estación de Policía del mencionado lugar, en una falla presunta y probada en el servicio atribuible a la Policía Nacional. 

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar a la señora FANNY CAMELO DE MOYANO, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales y materiales, que se le ocasionaron con la destrucción total de su residencia y los bienes muebles y enseres del local comercial, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000.000.oo) por concepto de lucro cesante, que se liquidarán a favor de la propietaria, señora FANNY CAMELO DE MOYANO, correspondientes a las sumas que la mencionada, dejó de percibir durante diez (10) meses en razón del cierre obligado de su negocio comercial (Piqueteadero DOÑA FANNY), habida cuenta de su producción mensual de Un Millón de Pesos ($1.000.000.oo).

b. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción de la residencia y los bienes muebles y enseres del negocio comercial, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de TREINTA MILLONES DE PESOS ($30.000.000.oo). 

c. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para la demandante por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto nacido de un riesgo especial creado contra la ciudadanía al ser atacada la Policía Nacional, entidad que tiene el deber constitucional de velar por la vida de los asociados y al no hacerlo se ha causado grave perjuicio sicológico a la interesada por el inminente peligro de muerte al que estuvo sometida y por el hecho de observar el fruto del trabajo de toda la vida completamente destruido, en aplicación del Art. 106 del C. Penal.   

d. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

e. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar en el casco urbano de Quetame en el departamento de Cundinamarca producto de una incursión guerrillera, resultaron averiadas las edificaciones cercanas a la estación de policía entre las que se encontraba la de propiedad de la señora Fanny junto con el establecimiento comercial anexo a la misma. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de la escritura pública de compraventa Nro. 369 de la Notaría Única de Cáqueza, el folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520026318, un listado de bienes muebles, varias certificaciones expedidas por autoridad municipal, y un presupuesto de obra. 

Adicionalmente solicitó oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos y sobre la existencia del establecimiento comercial. Finalmente solicitó la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 26 de enero de 1998 (folio 17 del cuaderno principal dentro del expediente 15566), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 17 de marzo siguiente (folio 19 del cuaderno principal dentro del expediente 15566).

El 11 de mayo del mismo año, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó ateniéndose a lo que resulte probado en el proceso, alegando que se configura la culpa exclusiva y determinante de un tercero, y oponiéndose al reconocimiento de perjuicios morales por la pérdida de bienes materiales. Al efecto solicitó negar la solicitud de la inspección judicial y los testimonios solicitados, y se opuso al reconocimiento de perjuicios por la pérdida de bienes y enseres listados por la demandante (folio 29 del cuaderno principal dentro del expediente 15566). 

XIV. EXPEDIENTE 15565

1. La demanda

El 27 de noviembre de 1997, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, los señores Ángel María Velásquez Parrado y Blanca Leonor Cruz Rubio actuando en nombre propio, formularon demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 15565):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales y el inminente riesgo de muerte ocasionados a los esposos ANGEL MARÍA VELÁSQUEZ PARRADO Y BLANCA LEONOR CRUZ RUBIO, mayores y vecinos de Cumaral (Meta), con motivo de la destrucción parcial de la casa de su propiedad, bienes muebles y enseres, ubicados en la Calle 4 No. 3-25 de la población de Quetame (Cundinamarca) y los bienes muebles y enseres de su propiedad, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1.996 en dicha población, al presentarse un enfrentamiento armado entre miembros de la guerrilla y policiales acantonados en la estación de Policía del mencionado lugar, en una falla presunta y probada en el servicio atribuible a la Policía Nacional. 

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar a los esposos ÁNGEL MARÍA VELÁSQUEZ PARRADO y BLANCA LEONOR CRUZ RUBIO, mayores y vecinos de Cumaral (Meta), por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales, materiales y el inminente riesgo de muerte que se les ocasionaron con la destrucción de su casa y bienes muebles y enseres, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción de la casa, bienes muebles y enseres, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con los mencionados hechos, que se estiman en la suma de TREINTA MILLONES DE PESOS ($30.000.000.oo). 

b. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para la demandante por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto nacido de un riesgo especial creado contra la ciudadanía al ser atacada la Policía Nacional, entidad que tiene el deber constitucional de velar por la vida de los asociados y al no hacerlo se ha causado grave perjuicio sicológico al que se vieron sometidos los mencionados y por el hecho de observar el fruto del trabajo de toda la vida completamente destruido, en aplicación del Art. 106 del C. Penal. 

c. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

d. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar en el casco urbano de Quetame en el departamento de Cundinamarca producto de una incursión guerrillera, resultaron averiadas las edificaciones cercanas a la Estación de Policía entre las que se encontraba la de propiedad de los esposos Ángel María y Blanca Leonor, quienes vieron seriamente amenazada su vida. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntaron copia de la escritura pública de compraventa Nro. 354 de la Notaría Única de Cáqueza, el folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520032961, un listado de bienes muebles, varias certificaciones expedidas por autoridad municipal, y un presupuesto de obra. 

Adicionalmente solicitó oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos. Finalmente solicitaron la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 23 de enero de 1998 (folio 15 del cuaderno principal dentro del expediente 15565), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 3 de marzo (folio 17 del cuaderno principal dentro del expediente 15565), siendo contestada de manera extemporánea (folio 30 del cuaderno principal dentro del expediente 15565).

XV. EXPEDIENTE 982042

1. La demanda

El 3 de julio de 1998, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo –decreto 01 de 1984-, la señora María Cristina Vargas de Riveros actuando en nombre propio, formuló demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 3 del cuaderno principal dentro del expediente 2042):

“PRIMERA. LA NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios morales y materiales, ocasionados a la señora MARÍA CRISTINA VARGAS DE RIVEROS, mayor y vecina de Quetame (Cundinamarca), con motivo de la destrucción de su casa de habitación, en hechos sucedidos el día 9 de julio de 1.996 en la población de Quetame (Cundinamarca), que constituyen un riesgo especial y una evidente, presunta y probada falla en el servicio atribuible a la Policía Nacional, pues era la entidad contra la que se dirigía el ataque guerrillero. 

SEGUNDA. Condénase [sic] a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar a la señora MARÍA CRISTINA VARGAS DE RIVEROS, por intermedio de su apoderado, todos los daños y perjuicios morales y materiales que se le ocasionaron con la destrucción de su residencia, conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así: 

a. Daños y perjuicios patrimoniales directos o daño emergente, por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de SESENTA MILLONES DE PESOS ($60.000.000.oo). 

b. El equivalente en moneda nacional de 1.000 gramos de oro fino para la demandante por concepto de perjuicios morales o “pretium doloris”, consistentes en el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto nacido de la falta de responsabilidad de la administración, en aplicación del Art. 106 del C. Penal, máxime cuando el hecho es atribuible a la Policía Nacional, entidad contra la cual iba dirigido el ataque y que tiene el deber constitucional de velar por la vida, honra y bienes de los asociados y por la circunstancia de observar la interesada perdido el fruto de trabajo de toda una vida. 

c. Todas las condenas serán actualizadas conforme a la evolución del índice de precios al consumidor. 

d. Intereses aumentados con la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor. 

TERCERA. LA NACIÓN dará cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1996, durante un enfrentamiento armado entre miembros de la Policía Nacional y la guerrilla de las FARC que tuvo lugar en el casco urbano de Quetame en el departamento de Cundinamarca producto de una incursión guerrillera, resultaron averiadas las edificaciones cercanas a la Estación de Policía entre las que se encontraba la de propiedad de la señora María Cristina. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntó copia de la escritura pública de compraventa Nro. 680 de la Notaría Única de Cáqueza, el folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520023573, declaraciones extra juicio, varias certificaciones expedidas por autoridad municipal, un presupuesto de obra y un contrato civil de obra. 

Adicionalmente solicitó oficiar al Comandante de la Policía Nacional para que arrime copia de los procesos penal y disciplinario iniciados por los hechos relatados en la demanda, y para que certifique sobre los hechos en los que se basó la misma; y oficiar al Alcalde del municipio de Quetame con el fin de que certifique los mismos hechos. Finalmente solicitó la práctica de una inspección judicial con intervención de peritos para determinar el valor de los perjuicios materiales, y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 23 de enero de 1998 (folio 15 del cuaderno principal dentro del expediente 2042), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 3 de marzo siguiente (folio 17 del cuaderno principal dentro del expediente 2042) siendo contestada de manera extemporánea (folio 30 del cuaderno principal dentro del expediente 2042).

3. La acumulación de procesos

El 5 de febrero de 1998, el Juez de conocimiento resolvió acumular los procesos Nro. 96-D-13217, 97-D-13838, 96-D-13218, 97-D-13839, 97-D-14141, 97-D-13836, 96-D-13219, 97-D-13837, 96-D13220 y 97-D-13840 al proceso 13216, por solicitud que fuera elevada por el apoderado de la parte demandante (folio 61 del cuaderno principal dentro del expediente 13216).  

El 28 de mayo de mismo año, se acumularon los procesos Nro. 97-D-14940, 98-D-15565, y 98-D-15566 al proceso 13216 (folio 68 del cuaderno principal dentro del expediente 13216). 

Y por auto del 19 de septiembre de 2000, se resolvió acumular el proceso Nro. 982042 al 13216 (folio124 del cuaderno principal dentro del expediente 13216). 

4. Los alegatos de conclusión en primera instancia 

Fallida la audiencia de conciliación convocada en virtud de lo prescrito en el artículo 104 de la ley 446 de 1998, por ausencia de ánimo conciliatorio del Ministerio de Defensa (folio 149 del cuaderno principal dentro del expediente 13216), se dio traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión el 7 de junio de 2001 (folio 152 del cuaderno principal dentro del expediente 13216).

El 28 de junio de 2001, el apoderado de la parte demandada indicó estar en desacuerdo con los perjuicios alegados por el apoderado de las víctimas, por considerar probado el hecho exclusivo y determinante de un tercero como causal eximente de responsabilidad. Adicionalmente consideró que las pruebas periciales que reposan en el acervo carecen de fundamentación, “toda vez que lo peritos simplemente se limitaron a emitir cifras sobre bases inciertas, tomando de esta manera sus conclusiones en puntos meramente conjeturales, aparte de que se apoyaron en informes de los propios demandantes, sobre documentos no aportados por éstos al proceso, y en otros aspectos, tomando como puntos de partida prueba documental proveniente de terceros” (folio 155 del cuaderno principal dentro del expediente 13216). 

La demandante y el Ministerio Público guardaron silencio (folio 161 del cuaderno principal dentro del expediente 13216). 

Encontrándose el negocio para fallo, fue remitido al Tribunal de Descongestión el 21 de agosto de 2003 en cumplimiento de lo dispuesto en el Acuerdo No. 1921 del Consejo Superior de la Judicatura (folio 168 del cuaderno principal). 

5. La providencia impugnada

El 20 de mayo de 2004, la Sala de Descongestión de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca profirió sentencia accediendo parcialmente a las súplicas de la demanda. Al efecto consideró que el daño antijurídico está demostrado con las pruebas que reposan en el plenario, siendo imputable a la entidad demandada a título de daño especial. En consecuencia condenó al pago de los perjuicios que encontró probados en el sentido como se indicó al inicio de esta providencia (folio 170 del cuaderno principal).  

6. El recurso de apelación

El 4 y 7 de junio de 2004, los apoderados de la parte demandante y demandada, respectivamente, interpusieron sendos recursos de apelación (folios 220 y 221 del cuaderno principal dentro del expediente 13216), los cuales fueron concedidos el 17 de junio siguiente (folio 226 del cuaderno principal dentro del expediente 13216), y admitidos por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 29 de octubre del mismo año (folio 253 del cuaderno principal dentro del expediente 13216). 

En el escrito de sustentación presentado por la demandada (folio 222 del cuaderno principal dentro del expediente 13216), se insistió en los argumentos expuestos en otras etapas procesales. Por su parte, el apoderado de la parte demandante solicitó: 1) complementar las condenas reconociendo intereses sobre cada una de las concedidas en especie –alegando la teoría de la reparación integral-; 2) condenar en concreto todas las condenas que se hicieron en abstracto; 3) ajustar las cifras que estuvieron mal apreciadas; y 4) reconocer en favor de todos sus representados, perjuicios morales por la angustia y zozobra sufridas al verse en medio del fuego cruzado (folio 227 del cuaderno principal dentro del expediente 13216).  

7. Los alegatos de conclusión en segunda instancia

Habiéndose dado traslado a las partes para alegar el 4 de febrero de 2005 (folio 256 del cuaderno principal dentro del expediente 13216), el 23 de febrero siguiente la demandada sostuvo los mismos argumentos expuestos en otras etapas procesales, mientras que la demandante mantuvo silencio. 

Por su parte, el Ministerio Público arrimó su concepto de rigor en el que esgrimió las razones por las cuales considera que deben negarse todas las pretensiones. Por un lado, consideró que de los 15 procesos acumulados, sólo en 5 hay prueba válida de la legitimación en la causa por activa (13217, 13218, 13219, 13838 y 13840) por cuanto las pruebas que reposan en los otros 10, constan en copia simple y por lo tanto no pueden ser valoradas. Por el otro, esgrimió que el daño no resulta imputable a la demandada “toda vez que no existe prueba alguna que permita afirmar que para las autoridades, en particular para la Institución Policía, era posible advertir o prever el ataque a la población de Quetame, ni tampoco, alguna que lleve a concluir que los miembros de la Policía, adscritos a la Estación de ese Municipio, no actuaron en forma diligente y con el uso debido de las armas, para repeler el ataque de la subversión” (folio 260 del cuaderno principal dentro del expediente 13216). Finalmente expuso que los daños fueron consecuencia de un ataque indiscriminado a la población de Quetame. 

El proceso entró a esta Corporación para fallo el 14 de marzo de 2005. 

8. La competencia de la Subsección 

El artículo 129 del C.C.A., modificado por el artículo 37 de la ley 446 de 1998 referido a la competencia del Consejo de Estado en segunda instancia
, dice que la Corporación, en la Sala Contenciosa Administrativa, conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los tribunales, en el mismo sentido del artículo 212 del C.C.A., subrogado por el artículo 51 del Decreto 2304 de 1989. Así, la Corporación es competente para conocer del asunto, en virtud del recurso de apelación interpuesto por las partes
, en proceso con vocación de segunda instancia ante el Consejo de Estado
.

CONSIDERACIONES

Cumplidos los trámites propios de la segunda instancia, sin que exista causal alguna de nulidad que invalide lo actuado
, procede la Subsección a resolver el asunto sometido a su consideración de acuerdo con el siguiente esquema: 1) El régimen de responsabilidad aplicable; 2) El caso concreto; y 3) La condena en costas.   

1. El régimen de responsabilidad aplicable

A partir de la expedición de la Constitución de 1991, la responsabilidad del Estado se define de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 90 en virtud del cual, éste será patrimonialmente responsable por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión imputable a sus agentes. En efecto, dos son los postulados que fundamentan dicha responsabilidad: i) El daño antijurídico, y ii) la imputación del mismo a la administración, “sin que sea posible predicar la existencia y necesidad y/o valoración y análisis de otro tipo de componentes a efectos de configurar la responsabilidad”
. Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho que “la fuente de la responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, razón por la cual se reputa indemnizable”
.

Sobre la noción de daño antijurídico, esta Sección ha definido que “consistirá siempre en la lesión patrimonial o extra-patrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar”
. En este sentido, el daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado, impone el deber de indemnizar el consecuente detrimento con el objetivo de garantizar el principio de igualdad ante las cargas públicas. 

En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la “atribución de la respectiva lesión”
; en consecuencia, “la denominada imputación jurídica (imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico, y allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política”
.

Al respecto, en recientes pronunciamientos, esta Sección ha reiterado que: 

“la imputación fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la causalidad material y las herramientas normativas propias de la imputación objetiva que han sido delineadas precisamente para establecer cuándo un resultado, en el plano material, es atribuible a un sujeto. De otro lado, la concreción de la imputación fáctica no supone por sí misma, el surgimiento de la obligación de reparar, ya que se requiere un estudio de segundo nivel, denominado imputación jurídica, escenario en el que el juez determina si además de la atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica de reparar el daño antijurídico; se trata, por ende, de un estudio estrictamente jurídico en el que se establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios bien a partir de la verificación de una culpa (falla), o por la concreción de un riesgo excepcional al que es sometido el administrado, o de un daño especial que frente a los demás asociados es anormal y que parte del rompimiento de la igualdad frente a las cargas públicas”
.

En este sentido, se tiene que el daño antijurídico puede ser ocasionado por actos terroristas en los que la imputación de la responsabilidad al Estado “parte del supuesto de que el acto o la conducta dañosos son perpetrados por terceros ajenos a él, trátese de delincuencia común organizada o no, subversión o terrorismo”
, pero que rompe el equilibrio de las cargas públicas. 
En este orden de ideas, el análisis del régimen de responsabilidad aplicable al caso sub lite, como se verá más adelante, debe abordarse a título de responsabilidad objetiva por daño especial con base en la reciente sentencia de unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera, que estableció: 

“Sin embargo, en este tipo de eventos siempre ha existido dificultad al momento de encuadrar el juicio de responsabilidad, pues en muchos de tales casos el daño por el cual se reclama indemnización ha sido causado por el actuar de los grupos subversivos y no por el de los agentes del Estado, con lo que, aparentemente, se estaría en presencia de una causal eximente de responsabilidad como es el hecho de un tercero.

Es por lo anterior que la Sección, cuando en esos casos no ha podido vislumbrar la existencia de una falla en el servicio, ha considerado que el Estado no por ello se encuentra exonerado de responder, sino que, ha encontrado fundamento a la declaratoria de responsabilidad en el daño sufrido por la víctima en tanto que ha considerado que el padecimiento de ese daño desborda el equilibrio de las cargas públicas y rompe con los principios de solidaridad y equidad. (…) Como sea que los hechos que dieron lugar al daño por el cual hoy se reclama ocurrieron en el marco del conflicto armado interno
 y resulta evidente que es al Estado a quien corresponde la búsqueda de soluciones que conlleven a la terminación de la guerra, de ahí que debe convenirse en que se aparta de los más elementales criterios de justicia y equidad que al producirse estos ataques subversivos, el Estado no acuda a socorrer a sus víctimas. (…) Ahora, en cuanto al título de imputación como herramienta de motivación que debe ser aplicado para dar respuesta al caso concreto, la Sala considera que, en aras de materializar el valor justicia
, la responsabilidad del Estado en este caso se ha comprometido a título de daño especial, por entenderse que no hay conducta alguna que pueda reprochársele a la entidad demandada, quien actuó dentro del marco de sus posibilidades, así como tampoco se puede reprochar la conducta de la parte demandante, quien se presenta como habitante del pequeño poblado de Silvia, víctima indirecta de un ataque dirigido contra el Estado, cuyo radio de acción no se limitó a objetivos estrictamente militares, sino que comprendió también a la población civil y que, en tales circunstancias le causó un perjuicio en un bien inmueble de su propiedad, trayendo para ella un rompimiento de las cargas públicas que debe ser indemnizado” (subrayado fuera de texto)
.

2. El caso concreto

2.1. Los hechos probados 

El acervo probatorio está integrado por las pruebas aportadas directamente por las partes y por las ordenadas por el A quo. 
Al respecto, en lo que se refiere a las copias simples anexadas con la demanda
, contrario a lo que sostuvo el Ministerio Público en su concepto, las mismas serán valoradas teniendo en cuenta que reposaron en el plenario desde el inicio del proceso sin que fueran tachadas de falsas en las etapas procesales pertinentes. Así pues, dado que han obrado a lo largo del proceso y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes conforme a los principios de buena fe y lealtad procesal que rigen toda actuación judicial, se les dará valor probatorio.

Al respecto, ha dicho la Sala:

“(…) en los términos de esta Subsección, es procedente apreciar las copias simples siempre y cuando hayan obrado a lo largo del plenario, conforme al principio constitucional de buena fe, puesto que han estado sometidas al principio de contradicción, por las partes.   

Sobre el particular, en reciente providencia se discurrió así: 

“Lo primero que advierte la Sala es que el proceso penal fue aportado en copia simple por la parte demandante desde la presentación de la demanda, circunstancia que, prima facie, haría invalorable los medios de convicción que allí reposan. No obstante, de conformidad con los lineamientos jurisprudenciales recientes, se reconocerá valor probatorio a la prueba documental que si bien se encuentra en fotocopia, ha obrado en el proceso desde el mismo instante de presentación del libelo demandatorio y que, por consiguiente, ha surtido el principio de contradicción. 

En efecto, los lineamientos procesales modernos tienden a valorar la conducta de los sujetos procesales en aras de ponderar su actitud y, de manera especial, la buena fe y lealtad con que se obra a lo largo de las diferentes etapas que integran el procedimiento judicial. 

En el caso sub examine, por ejemplo, las partes demandadas pudieron controvertir y tachar la prueba documental que fue acompañada con la demanda y, especialmente, la copia simple del proceso penal que se entregó como anexo de la misma, circunstancia que no acaeció, tanto así que los motivos de inconformidad y que motivaron la apelación de la providencia de primera instancia por parte de las demandadas no se relacionan con el grado de validez de las pruebas que integran el plenario sino con aspectos sustanciales de fondo que tienen que ver con la imputación del daño y con la forma de establecer la eventual participación en la producción del mismo. 

Por lo tanto, la Sala en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal reconocerá valor probatorio a la prueba documental que ha obrado a lo largo del proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su veracidad por las entidades demandadas. 

El anterior paradigma fue recogido de manera reciente en el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –que entra a regir el 2 de julio de 2012– en el artículo 215 determina que se presumirá, salvo prueba en contrario, que las copias tienen el mismo valor del original cuando no hayan sido tachadas de falsas; entonces, si bien la mencionada disposición no se aplica al caso concreto, lo cierto es que con la anterior o la nueva regulación, no es posible que el juez desconozca el principio de buena fe y la regla de lealtad que se desprende del mismo, máxime si, se insiste, las partes no han cuestionado la veracidad y autenticidad de los documentos que fueron allegados al proceso”
. 

Así las cosas, la Sala valorará con libertad probatoria la documentación aportada por el demandado”
 (subrayado fuera de texto). 

En el mismo sentido, las pruebas aportadas por parte de diversas entidades a solicitud del juez, pero allegadas en copia simple
, se considerarán auténticas por el simple hecho de haber sido emitidas por autoridades públicas. 

Ahora bien, en lo que se refiere a las declaraciones extraprocesales aportadas con las demandas
, y cuyo objetivo principal es dar cuenta de la calidad con las que los interesados acudieron al proceso, serán apreciadas conforme a lo previsto en el artículo 299 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 130 del artículo primero del decreto 2282 de 1989.

Así mismo, con respecto a las pruebas trasladadas del proceso administrativo
 y del disciplinario
 cuya práctica se solicitó en las demandas, y fueron decretadas y debidamente allegadas a los diferentes expedientes, se les dará valor probatorio de acuerdo con lo dicho en el artículo 185 del CPC –por remisión directa del artículo 168 del Código Contencioso Administrativo, en virtud del cual, “las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán  trasladarse a otro en copia auténtica, y serán apreciables sin más formalidades, siempre que en el proceso primitivo se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella”. En el sub lite, los procesos primitivos se adelantaron contra miembros de la Policía Nacional, parte demandada en el proceso que ahora se decide; en consecuencia, los testimonios que allí reposan serán valorados en su integridad pues la demandada asistió e intervino en su práctica, situación que haría inocua la ratificación de la que habla el artículo 229 del CPC
. No obstante lo anterior, ni las versiones libres ni las indagatorias que reposen en dichos expedientes serán tenidas en cuenta por carecer del requisito de juramento considerado indispensable -en los términos del artículo 227 del CPC-, para ser apreciadas como declaraciones de terceros. 

Realizadas las anteriores precisiones, pasa la Subsección a hacer la relación de las pruebas que considera útiles y pertinentes para fallar: 
· Folio 93 del cuaderno 2 de pruebas dentro del expediente 13216: informe de novedad Nro. 144/3543 suscrito por el Comandante del Octavo Distrito de Cáqueza del Departamento de Policía de Cundinamarca el 10 de julio de 1996, en la que se lee: “Respetuosamente me permito informar a Mi coronel que en la noche del 09.07.96 siendo aproximadamente 22:45 horas, cuando se encontraba el señor CS. HUERTAS VELOSA JOSE FERNANDO y los agentes CASTAÑEDA MENDOZA WILLIAM, CORDOBA BUESAQUILLO LIDER SANDO, GUTIERREZ RODRIGUEZ GILBERTO, PRIETO HIGUERA DIEGO, JURADO PARDO BENJAMÍN, RECALDE GUAITARILLA HECTOR, VELASQUEZ VELASQUEZ HUMBERTO EFRAÍN, en las instalaciones de la estación Quetame, fueron atacados por cien subversivos aproximadamente, del frente 53 denominado JOSE ANTONIO ANZOATEGUI de las FARC. El ataque duró hasta las dos y media de la mañana, en que se retiraron los subversivos en varios vehículos de carga y a pie, por la carretera que conduce a la vereda tibrote alto [sic] y tibrote bajo [sic] y el camino que conduce al municipio de Guayabetal. Las instalaciones fueron totalmente destruidas ya que los subversivos en su ataque emplearon varias cargas de dinamita rockets y armamento de diferentes calibres, como también granadas de fusil y de mano. (…) refuerzo llegó a las 03:30 horas conformada [sic] por un cóndor, personal base del distrito al mando del comando Operativo Decun. Las casas que se encontraban alrededor del comando fueron averiadas y destruida en su totalidad la caja agraria, y los ventanales de telecom [sic]”.
· Folio 1 del cuaderno 2 de pruebas dentro del expediente 13216: oficio Nro. 8288 COMAN-DECUN suscrito por el Comandante del Departamento de Policía de Cundinamarca el 29 de septiembre de 1997, en el que se lee: “(…) Me permito comunicar que para el 9 de julio de 1996, fue atacada la localidad de Quetame, Cundinamarca por integrantes de las FARC, destruyendo la Caja Agraria, el Puesto de Policía de ese lugar y algunas viviendas, como también el edificio de la administración municipal. En la acción fallecieron el CS. JOSE FERNANDO HUERTAS VELOZA, Comandante de la Estación y el AG. DIEGO ELI PRIETO también resultó herido el AG. JOSE ARCANGEL ORJUELA DELGADO. Los nueve miembros de la policía que custodiaban Quetame, hicieron frente a los subversivos hasta la llegada de refuerzo por parte de grupos especiales de contraguerrilla de la Policía Nacional”. 

· Folio 251 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: oficio sin número suscrito por el Alcalde Municipal de Quetame el 31 de agosto de 2000, en el que se lee: “Comedidamente me permito manifestarle que el día 9 de julio de 1996, el casco urbano del municipio de Quetame, Cundinamarca, fue objeto de una incursión guerrillera durante las horas de la noche, la cual se extendió hasta altas horas de la madrugada generando un enfrentamiento entre la policía nacional y los subversivos, y dado el poder destructivo de las armas de largo alcance (morteros, bombas, fusiles, granadas, etc.) que utilizaron en el ataque y en la defensa, resultaron muertos dos miembros de la Policía Nacional, y destruido totalmente el palacio municipal donde funcionaba la Caja Agraria, la Registraduría y el cuartel de la Policía Nacional, sufriendo además graves daños las casas y vehículos que a continuación relaciono: a) casas de habitación y locales comerciales afectados: 1. Casa de habitación ubicada en la calle 5 No. 2-36 propiedad de la señora Ligia María Torres de Cohecha. 2. Casa de habitación y local comercial ubicada en la carrera 4 No. 4-13 de propiedad de la señora Fanny Camelo de Moyano. 3. Casa de habitación y local comercial ubicados en la calle 5 No. 3-42 de propiedad del señor Víctor Manuel Pardo Camelo. 4. Hotel Panorama, discobar [sic] El Centauro y Supermercado Proveedor La Canasta ubicados en la calle 5 No. 4-08 de propiedad del señor Darubio Alfonso Velásquez. 5. Casa de habitación y local comercial ubicados en la calle 5 No. 3-20 de propiedad de María Aurora García de Sánchez. 6. Casa de habitación de propiedad de la señora Ana María Pardo Turriago, ubicada en la carrera 4 No. 5-29. 7. Casa de habitación de la señora María Cristina Vargas de Riveros, ubicada en la Calle 7 No. 4-39/47 cabe anotar que las mejoras son de propiedad de la mencionada señora, no así el lote, que aunque esta [sic] ha ejercido una posesión pacífica y tranquila por más de treinta 30 años, no se han tramitado los documentos para su adjudicación por parte del municipio. 8. Casa de habitación ubicada en la calle 5 No. 2-54 de propiedad de la señora Aura María Cohecha Vda. De Martínez. 9. Casa de habitación ubicada en la calle 5 No. 3-10 de propiedad de la señora María de Jesús Pardo de Parrado. 10. Casa de habitación y local comercial ubicado en la calle 4 No. 3-25/31 de propiedad del señor Ángel María Velásquez Parrado. 11. Casa de habitación ubicada en la calle 5 No. 4-37 de propiedad de la señora Elvira Cruz de Gutiérrez. 12. Casa de habitación y local comercial ubicado en la carrera 4 No. 4-14 de propiedad de Ana Sofía Rey Herrera. Los propietarios de los anteriores inmuebles a la fecha de los hechos venían cancelando oportunamente sus impuestos en la tesorería municipal, para constancia de lo cual anexo certificaciones de la oficina de recaudo municipal. b) vehículos automotores averiados: a. volqueta marca Dodge modelo 1969 color verde placas GKA387 de propiedad del suscrito José Sánchez Sánchez. 2. Camioneta marca Dodge modelo 1980 placas LXF731 color azul carrocería estacas de propiedad del señor Pedro Antonio Parrado. 3. Microbus de servicio público marca Ford placas SKF218 color rojo y blanco modelo 1991 afiliado a transoriente Ltda., de propiedad de los señores Jorge Enrique Pardo y Leonardo Heliodoro Cohecha Torres”. 

· Folio 6 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218: oficio Nro. 1091/ASDIS suscrito por el Jefe de Asuntos Disciplinarios del Departamento de Policía de Cundinamarca el 25 de agosto de 1997 al que adjuntan el informativo disciplinario No. 011PC “el cual está siendo instruido por el Comandante del Octavo Distrito de Policía de Cáqueza, contra miembros de la Estación de Policía Quetame por hechos sucedidos el día 090797”. 

· Folio 121 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042: oficio Nro. 1241/ASDIS suscrito por el Jefe de Asuntos Disciplinarios del Departamento de Policía de Cundinamarca el 28 de agosto de 2000, al que anexa las “diligencias disciplinarias adelantadas al personal de la Estación de Policía de Quetame por hechos sucedidos el 090796 en la citada localidad cuando las instalaciones institucionales fueron objeto de una incursión subversiva”. Se trata del informativo disciplinario Nro. 011P-C iniciado el 11 de abril de 1997. 

· Folio 199 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042: providencia proferida el 18 de marzo de 1998 por el Comando del Departamento de Policía de Cundinamarca, en la que se resuelve: “PRIMERO: ARCHIVAR DEFINITIVAMENTE, al tenor del artículo 151 de la Ley 200/95, la investigación disciplinaria No. 011PC seguida contra policiales adscritos a la Estación de Policía Quetame Cundinamarca, de conformidad con la parte considerativa del presente proveído, en razón a que los disciplinados fueron objeto de ataque inminente por parte del frente 53 de las FARC”. 

I. EXPEDIENTE 13216

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: copia de la escritura Nro. 644 del 8 de junio de 1987 en la que el señor Darubio Alfonso compra la mejora que consiste en la casa de habitación inscrita en el catastro con el Nro. 01-0-020-001-000.

· Folio 9 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520031200 en el que aparece la anotación de la compraventa hecha por escritura Nro. 644 del 8 de junio de 1987 en favor del señor Darubio Alfonso Velásquez. 

· Folio 3 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: certificación emitida por el Alcalde Municipal de Quetame el 5 de agosto de 1996, en la que se lee: “Que el inmueble de propiedad del señor DARUVIO [sic] ALFONSO VELASQUEZ identificado con la c.de.c. [sic] No169778 [sic] expedida en Bogotá, ubicada en la zona urbana de esta localidad, carrera 4 No 5-01 y carrera 4 No 511 [sic]. Y calle 5 No. 4-08, sufrieron graves daños como consecuencia de la toma subversiva ocurrida el pasado nueve de julio del presente año en horas de la noche. Los daños fueron considerables ya que la vivienda total está ubicada contiguo al que era el cuartel de policía de este municipio” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 4 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: certificación emitida por la Tesorera municipal de Quetame el 3 de octubre de 1996 en la que se lee: “que, DARUVIO [sic] ALFONSO VELASQUEZ identificado con la cédula de ciudadanía No. 169778 expedida en Bogotá, aparece inscrito en el registro de INDUSTRIA Y COMERCIO en el folio No. 1 como propietario de los negocios “HOTEL PANORAMA, DISCOBAR EL CENTAURO Y PROVEEDOR LA CANASTA” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 6 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: presupuesto de obra realizado por el arquitecto Oscar Castro el 15 de agosto de 1996 sobre el inmueble del señor Darubio Alfonso Velásquez en el que concluye que el valor total de la reconstrucción asciende a $85’151,920.

· Folio 22 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: contrato de mano de obra Nro. 19 suscrito el 30 de agosto de 1996 por un valor de $30’060,768 y una duración de 18 meses, con el objeto de reconstruir el inmueble de propiedad del señor Darubio Alfonso Velásquez hasta la total terminación de los trabajos contratados teniendo en cuenta el presupuesto presentado por el contratista, bajo la condición de que el contratante suministrará los materiales necesarios para el normal desarrollo de los trabajos.  

· Folio 21 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: comprobante de ingreso sin número en el que se dice que el 30 de agosto de 1996 el señor Oscar Castro recibió por parte del señor Darubio Alfonso Velásquez, la suma de $12’000,000 por concepto de la primera cuota del contrato de mano de obra Nro. 19 para la reconstrucción de la casa en la calle 5#4-08 en el municipio de Quetame, Cundinamarca. 

· Folio 10 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: dictamen pericial rendido por los señores peritos William Castilla López y Lorenzo Cuellar Vargas el primero de septiembre de 1997 en el que se lee: “Fundamentos técnicos del dictamen. 1. Presupuesto de obra elaborado por el arquitecto OSCAR CASTRO MEDRANO, M.P. 25.700-02675 calendado de 15-8-96 por valor de $85’151,920, anexo 1; 2. Recibo de pago por valor de $12’000,000 calendado 30-8-96 expedido al Sr. DARUBIO ALFONSO VELASQUEZ GUEVARA por el Arquitecto Oscar Castro por concepto de cancelación 1 cuota del contrato de mano de obra No. 019 reconstrucción casa calle 5 No. 4-08 Quetame (Cundinamarca) Anexo No. 2; 3. Contrato de mano de obra No. 019 calendado 30-8-96 suscrito entre los Srs. DARUBIO ALFONSO VELASQUEZ GUEVARA y el Arquitecto OSCAR CASTRO con el objeto de la reconstrucción de la vivienda ubicada en la calle 5 No. 4-08 y/o Cra 4 No. 5-01 del municipio de Quetame (Cundinamarca) Anexo No. 3; 4. Variación en el índice nacional de precios al consumidor (…); 5. Metodología del Banco de la República para calcular el valor actual de una suma de dinero (…); 6. Fotografías del bien inmueble objeto de la demanda. (Anexo 6).  (…) V. DICTAMEN PERICIAL. (…) Estado actual: Es una construcción de aproximadamente 20 años con remodelaciones en un 80% desde hace aproximadamente unos dos años, y especialmente desde el 9 de julio de 1996 fecha de la toma guerrillera, es habitable. Avalúo: La posición comercial del inmueble es la mejor por encontrarse en el marco de la plaza principal del municipio. Cuenta con los servicios de energía eléctrica, acueducto y alcantarillado, gas natural y línea telefónica (…). De acuerdo con la información suministrada por el señor Juvenal Parrado, asesor de obras públicas de la alcaldía de Quetame (Cundinamarca), los valores por metro cuadrado del lote de terreno, y por metro cuadrado construido, específicamente para ese municipio, son $30.000 metro cuadrado de lote y $300,000 metro cuadrado construido. Por lo tanto el valor comercial es el siguiente (…) total avalúo comercial $162’000,000. SEGUNDA PREGUNTA (…) RESPUESTA: a) daño emergente: (…) De conformidad con el presupuesto de obra presentado al proceso firmado por el arquitecto Oscar Castro a fecha 15-8-96, establece que el costo de los materiales y mano de obra para la reconstrucción del inmueble es de $85.151.920 costo materiales; $12.000.000 mano de obra; $97.151.92 total daño emergente a agosto de 1996; (…) LUCRO CESANTE ACTUAL: $5’343,367. VI. CONCLUSIONES. 1. Avalúo comercial $162’000,000; 2. Perjuicios materiales 2.1. daño emergente: $113.667.746; 2.2. lucro cesante: $5.343.367; total $119’011,113” (subrayado fuera de texto).

· Folio 49 del cuaderno principal dentro del expediente 13217: objeción elevada el 18 de septiembre de 1998 al dictamen presentado por los señores peritos William Castilla López y Lorenzo Cuellar Vargas en la que se lee: “los señores peritos presentan su dictamen el 1º de septiembre de 1997 basándose en datos obtenidos por el mismo demandante. (…) Como podemos observar los peritos designados para el presente proceso, se dedicaron a relacionar los documentos aportados por el apoderado de la parte actora, sin dar cumplimiento a un verdadero análisis y un experticio sobre los posibles perjuicios sufridos por el señor DARUBIO ALFONSO VELASQUEZ GUEVARA. Se habla de una remodelación realizada al inmueble sin determinar los posibles daños sufridos para la época de los hechos, los peritos simplemente revisaron el contrato de obra celebrado entre el señor DARUBIO ALFONSO VELASQUEZ GUEVARA con el Arquitecto OSCAR CASTRO y la relación de materiales necesarios para efectuar la remodelación. No existe un verdadero experticio de los posibles daños materiales por lo anteriormente expuesto de igual manera se intenta determinar el lucro cesante tomando como base el valor de la remodelación, la cual considero no es el medio de prueba idóneo para determinar el lucro cesante por tal motivo dentro de la contestación de la demanda se solicitó oficiar a la administración de impuestos nacionales seccional Cundinamarca” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 65 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: diligencia de recepción de testimonios realizada el 26 de agosto de 1997 en el municipio de Quetame, en la que el señor Marco Antonio Herrera declaró: “PREGUNTADO. Teniendo en cuenta su respuesta anterior, sírvase hacer un relato detallado de todo lo que le conste en relación con los hechos ocurridos la noche a que nos referimos anteriormente. CONTESTO.  La noche de la toma guerrillera me encontraba en mi casa de habitación ubicada en el barrio El Zafiro, manzana 4 casa 2, ubicada a cuatro cuadras aproximadamente del parque principal de Quetame, a eso de las diez y media a once de la noche primeramente se oyeron seguidamente varias detonaciones al parecer bombas. Esto duró más o menos hasta la una de la mañana y luego quedó en silencio. Al día siguiente me trasladé al Hotel Panorama y disco club El Centauro, donde administro el citado club, me di cuenta de que el edificio donde funciona el Hotel Panorama, que es de cuatro plantas había sido totalmente destruido, afectándose el citado hotel, el local del disco club El Centauro y el local donde funciona el Almacén de Víveres llamado La Canasta Familiar. También me di cuenta que había sido afectando totalmente o destruido el edificio de la alcaldía donde funcionaba el cuartel de la policía, que está contiguo al Hotel Panorama, además también había destruidas algotras [sic] viviendas, tuve conocimiento de que el causante de este hecho había sido la guerrilla del frente 53 principalmente atacando al cuartel de la Policía del cual según versiones hubo enfrentamiento resultando muertos dos agentes de la policía (…) El dueño del edificio donde funcionan los establecimientos citados es el señor DARUVIO [sic] ALFONSO VELASQUEZ, los negocios mencionados también son de propiedad de él. (…) El citado edificio está ubicado contiguo al edificio municipal donde funcionaba el cuartel de la Policía, aproximadamente a cuatro metros de distancia” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 67 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: diligencia de recepción de testimonios realizada el 26 de agosto de 1997 en el municipio de Quetame, en la que el señor Luís Carlos Rojas expresó: “PREGUNTADO: Sírvase hacer un relato detallado de todo lo que le conste en relación con el ataque por la guerrilla a esta localidad la noche citada. CONTESTO: Yo como digo de mi casa no salí pero sí escuché varios disparos primero, luego se escucharon detonaciones como de bombas explosivas, eso principió como a las once de la noche y terminó como a la una y media de la mañana, esa noche yo no salí de la casa, al otro día cuando salí me di cuenta de que un policía estaba muerto frente a donde era el cuartel de la Policía, miré al edificio de don Darubio Alfonso Velásquez, que queda ahí enseguida y lo vi destruido, las tejas de eternit estaban rotas, los ventanales, las puertas, todos los vidrios, toda la casa estaba averiada, la parte de abajo donde totiaron [sic] las bombas todo se fue al suelo, paredes y techo y todo, los ventanales del disco club, estaban todos torcidos los vidrios rotos, el portón de la entrada quedó destruido, el local de la tienda Proveedor La Canasta también estaba destruido, los vidrios de las vitrinas y los ventanales estaba rotos, una puerta que daba al fondo la volvió pedazos y se cayó, mercancías de la tienda se cayeron y rompieron, parte [sic] todo botar la basura, la puerta de entrada la acabaron, lo que fue muebles del hotel, puertas y todo se rompieron y cayeron” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 69 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: diligencia de recepción de testimonios realizada el 26 de agosto de 1997 en el municipio de Quetame, en la que el señor Delio Leal Cruz señaló: “PREGUNTADO: sírvase hacer un relato detallado de todo lo que le conste en relación con los hechos ocurridos la noche anteriormente citada, en que esta localidad fue atacada por miembros de la subversión. CONTESTO: Yo estaba en mi casa que está situada como a treinta metros del parque, eran como las once de la noche más o menos, de pronto se escucharon ráfagas como de fusil, luego como de mortero, rokers [sic], hacia la parte de la Alcaldía donde funcionaba el comando de la policía y la caja agraria, en el tiroteo se podía dar uno cuenta que la guerrilla estaba enfrentada con la policía porque disparaban de un lado y contestaban del otro, como tipo una de la mañana se escuchó explosión como de bombas o granadas, como a las cuatro de la mañana yo salí a la calle y pude ver que estaba destruida la casa de la alcaldía, el hotel panorama [sic], y otras casas que quedan alrededor del marco de la plaza, habían tres carros dañados, una buseta de transoriente colores blanco y rojo, de Jorge Enrique Pardo, creo que es en sociedad con Leonardo Cohecha, una camioneta Dodge, cabina azul, tipo 100, y la volqueta de Artemio Sánchez, cuando yo me levanté a mirar habían dos agentes de la Policía muertos, uno estaba dentro del edificio de la Alcaldía y el otro estaba hacia al lado de la alcaldía, a esa hora ya no había enfrentamiento, eso se acabó por ahí entre las dos y las dos y media de la mañana. (…) PREGUNTADO. Infórmele al despacho si tiene conocimiento qué bienes inmuebles posee o tiene como de su propiedad el señor Darubio Alfonso Velásquez, en esta localidad. CONTESTO. Es propietario del edificio donde funciona el hotel Panorama, Almacén Proveedor La Canasta y la Discoteca Bar el Centauro. PREGUNTADO. Infórmele al Despacho si tiene conocimiento de cuál era el estado del citado edificio y de los citados establecimientos comerciales antes del enfrentamiento entre la Policía y la guerrilla sucedido la noche del nueve de julio de mil novecientos noventa y seis y qué daños sufrieron los mencionados bienes durante el enfrentamiento a que nos estamos refiriendo. CONTESTO: el edificio estaba en buen estado antes de la toma guerrillera, es un edificio de cuatro pisos, quedó después de lo que pasó esa noche, o sea después del enfrentamiento, quedó casi completo destruido, la estructura fue afectada, muebles, ventanas, puertas, vidrios, paredes, techos, pintura, muebles de la discoteca, mercancía del almacén, también el equipo del televisor, instrumentos musicales, envases de gaseosa, aguardiente, comestibles, las instalaciones eléctricas, teléfono quedó bloqueado” (subrayado fuera de texto). 

II. EXPEDIENTE 13218

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218: licencia de tránsito Nro. 94-158910 en la que se indica que el microbús de cabina color blanco y rojo, marca Ford, modelo 1991 de placas SKF218, pertenece a los señores Jorge Enrique Pardo y Leonardo Heliodoro Cohecha. 

· Folio 134 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218: oficio Nro. 116-001412 suscrito por el asesor de la Unidad Regional de Zipaquirá de la secretaría de Tránsito y Transporte de la Gobernación de Cundinamarca el 27 de agosto de 1997, en la que se hace constar que el vehículo de placas SFK218 marca Ford modelo 1991, es de propiedad de Jorge Enrique Pardo y Leonardo Heliodoro Cohecha. 

· Folio 2 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218: certificación emitida por el alcalde de Quetame el 4 de septiembre de 1996 en la que se lee: “Que el vehículo de marca FORD, microbús de servicio público, color blanco y rojo, placas SKF218 vinculada [sic] a la empresa de transporte de TRANSORIENTE distinguida [sic] con el Nro. de orden 5348 de propiedad de los señores JORGE ENRIQUE PARDO con C.C. 19.326.224 de Bogotá y LEONARDO HELIODORO COHECHA TORRES identificado con CC nro. 3.140.400 de Quetame, Cund, sufrió graves daños a consecuencia de la toma guerrillera efectuada al municipio de Quetame, el pasado nueve (9) de julio del presente año” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 150 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218: audiencia de recepción de testimonios realizada en Quetame el 29 de julio de 1997 en la que la señora Ana Sofía Rey Herrera declaró: “A esa hora yo estaba despierta, faltaban como veinticinco minutos para las once de la noche, estábamos en nuestras habitaciones, de pronto oí como disparos en el parque como hacia al lado de la Alcaldía que queda ahí cerca, luego siguieron los disparos de lado y lado, o sea de la Policía y la guerrilla, eso duró así como hasta la una y media de la mañana, lanzaban granadas disparaban de toda clase de armas, yo no me asomé a la ventana pero como era ahí cerca pegado a mi casa se escuchaba todo, por ahí gritaban los guerrilleros pero no supe qué decían, ya después de que ya había terminado todo y no se oyeron más disparos salí a la calle con cuidado a mirar qué había pasado, ahí estaba el Cabo de la Policía muerto, al frente de la casa municipal, inclusive yo le puse una veladora al lado, como daños vi que la casa mía, la de Manuel Pardo, la de Alfonso Velásquez, la de Artemio Sánchez, la de Ana María Parrado, estaban dañadas, la casa de la Alcaldía estaba caída, ahí estaba la buseta de Jorge Enrique Pardo, una transoriente de color blanco y rojo, no se las placas, marca si es Ford, que estaba dañada, le habían roto las puertas y los vidrios y la carrocería, una volqueta de don Artemio Sánchez también estaba averiada y una camioneta de Pedro Parrado también estaba dañada, estos tres carros estaban de la Alcaldía para arriba parqueados (…)” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 4 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218: cotización realizada el 24 de septiembre de 1996 por la empresa El Tigre con sede en la ciudad de Bogotá, en la que consta que el valor total de la reconstrucción de carrocería por deformación del costado derecho, cambio de puertas traseras, arreglo en general, alineación, pintura y mano de obra del microbús Ford de placas SKF218, asciende a $7’400,000.

· Folio 3 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218: factura de venta Nro. 4676 con fecha 17 de octubre de 1996 emitida por la empresa El Vidrio con sede en la ciudad de Bogotá en la que consta que el señor Jorge Enrique Pardo pagó $550.000 por concepto de vidriería en general de la camioneta modelo 1991 de placas SKF218. 

· Folio 5 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218: constancia suscrita el 7 de octubre de 1996 por el contador de la empresa Expreso de Transporte Colectivo del Oriente S.A. –Transoriente, en la que se lee: “Que los señores LEONARDO HELIODORO COHECHA TORRES y JORGE ENRIQUE PARDO identificados con CC 3.140.400 y 19.326.224 de Quetame y Bogotá respectivamente son propietarios del vehículo de placas SKF218 marca Ford modelo 1991 el cual se encuentra legalmente vinculado a esta empresa. Que por concepto de transporte de pasajeros reciben ingresos brutos mensuales aproximados de DOS MILLONES CUATROCIENTOS MIL PESOS MONEDA CTE (2.400.000)” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 154 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218: dictamen pericial rendido el 17 de agosto de 1999 por los señores Gerardino Viva Hernández y John Jairo Agudelo Sánchez en el que se lee: “daños calculados: arreglo camioneta $13’266,399. Vidrio $939,511. Producto $8’286,939. Total $22’492.849 Son: veintidós millones cuatrocientos noventa y dos mil ochocientos cuarenta y nueve pesos” (subrayado fuera de texto). 

III. EXPEDIENTE 13220

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13220: copia de la escritura Nro. 780 del 18 de noviembre de 1993 en la que el señor Víctor Manuel Pardo Camelo adquiere una casa de habitación y el lote de terreno en el cual se halla construida ubicada en el perímetro urbano del municipio de Quetame con área de 1630 metros, identificada con los números 3-34,3-40, 3-42, 3-44 y 3-48 de la calle quinta (5) y 5-08 de la carrera cuarta (4) de la actual nomenclatura urbana, inscrita en la matrícula inmobiliaria Nro. 1520020226. 

· Folio 213 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: certificado de tradición y libertad del inmueble cuya matrícula es 1520020226 en la que se inscribió la venta de la vivienda ubicada en la calle 5#3-34, 3-40, 3-42, 3-44 y 3-48 // carrera 4#5-08 con la escritura Nro. 780 del 18 de noviembre de 1993. 

· Folio 2 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13220: certificado emitido por el alcalde municipal de Quetame el 5 de agosto de 1996 en el que se lee: “que la casa de propiedad del señor VÍCTOR MANUEL PARDO CAMELO identificado con c.de.c [sic] No. 359.796 expedida en Quetame ubicada en la zona urbana de esta localidad, calle 5 No. 3-42 sufrió graves daños como consecuencia de la toma subversiva ocurrida el día nueve de julio del presente año en horas de la noche contra esta población” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 5 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13220: presupuesto de obra suscrito por el señor arquitecto Oscar Castro el 15 de agosto de 1996, para remodelar la vivienda urbana ubicada en la calle 5 #3-42 de propiedad del señor Víctor Manuel Pardo Camelo por un valor de $35’553,560. 

· Folio 32 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13220: diligencia de inspección judicial realizada el 27 de agosto de 1997 al inmueble del señor Víctor Manuel Pardo Camelo, en la que se recibe el testimonio de la señora Ana Sofía Rey Herrera quien declaró lo siguiente: “PREGUNTADO. Teniendo en cuenta la anterior respuesta haga un relato detallado de todo lo que le conste en relación con la toma guerrillera que esa noche que nos referimos ocurrió en esta localidad. CONTESTO. Eso faltaban como quince minutos para las once de la noche, yo estaba en el primer piso de mi casa cuando de pronto oí disparos hacia el lado del parque o sea como al frente del comando de la  policía, luego ya siguieron explotando fue como granadas, eso duró como tres horas más o menos después ya cuando quedó todo en silencio yo salí a ver qué había pasado y vi que el cabo de la policía estaba muerto, caído frente a la casa municipal hacia el lado de la esquina, la casa municipal estaba caída, la del profesor Víctor Manuel Pardo, también estaba dañada, la mía, también la casa de don Artemio Sánchez y una buseta de Jorge Enrique Pardo, la camioneta de Pedro Parrado y la volqueta de Artemio Sánchez, que estaban todas estacionadas en el parque. Por la mañana un poco más tarde fue encontrado el otro policía muerto por detrás de la casa mía. PREGUNTADA. Sírvase informar al Despacho si antes de la toma a que se refiere usted había estado en la casa del señor Víctor Manuel Pardo, y si se dio cuenta cuál era su estado y en qué condiciones quedó después de ese hechos [sic]. CONTESTO. Claro que si había visto esa casa de don Víctor Manuel Pardo, antes del enfrentamiento guerrillero, porque está situada prácticamente al frente de la mía, en diagonal, la casa estaba en buen estado y después del ataque de la guerrilla quedó toda deteriorada en las paredes, muros, techos, puertas, ventanas, toda en general quedó prácticamente destruida, también el negocio de miscelánea que tenía Víctor Manuel en un local que da a la calle fue destruida, la mercancía y los muebles que tenía ahí ese negocio duró cerrado un poco de tiempo porque no lo podía trabajar, como unos tres meses por el estado en que quedó, no pudo atender la clientela que tenía por los daños sufridos. PREGUNTADO. Sírvase manifestar si tiene conocimiento dónde se encontraba el señor Víctor Manuel Pardo la noche de los hechos. CONTESTO. Ese señor Víctor Manuel Pardo se encontraba esa noche durmiendo ahí en esa casa de él, ahí vive, yo lo vi esa noche después de la toma ahí mirando los daños que le habían hecho a la casa. PREGUNTADO. Teniendo en cuenta su anterior respuesta, cuál fue en su concepto el impacto psicológico producido al señor Víctor Manuel Pardo por los daños causados a su vivienda y negocio. CONTESTO. Pues él estaba muy preocupado, nervioso, afanado no solo por los daños que le habían hecho a la casa sino por el negocio y por la vida de él mismo porque no sabía que más podía pasar” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 36 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13220: diligencia de inspección judicial realizada el 27 de agosto de 1997 al inmueble del señor Víctor Manuel Pardo Camelo, en la que se recibe el testimonio de la señora María de Jesús Pardo de Parrado quien declaró lo siguiente: “PREGUNTADA. Sírvase hacer un relato detallado de todo lo que le conste en relación con los hechos ocurridos la noche citada anteriormente, en que esta localidad fue objeto de un ataque guerrillero. CONTESTO. Era noche eran más o menos las diez y media ya que nos habíamos acostado, cuando oí los primeros disparos hacia el lado de la calle como frente a mi casa, luego se fue la luz y siguieron los disparos y la explosión de las bombas, como siguieron cayéndose los cielos rasos de mi casa y los vidrios de unas quince ventanas fueron rotos, y una pared de los baños, se partió el baño principal, había unas tejas transparentes al lado de los baños y volaron a los patios, también la casa de Víctor Manuel Pardo, quedó destruida totalmente, las paredes, los techos, las puertas, las ventanas, la cubierta de la casa quedó toda destruida, también una miscelánea que tenía en un local de la casa resultó dañada, la mercancía y los muebles como vitrinas, el negocio quedó cerrado como tres meses, no lo podía abrir, las puertas, las chapas todo quedó inservible (…) Esa noche Víctor Manuel Pardo se encontraba ahí en la casa de él en la que fue afectada, él vive ahí permanentemente. PREGUNTADA. Sírvase manifestar al Despacho cual fue el impacto sicológico que en su concepto recibió don Víctor Manuel Pardo por los hechos a que nos estamos refiriendo. CONTESTO. Pues esa noche no lo vi a él, pero al otro día sí estuve conversando con él, se notaba nervioso, angustiado, triste, preocupado, no solo por los daños de la casa, sino porque le dañaron también el negocio que tenía, inclusive se enfermó, le dio una especie de infarto y tuvo que recurrir al médico, la casa todavía no la ha podido arreglar porque eso vale mucho dinero, ya que destruida prácticamente en su totalidad y eso cuesta mucho la arreglada porque es una casa grande” (subrayado fuera de texto). 

· Folio  39 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13220: dictamen pericial rendido el 12 de septiembre de 1997 por los señores Germán Rojas Clavijo y Josías Sánchez Raga en el que se lee: “III. Del área total del predio, del área construida en los dos pisos. (…) D. Total área construida en los dos pisos cuatrocientos cuarenta y dos metros [sic] cuadrados (442 mts2). IV. De la descripción del inmueble. (…) La casa tiene hacia el frente de la calle 5 en el primer nivel tres locales a saber: a.- En el costado derecho, hay un local donde actualmente funciona la agencia de la empresa de transportes TRANSORIENTE; por decir del demando, obtiene ingresos de CUARENTA MIL pesos ($40.000.oo) de renta mensualmente; B.- Luego hay un local más amplio que el anterior donde funciona una miscelánea que según los vecinos se llama MISCELANEA EL AMIGO, que es de propiedad del demandante, pero que no tiene ningún letrero o aviso comercial; luego hay un portón amplio que es la entrada principal al inmueble; C.- Posteriormente hacia el costado izquierdo, hay un local comercial destinado a una cafetería o tienda, que es de propiedad de la señora TERESA MOYANO que renta al demandante la suma de treinta y cinco mil pesos ($35.000.oo) mensualmente. (…) V. De los daños causados al inmueble con las explosiones de la toma guerrillera. Efectivamente se pudo comprobar que a raíz de los impactos de las armas y/o proyectiles y de las ondas que producen las explosiones, la casa presenta serias fisuras, agrietamientos, el zinc que cubre la cubierta está en pésimo estado, levantado, que cuando llueve permite que se pase el agua, pues es claro ver los rastros de ésta. La construcción a pesar de que ya es antigua en la parte de la calle 5, como se ha dicho presenta graves fallas en su estructura, que nos llevan a concluir que requieren reconstrucción pronta para que no amenace ruina o peligro para sus moradores.  (…) VII. De lo pedido por el despacho. (…) a) del valor comercial de la casa.- Por la ubicación del inmueble, por la extensión, por la calidad de la construcción, por los servicios que tienen, por los tres locales comerciales que posee, por el valor de los inmuebles en el sector, según nuestro leal saber y entender, la avaluamos en la suma de SESENTA Y CINCO MILLONES OCHOCIENTOS SETENTA Y CINCO MIL PESOS ($65.875.000.oo). b) Respecto del local comercial, se hace claridad que queda avaluado en el literal a) de este numeral: respecto del establecimiento de comercio, no podemos realizar un avalúo del mismo, pues no se exhibieron las mercancías que posiblemente se hayan dañado como consecuencia de la toma armada (…). Las averías causadas a las paredes, la destrucción del techo, del cielo raso, de las puertas, ventanas, etc., el valor de los materiales en el mercado, la remoción o transporte de desechos, la obra de mano para el desmontaje de los desechos y el valor de la mano de obra para la reconstrucción, según nuestro leal saber y entender los avaluamos en la suma de TREINTA MILLONES DE PESOS ($30.000.000.oo) moneda legal y corriente. (…) Según las liquidaciones que solicitamos verbalmente en la tesorería municipal de Quetame para los años 1995 y 1996 de la miscelánea El Amigo declaró por industria y comercio avisos y tableros, ventas anuales (que adjuntamos al dictamen): 1995 $5.400.000. 1996 $8.400.00. Lo que nos permite establecer claramente que para el año 1996 obtuvo ventas por OCHO MILLONES CUATROCIENTOS MIL PESOS ($8.400.000.oo) que nos deja ver que obtuvo ventas mensuales de setecientos mil pesos ($700,000.oo) por los dos meses en que duró cerrado el establecimiento de comercio, serían un millón cuatrocientos mil pesos ($1.400.000.oo)” (subrayado fuera de texto). Del dictamen se corrió traslado a las partes el 16 de septiembre de 1997, sin que manifestaran objeción alguna, por lo que se aprobó el 25 de septiembre del mismo año (folio 60 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13220). 

IV. EXPEDIENTE 13217

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13217: copia de la escritura Nro. 1127 a través de la cual la señora Ana Sofía Rey Herrera adquiere un lote de terreno junto con la casa de habitación en el levantada y que es el resto del de mayor extensión inscrito en el catastro con el número 010019008 según título anterior, y según certificado catastral con el número 01000190008000, ubicado dentro del perímetro urbano del municipio de Quetame, Cundinamarca, distinguido con el número cuatro catorce (4-14) de la carrera cuarta (4) de la actual nomenclatura con una cabida aproximada según título de adquisición de 120 M2.

· Folio 145 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13217: folio de matrícula inmobiliaria No. 1520043133 en la que se inscribe la compraventa contenida en la escritura Nro. 1127 del inmueble ubicado en la carrera 4 Nro. 4-14.

· Folio 4 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13217: certificación expedida por el Alcalde Municipal de Quetame el 28 de julio de 1996 en la que se lee: “Que la edificación de propiedad de la señora ANA SOFÍA REY HERRERA identificada con c.de.c [sic] No. 20’546,440 de Fosca-Cund, ubicada en la zona urbana de esta localidad contigua al Palacio Municipal sufrió daños considerables a raíz del ataque subversivo ocurrido el día nueve de julio del presente año en horas de la noche” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 6 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13217: presupuesto de obra realizado por el señor arquitecto Oscar Castro el 15 de agosto de 1996 para la remodelación de una vivienda urbana ubicada en la carrea 4 entre calles 4 y 5 de propiedad de la señora Ana Sofía Rey de Herrera por un valor total de $10’270,260. 

· Folio 162 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 1327: diligencia de recepción de testimonios realizada el 29 de julio de 1997 en Quetame con el fin de oír la declaración del señor Víctor Manuel Pardo Camelo en la que se lee: “Esa noche me encontraba durmiendo eran aproximadamente las diez y cuarenta y cinco (10-45) de la noche, cuando fui despertado por unas detonaciones de fusil o armas de fuego, que provenían del lado del parque como hacia el lado de la casa de Gobierno que está situada en el costado occidental del parque a una distancia aproximada de mi casa de unos treinta (30) metros, yo permanecí ahí quieto en mi habitación escuchando, los guerrilleros se llamaban entre sí, y le decían a los agentes de la policía que se rindieran, pero como seguramente no aceptaron rendirse comenzaron fue a lanzar dinamita contra la casa municipal. Volvían a solicitarle a los agentes de la Policía que se rindieran y luego disparaban nuevamente, fue así como tanto la casa municipal fue destruida, como la casa de la señora ANA SOFÍA REY HERRERA, que queda contigua al palacio municipal (…) la casa de esa señora fue semi-destruida, le rompieron el tejado, la parte de atrás fue averiada con la dinamita, por las explosiones y la parte de adelante que da al parque también fue destruida lo mismo que los vidrios de las ventanas. Esta casa en el primer piso tiene un local comercial donde la señora Ana Sofía Rey Herrera tenía un negocio de cafetería, granero y venta de comestibles y bebidas que también resultó afectada por daños en los electrodomésticos como el enfriador, nevera, vitrinas y envases, licor  la mercancía que se dañó, porque como digo era la más cercana a la casa municipal. PREGUNTADO. Diga si supo o se enteró donde se encontraba la señora Ana Sofía Rey Herrera, la noche de los hechos a que se refiere. CONTESTO. Esta señora se encontraba dentro de la casa afectada con sus hijos menores y el esposo esa noche y ya cuando pudimos salir a ver lo que había pasado, estaba muy angustiada, llorando, temblando del susto, pensando en el peligro que estaban corriendo tanto ella como su familia, y los daños de la casa y del negocio, las personas que nos hicimos presentes la ayudamos a consolar, a calmarla a ella por el estado en que se encontraba del susto, angustiada, afán, desespero porque a esa hora para dónde coge uno con sus hijos y su familia. A la señora después de la toma guerrillera le tocó conseguir otra casa para vivir con su familia como por cuatro meses pagando arriendo mientras arreglaba un poco la vivienda y como si fuera poco lo tocó cerrar el negocio, o sea que no tenía recursos para sostener la familia porque ella y su esposo y los hijos viven del negocito que digo tienen en el local afectado” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 166 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13217: diligencia de recepción de testimonios realizada en Quetame el 26 de agosto de 1997 en la que la señora María de Jesús Pardo de Parrado manifestó: “Al día siguiente como hacia las cinco de la mañana salimos y vimos las puertas todas abiertas de mi casa y del local, vi todas las casas averiadas y la alcaldía toda derrumbada, las puertas de la iglesia todas caídas. A la casa de la señora ANA SOFÍA REY le habían tumbado los vidrios, las paredes destruidas, las tejas y ella nos contó que tuvo que darles víveres a los guerrilleros esta casa queda junto a la alcaldía (…). PREGUNTADO. Informe al Despacho si sabe y le consta en qué lugar se encontraba la señora ANA SOFÍA REY el día de los anteriores hechos y cuál fue el impacto moral y sicológico sufrido por la misma ocurrencia de ellos. CONTESTO. Ella se encontraba en su casa de habitación y el impacto que le dejaron los hechos fue el miedo el terror la angustia por el mismo ataque de la guerrilla, ella sufrió” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 167 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13217: diligencia de recepción de testimonios realizada en Quetame el 26 de agosto de 1997 en la que el señor Jorge Enrique Pardo manifestó: “Además se veía el mal estado en que quedó la casa de ANA SOFÍA REY HERRERA, los techos destruidos, los cielo rasos caídos, las paredes agrietadas, algunas paredes sin pañete, la totalidad de los vidrios destruidos, algunos muebles y enseres despedazados en el piso, el local comercial donde funciona una tienda de propiedad de la misma señora había sufrido la puerta principal de la entrada y se podía observar que las vitrinas no tenían vidrios, lo mismo que el congelador y el reguero de envases que se habían caído y algunos estantes sin mercancía porque según los dueños de la casa se habían llevado algunos artículos de la tienda o sea la guerrilla” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 171 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13217: dictamen pericial rendido el 20 de octubre de 1997 por los señores peritos Alfonso Montenegro Herrera y Trinidad Córdoba Bocanegra en el que se lee: “3. AREA. a. del lote de terreno: Conforme a las medidas tomadas con aparato de 30 metros de longitud, arroja un total de ciento ochenta (180) metros cuadrados que resultan de multiplicar 6 metros de frente por 30 metros de fondo. b. de la construcción existente. El área de la construcción es de 150 metros cuadrados. (…) a.3. posición comercial. El inmueble en su totalidad se encuentra ubicado en el mejor sector comercial del poblado, cerca a [sic] los principales negocios y comercio existente. A.4. Avalúo comercial del inmueble. Estimamos y damos de común acuerdo un valor comercial de $25.000.000.oo al inmueble en su totalidad, incluido el local comercial, la construcción y el lote de terreno. 2. PETICIÓN OCTAVA. a. valor comercial de la casa incluido el local comercial (destruidos). Conforme a los hechos de la demanda y pruebas allegadas de común acuerdo le damos un valor comercial a la casa, incluido el local comercial (para la fecha de la destrucción) un valor de quince millones de pesos ($15.000.000.oo). b. valor del lucro cesante del local comercial dejado de percibir por la demandante entre fechas 9 de julio de 1996 al 9 de noviembre de 1996: 4 meses x $1.000.000.oo=$4.000.000.oo. Resumen: I. daño emergente $25.000.000.oo. II. Lucro cesante $4.000.000.oo. Total perjuicios: $29.000.000.oo. (…) Conforme al artículo 237, numeral 6º del C.P.C., los suscritos peritos cotizamos directamente en predios cercanos el valor del metro cuadrado del terreno, metro cuadrado de construcción, producción diaria y mensual de un local comercial similar al conocido en autos, teniendo en cuenta para ello la pretensiones, hechos y pruebas existentes en el expediente, declaraciones de los ocupantes del inmueble, vecinos y autoridades del lugar” (subrayado fuera de texto). 

V. EXPEDIENTE 13219

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13219: copia de la escritura pública Nro. 614 del 2 de junio de 1987, por medio de la cual la señora Ana María Pardo Turriago compra una mejora consistente en una casa alta y baja de paredes de adobe y cubierta con teja de zinc inscrita en el catastro con el número 01-0-020-003 ubicada dentro del perímetro urbano del municipio de Quetame junto con el derecho al uso del solar anexo, distinguida en sus puertas con los números 5-25, 5-29 y 5-51. 

· Folio 9 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13219: copia del folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520006710 en la que consta el registro de la escritura Nro. 614 del 2 de junio de 1987 por medio de la cual la señora Ana María Pardo Turriago adquiere unas mejoras. 

· Folio 3 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13219: certificación suscrita por el Alcalde municipal de Quetame el 4 de septiembre de 1996 en la que se lee: “que la casa de propiedad de la señora ANA MARÍA PARDO TURRIAGO identificada con la CC Nro. 20’850,051 de Quetame, ubicada en la carrera 4ª Nro. 5-29 del municipio de Quetame, sufrió daños a consecuencia de la toma subversiva efectuada al municipio de Quetame, Cundinamarca el pasado nueve (9) de julio del presente año” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 5 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13219: presupuesto de obra realizado el 2 de septiembre de 1996 por el señor arquitecto Oscar Castro para la remodelación de una vivienda urbana ubicada en la carrera 4ª Nro. 5-29 de propiedad de la señora Ana María Pardo Turriago por un valor de $8’987,475.

· Folio 24 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13219: diligencia de recepción de testimonios realizada en Quetame el 30 de julio de 1997, en la que el señor Víctor Manuel Pardo Camelo expuso: “Eran más o menos las diez y cuarenta y cinco minutos de la noche yo me encontraba en mi habitación de la casa que tengo en esta localidad en un costado del parque, mi dormitorio está en el segundo piso, el ruido de los disparos me despertó pero no salí, me quedé dentro de la habitación escuchando, se oían voces de los guerrilleros llamando a la Policía para que se entregaran, y les decían que si no lo hacían les botaban más dinamita, o disparos, y efectivamente a los pocos segundos continuaban las detonaciones y explosiones hacia el lado del cuartel de la Policía que estaba situado en el primer piso de la casa municipal, así permanecieron como dos horas, luego de que todo pasó y  se encontraba todo en silencio los vecinos hablaban en la calle, escuchaba voces conocidas, por ello salí a la calle a ver qué había pasado y pude observar que habían destruido prácticamente en su totalidad la casa municipal, también habían sido destruidas en parte varias casas como la de Ana Sofía Rey, la de Artemio Sánchez, la de Alfonso Velásquez, la mía, la de Ana María Pardo Turriago, entre otras y varios vehículos que se encontraban en el parque, también fueron afectados negocios como el de Ana Sofía Rey y su esposo, el mío que está situado en la parte baja de mi casa y el de Alfonso Velásquez, ya al otro día o sea [sic] cuando aclaró nos dimos cuenta que otras casas también habían sido afectadas, que estaban un poco más retiradas, entre ellas la de Aura María Cohecha, Ligia Torres y Elvira de Gutiérrez. En la parte de afuera hacia la calle estaba el comandante de la Policía muerto y después fue encontrado otro agente de la Policía muerto por la parte de atrás. PREGUNTADO. Sírvase indicar concretamente en qué consistieron los daños causados a la casa de la señora Ana María Pardo Turriago y en qué lugar está situada esta vivienda. CONTESTO. Esa casa está situada como a unos cincuenta metros aproximadamente de la casa municipal por la calle adyacente, bajando, fue destruida en la parte superior como el techo, vidrios de las ventanas, paredes afectadas, pañetes, puertas también sufrieron, algunos daños” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 25 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13219: diligencia de recepción de testimonios realizada en Quetame el 30 de julio de 1997, en la que el señor Jorge Enrique Pardo dijo: “PREGUNTADO. Sírvase hacer un relato de  todo lo que le conste en relación con el ataque por parte de un grupo de subversivos a este municipio la noche del nueve de julio de mil novecientos noventa y seis. CONTESTO. Como anteriormente dije, esa noche yo me encontraba dentro de la casa de propiedad de Ana María Pardo Turriago porque allí tengo mi residencia con mi esposa y mis hijas, eran aproximadamente las diez y cincuenta minutos de la noche, de pronto escuché unas detonaciones hacia el lado del parque, eran bastantes detonaciones ininterrumpidas como de ametralladora o fusil, también se escuchaban explosiones de granada hacia la parte de telecom, yo me refugié con mi esposa y mis hijas en una pieza del segundo piso de la casa, por las explosiones los vidrios de la ventanas de la casa caían sobre nosotros, cuando sentí que mi esposa se había cortado un pie con un vidrio de esos, corrí hacia el primer piso para mayor seguridad, porque los techos de la casa se estaban cayendo a pedazos por las mismas explosiones, en la parte de abajo se sentía menos y ahí pasamos el resto de la noche. (…) hacia las cuatro y media de la mañana pude salir a la calle y había gente por ahí de los vecinos, y ahí fue donde se pudo observar todo lo que había pasado que fue la destrucción de la casa municipal, daños en la casa de Manuel Pardo, de Ana Sofía Rey, de Artemio Sánchez, María de Jesús Pardo, Aura Cohecha, Ligia Torres y como anteriormente dije la de Ana María Pardo Turriago o sea donde yo vivo (…). PREGUNTADO. Concretamente cuáles fueron los daños causados a la vivienda de propiedad de Ana María Pardo Turriago. CONTESTO: Todos los vidrios de las ventanas, las puertas interiores, el portón que da a la calle o entrada, los techos, o cielo rasos, la cubierta de la casa o sea el tejado que es de zinc una parte y otra parte de eternit, se averiaron varias paredes tienen grietas por las explosiones, la pintura de las paredes se dañó, estos daños no han sido reparados en su totalidad por falta de recursos económicos ya que la dueña no tiene con qué pagar los arreglos, yo traté de arreglar lo indispensable pero nada más” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 27 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13219: diligencia de recepción de testimonios realizada en Quetame el 30 de julio de 1997, en la que la señora Ana Sofía Rey Herrera expresó: “PREGUNTADO. Sírvase indicarle al juzgado si lo sabe, cuáles fueron los daños causados por los subversivos a la casa de habitación de la señora Ana María Pardo Turriago. CONTESTO. Yo vi que estaba dañado el techo o cielo raso, el tejado que es de zinc y de eternit, las ventanas o sea los vidrios, la puerta de entrada o sea el portón, las puertas de adentro también se dañaron, paredes también fueron afectadas un poco, la pintura, sufrió varios daños, que la mayoría de los daños no han sido arreglados. (…) PREGUNTADO: Cuál fue la reacción de la señora Ana María Pardo Turriago, al enterarse de los acontecimientos a que nos estamos refiriendo. CONTESTO. Pues esa señora ya ni habla, desde esa noche poco baja al pueblo, se la pasa es en el campo, claro que estaba preocupada por lo que pasó, como nerviosa, y está enferma y en tratamiento médico, en estos días no la he visto por acá” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 33 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13219: diligencia de recepción de testimonios realizada el 26 de agosto de 1997 durante la inspección judicial efectuada a la casa de habitación perteneciente a la señora Ana María Pardo Turriago, en la que la señora Clara Nelly Rozo expuso: “CONTESTO. Yo cuando la toma me encontraba acá en esta casa donde vivo, no me había dormido, es la misma casa donde se está practicando la diligencia, estábamos con mi esposo y dos niñas, eran como las diez y cuarenta de la noche, cuando escuché el primer estruendo que fue como una bomba (…) PREGUNTADO. Sírvase informarnos cuál era el estado de la casa antes de la toma guerrillera a este municipio y cómo quedó después de dicha toma. Describa de la manera más detallada posible los daños que sufrió. CONTESTO. La casa era vivible, no es muy lujosa pero era vivible, todo estaba bueno, se podían arrendar los cuartos y ahora como se puede ver quedó acabada, se dañó el portón de entrada, todos los techos, las paredes, lo que fue cielo rasos de los cuartos se cayó las paredes se agrietaron los vidrios se rompieron, las puertas y ventanas se descuadraron. Lo poco que había se rompió inclusive hasta los asientos se rompieron por las cosas que les cayeron encima, el zinc salió a volar en la mayoría, hubo que colocar láminas, para que no se lloviera” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 37 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13219: dictamen pericial rendido por los señores Oscar Castro y Ramiro Pérez Clavijo el 28 de agosto de 1997 en el que se lee: “DAÑOS MATERIALES. 1. Destrucción del 90% del cieloraso [sic] en madera y madeflex; 2. Aparecen grietas considerables y dilataciones en muros de adobe y bloque de arcilla; 3. Desprendimiento de puertas y ventanas; 4. Destrucción total de vidrios; 5. Daños en aparatos sanitarios; 6. Destrucción del 90% de la cubierta lo mismo que de su estructura. RECOMENDACIONES. I. Para el arreglo de muros: a) demolición total de los muros afectados y refuerzo de los que sirvan y reconstrucción de los anteriores; b) hechura de una estructura en concreto reforzado que comprende: columnas, placas y vigas de amarre dentro de los muros existentes y refuerzo de los mismos. II. Se deben revisar minuciosamente todas las instalaciones eléctricas, hidráulicas y sanitarias; realizando los arreglos o cambios necesarios en las mismas, con el fin de evitar percances futuros en la construcción. COSTOS DE REPARACIÓN DE LOS DAÑOS OCASIONADOS. Analizado el presupuesto de obra presentado a nosotros en la diligencia respectiva, para el valor de los trabajos de recuperación de la vivienda, vemos que estaba ajustado a los precios vigentes en el momento de su presentación, o sea el 2 de septiembre del año 1996; por lo tanto el valor allí estipulado de $8’989,475 para la fecha de este peritazgo agosto de 1997, deberá ser incrementado de acuerdo al costo de vida actual, dándole así el valor real a los trabajos a ejecutar. (…) VALOR COMERCIAL CONSTRUCCIÓN: $16’168,950” (subrayado fuera de texto). Sin haber sido objetado, el dictamen fue aprobado el 9 de septiembre de 1997.

VI. EXPEDIENTE 13836

· Folio 2 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13836: copia de la licencia de tránsito Nro. 92-1517127 en la que consta que el señor José Artemio Sánchez Sánchez es el propietario de la volqueta verde marca Dodge de placas GKA387. 

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13836: certificación expedida por el Alcalde Municipal de Quetame el 29 de julio de 1996, en la que se lee: “Que el vehículo de placas GKA387, modelo 69 color verde, tipo volqueta, de propiedad del señor JOSE ARTEMIO SÁNCHEZ SANCHEZ identificado con la c.de.c [sic] No. 19’147,109 de Bogotá sufrió daños en vidrios, parabrisas, laterales, capo, guardabarro [sic] panel de rayador, como consecuencia del ataque subversivo ocurrido el día nueve de los corrientes contra el municipio de Quetame” (Subrayado fuera de texto). 

· Folio 3 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13836: factura Nro. 00514 emitida el 3 de agosto de 1996 por el señor Luis Ezequiel Ayala en su calidad de gerente del Taller El Cheque, por un valor de $8’000,000 por concepto del “arreglo, capo, guardabarros. Capota cabina. Enderesado [sic] chasis. Colocar vidrios, panal de radiador, obra de mano” a la volqueta de placas GKA387.

· Folio 31 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13836: factura Nro. 0744 emitida el 7 de julio de 1997 por el señor Luis Ezequiel Ayala en su calidad de gerente del Taller El Cheque, por un valor de $8’000,000 por concepto de “arreglo capo guardabarro [sic] capota de cabina y pintura partes afectadas. Enderesar [sic] chasis, arreglo radiador o cambio panel, mano de obra” a la volqueta de placas GKA387. 

· Folio 24 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13836: diligencia de recepción de testimonios realizada el 29 de junio de 2000, en la que el señor Jorge Arturo García Gutierrez expresó: “Siendo las diez de la noche de ese día nueve de julio, se inició un tiroteo de la guerrilla contra la policía nacional que se encontraba en el comando en la casa municipal, donde se escuchó [sic] ráfagas de metralleta, granadas, bombas, rokets [sic] y el vehículo distinguido con las placas GKA387 color verde marca DODGE que se encontraba estacionado frente al palacio municipal, quedando destruido el capo, guardabarro [sic], para brisas, vidrios laterales, espejos, volvo, y parte del chasis que se dobló quedando destruido [sic] esas partes, a mí me constan estos hechos, porque fui uno de los primeros que salí a mirar los daños ocasionados por esta toma guerrillera. PREGUNTADO. Díganos a qué destinaba el mencionado vehículo el señor ARTEMIO SANCHEZ SANCHEZ, como [sic] lo utilizaba. CONTESTO. El destinaba su vehículo para el trabajo diario para el sustento de su familia, él trabajaba llevando viajes de arena, recebo, piedra. (…) PREGUNTADO: Usted sabe y le consta si el señor SÁNCHEZ SÁNCHEZ trabajaba diaria y cotidianamente en dicha actividad o lo hacía esporádicamente. CONTESTO: Por lo consiguiente diariamente, la explotación del vehículo la hacía él directamente. PREGUNTADO. Díganos qué tiempo duró el vehículo sin que el señor ARTEMIO SÁNCHEZ pudiera explotarlo económicamente, esto es, cuánto tiempo duró dañado. CONTESTO. Más o menos unos dos años, por falta de recursos económicos para mandarlo a arreglar y lo caro del arreglo, el vehículo permaneció en talleres “El Cheque” ubicados en el municipio de Cáqueza” (Subrayado fuera de texto). 

· Folio 26 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13836: diligencia de recepción de testimonios realizada el 29 de junio de 2000, en la que el señor Luís Alonso García Cohecha dijo: “PREGUNTADO. Díganos a qué destinaba el mencionado vehículo el señor José Artemio Sánchez. CONTESTO. Al transporte de materiales para construcción, arena, gravilla, piedra, él trabajaba directamente, era el sustento de él, él directamente lo manejaba como propietario y chofer del mismo. (…) PREGUNTADO. Cuánto tiempo duró el vehículo sin que se pudiera explotar económicamente, esto es, el tiempo que duró dañado. CONTESTO. El vehículo duró paralizado en los talleres por falta de dinero duró alrededor de un año, él lo tenía en los talleres del señor Luís Ezequiel Ayala, talleres El Cheque (…). El despacho deja constancia que el exponente allega la factura de venta Nro. 0744 de TALLERES EL CHEQUE la cual se recibe teniendo en cuenta lo dispuesto en el numeral tercero del art. 10 de la ley 446 de 1998, para que haga parte del expediente. PREGUNTADO. Díganos de que manera la destrucción del vehículo afectó de manera psicológica al señor SÁNCHEZ SÁNCHEZ. CONTESTO. Pues de la manera que él viendo que se estaba acabando su herramienta de trabajo, es un impacto muy grande para uno porque se queda uno sin con qué conseguir el sustento diario” (Subrayado fuera de texto). 

· Folio 28 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13836: diligencia de recepción de testimonios realizada el 29 de junio de 2000, en la que el señor Pedro Nel Barbosa expuso: “PREGUNTADO. Díganos a que [sic] destinaba el señor SÁNCHEZ SÁNCHEZ el mencionado vehículo. CONTESTO. Lo tenía destinado para cargar material de construcción, recebo, arena amarilla y de río, incluso hacía trasteos, esa labor él la hacía directamente. (…) PREGUNTADO. Díganos qué tiempo duró la volqueta sin poderla trabajar, es decir, dañada. CONTESTO. Duró diez (10) meses, cerca a un año, la volqueta la tuvo un tiempo en un garaje y otro tiempo en un taller donde la arreglaron. (…) PREGUNTADO. Díganos si la destrucción de la volqueta afectó síquica y afectivamente al señor SÁNCHEZ SÁNCHEZ. CONTESTO. Pues a él sí lo afectó pues las veces que yo hablé con él se sentía muy triste por que [sic] le habían destruido su herramienta de trabajo y que aparte de eso con la toma guerrillera le habían destruido su vivienda” (Subrayado fuera de texto). 

· Folio 32 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13836: dictamen pericial rendido por los señores peritos Rosalba Cañón Velásquez y Luís Alfredo Moreno el 6 de julio de 2000, en el que se lee: “Con relación al lucro cesante y teniendo en cuenta los diferentes medios de prueba que obran en el expediente, se tiene que la volqueta de placas GKS387 permaneció inactiva durante un periodo de diez (10) meses, es decir, del 9 de julio de 1996 al 9 de mayo de 1997. Como quiera que la actividad que desarrolla el demandante con la mencionada volqueta se refiere a transporte de material para construcción, en la región de oriente de Cundinamarca un vehículo de las mismas características en condiciones normales produce mensualmente entre $1.000.000 y $3.000.000; en consecuencia, en promedio estaríamos hablando de $1.500.000. En consecuencia, teniendo en cuenta que según lo narrado en el libelo de demanda el automotor permaneció inmovilizado por un lapso de diez meses, el lucro cesante por este concepto asciende a la suma de $15’000,000. Dicha suma de dinero indexada al 30 de junio de 2000 asciende a $23’250,000. Esta suma en el evento de una condena deberá reajustarse con el índice de precios al consumidor según lo reglado en el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo. Lo anterior por cuanto el incremento porcentual fue del 55% en dicho espacio de tiempo. Aplicado el mismo porcentaje frente al monto del daño emergente tenemos que los $8’000,000 indexados al 30 de junio de 2000 nos arroja la suma de $12’400,000; guarismo este que deberá reajustarse con el índice de precios al consumidor según lo reglado en el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo, para el evento de proferirse sentencia condenatoria. RECAPITULACIÓN. Perjuicios por daño emergente $12’400,000. Perjuicios por lucro cesante $23’250,000. Total: $35’650,000”. El dictamen fue aprobado por auto del 26 de julio de 2000 por cuanto no se presentó ninguna objeción (Subrayado fuera de texto).

VII. EXPEDIENTE 13837

· Folio 2 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837: escritura pública Nro. 6 del 5 de enero de 1989 por medio de la cual se protocoliza el proceso de sucesión de la señora María Cuellar de Hernández. En el documento de adjudicación, aprobado en todas sus partes el 6 de octubre de 1988, consta la adjudicación en favor de la señora María Aurora García de Sánchez, del pleno dominio de una casa de habitación en el perímetro urbano del municipio de Quetame, bien inmueble adquirido por escritura 687 del 21 de septiembre de 1943.

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837: folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520015189 en el que se inscribió la sentencia de adjudicación de sucesión que obra en la escritura pública Nro. 3673 del 6 de octubre de 1988 en favor de la señora María Aurora García de Sánchez.

· Folio 6 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837: certificación suscrita por el Alcalde municipal de Quetame el 29 de julio de 1996, en la que se lee: “que la casa de propiedad de la señora MARÍA AURORA GARCÍA DE SÁNCHEZ identificada con c.de.c [sic] No. 41’395,716 expedida en Bogotá, sufrió daños considerables a raíz de la toma subversiva ocurrida el pasado nueve de los corrientes. La residencia está ubicada en la carrera 5 Nro. 3-20 zona urbana de este municipio” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 8 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837: presupuesto de obra realizado el 15 de septiembre de 1996 por el señor arquitecto Oscar Castro para la remodelación de la vivienda urbana ubicada en la calle 5 Nro. 3-20 de propiedad de la señora María Aurora García de Sánchez por un valor de $33’302,801.

· Folio 25 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837: contrato civil de obra Nro. 1423831 suscrito el 12 de octubre de 1998 entre la señora María Aurora García de Sánchez y el señor arquitecto Nelson Castro Medrano para la reconstrucción de la vivienda ubicada en la carrera 6 Nro. 3-39 por un monto de $40’000,000. 

· Folio 26 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837: diligencia de recepción de testimonios realizada el 28 de junio de 2000, en la que la señora Blanca Aurora Peña de García expuso: “El nueve de julio del noventa y seis como a las diez y media de la noche, fue tomado el pueblo por una cuadrilla o frente 53 de la guerrilla, porque como ellos gritaban y hubo enfrentamiento con el comando de policía que quedaba frente al marco de la plaza, el cual colocaron bombas caseras, todo lo que se refiere a pólvora, porque eso fue una explosión enorme, destruyendo las casas que quedaban alrededor de la plaza y cerca al comando de policía, entre ellas la más afectada fue la de María Aurora, la casa de habitación y el local que quedaba en la parte de abajo. (…) PREGUNTADO. Informe al Despacho quien [sic] eran los propietarios o propietario de los citados negocios instalados en los locales a que nos estamos refiriendo. CONTESTO. Lo atendía PEDRO BARBOSA el de veterinaria y el otro estaba arrendado a ORLANDO HERNANDEZ, en ese funcionaba una miscelánea. PREGUNTADO. Informe al despacho en calidad de qué tenía uno de los negocios el señor PEDRO BARBOSA. CONTESTO. El [sic] lo tenía en arriendo. PREGUNTADO. Informe al despacho si tiene conocimiento de qué canon de arrendamiento pagaban los señores PEDRO BARBOSA Y ORLANDO HERNÁNDEZ y a quién. CONTESTO. Según comentario de la señora AURORA el señor ORLANDO pagaba DOSCIENTOS MIL PESOS MENSUALES y el señor PEDRO BARBOSA pagaba CIEN MIL PESOS MENSUALES y le pagaban a la señora AURORA GARCÍA, me permito allegar copia de esos contratos que me fueron entregados por la señora AURORA. El despacho deja constancia que la exponente allega el original de un contrato de arrendamiento del local comercial, suscrito por la actora y el señor JAIME ORLANDO HERNANDEZ LADINO y que consta en papel documentario minerva No. LC-1767421, al igual que uno suscrito con PEDRO NEL BARBOSA ROMERO  y que consta en el papel documentario LC-1767420 respecto de los cuales se da aplicación a lo establecido en el art. 10 numeral 3º de la ley 446 de 1998 son dos folios. Continúa la exponente, quiero agregar que esos locales duraron un tiempo sin uso, porque les tocó arreglarlos, eso fue desde cuando fue la toma hasta marzo del noventa y nueve cuando terminaron la obras, esta reparación la hizo el arquitecto OSCAR CASTRO” (subrayado fuera de texto).  

· Folio 29 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837: diligencia de recepción de testimonios realizada el 28 de junio de 2000, en la que el señor Edilberto Parrado Pardo explicó: “PREGUNTADO. Sabe usted cuál fue el impacto moral y psicológico que padeció MARÍA AURORA GARCÍA con la ocurrencia de los hechos. CONTESTO. Un impacto grave y psicológico porque al ver uno su casa caída y ver que a qué horas estallaba una de las bombas en su casa. Incluso ella ahora vive psicosiada [sic] no solamente ella sino a nivel de todos, al ver cualquier estruendo que uno sienta piensa que se volvió a meter la guerrilla. Uno la nota deprimida, porque uno conoce el estado en que estaba anteriormente y en el que es [sic] actualmente. (…) PREGUNTADO. Informe al despacho qué funcionaba y por quiénes estaban ocupados los locales comerciales de propiedad de la señora MARÍA AURORA GARCÍA DE SÁNCHEZ afectados el día de los hechos a que nos estamos refiriendo. CONTESTO. Uno a PEDRO BARBOSA y funcionaba una veterinaria, él estaba en calidad de arrendatario y pagaba CIEN MIL PESOS, yo sé esto porque en un pueblo como estos todo se sabe, el otro estaba arrendado a un señor ORLANDO ROJAS ahí funcionaba una miscelánea por DOSCIENTOS MIL PESOS los había arrendado la señora AURORA. (…) PREGUNTADO. Informe al Despacho si tiene conocimiento de qué sucedió con los locales comerciales que se encontraban en arrendamiento. CONTESTO. Que les tocó arreglarlos, hacerles los arreglos locativos para que funcionaran de nuevo, fueron desocupados, al haber sufrido daños en su totalidad duraron desocupados como tres años” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 31 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837: diligencia de recepción de testimonios realizada el 28 de junio de 2000, en la que el señor Jorge García Gutiérrez dijo: “PREGUNTADO. Sírvase indicar al despacho donde [sic] se encontraba esa noche la señora MARÍA AURORA GARCÍA DE SÁNCHEZ y en compañía de quién. CONTESTO. Ella se encontraba en la casa junto con sus dos nietos. PREGUNTADO. Sírvase indicar al despacho a qué distancia se encuentra la casa de la señora MARÍA AURORA DE SANCHEZ a donde quedaba el comando de la policía para la época de los hechos a que nos estamos refiriendo. CONTESTO. Por hay [sic] a unos treinta metros. PREGUNTADO.  Sabe usted cuál fue el impacto moral y psicológico que sufrió la señora MARÍA AURORA GARCÍA DE SÁNCHEZ con la ocurrencia de estos hechos. CONTESTO. Quedó completamente destrozada psicológicamente y moralmente. (…) PREGUNTADO. Informe al despacho qué deterioro sufrieron los locales ubicados en el primer piso de la casa de la señora MARÍA AURORA GARCÍA DE SÁNCHEZ durante los hechos que nos estamos refiriendo. CONTESTO. Los ventanales quedaron completamente dañados, los vidrios, las puertas quedaron sumidas paredes deterioradas. PREGUNTADO. Informe al despacho qué clase de negocios funcionaban en dichos locales, quiénes ocupaban esos inmuebles y en calidad de qué los ocupaban. CONTESTO. Uno de esos lo ocupaba el señor PEDRO BARBOSA en calidad de arrendatario donde funcionaba la venta de droga veterinaria e insumos agrícolas con un canon de arrendamiento de CIEN MIL PESOS, el otro lo ocupaba el señor ORLANDO HERNANDEZ también en calidad de arrendatario donde funcionaba como miscelánea con un arrendamiento de DOSCIENTOS MIL PESOS mensuales, yo sé de los cánones de arrendamiento porque tuve conocimiento de los contratos de arrendamiento, ya que yo tenía dos locales para arrendar. Estos locales duraron desocupados como tres años mientras los repararon y reconstruyeron” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 34 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837: contrato de arrendamiento de local comercial Nro. LC1767420 suscrito el primero de enero de 1996 entre María Aurora García de Sánchez y Pedro Nel Barbosa Romero para el arriendo de un local comercial ubicado en la calle 5 Nro. 3-24 por un valor de $100,000.

· Folio 35 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837: contrato de arrendamiento de local comercial Nro. LC1767421 suscrito el primero de enero de 1996 entre María Aurora García de Sánchez y el señor Jaime Orlando Hernández Ladino para el arriendo de un local comercial ubicado en la calle 5 Nro. 3-22 por un valor de $200,000.

· Folio 39 del cuaderno principal: dictamen pericial rendido el 21 de julio de 2000 por los peritos Manuel Roberto Novoa Parrado y Martha Mabel Martínez Fuentes en el que se lee: “Primera pregunta: (…) Ubicación: El inmueble está ubicado en el perímetro urbano del municipio de Quetame en el mejor sitio, calle 5ª Nro. 3-20 frente a la plaza principal de la localidad, costado occidental, a pocos metros de la iglesia y el palacio municipal con locales comerciales y construcción moderna. Estado Actual. La construcción tiene un área de 784.75 metros cuadrados, y el solar tiene un área de 192 metros cuadrados; además tiene excelentes terminados y un completo funcionamiento, los locales están dedicados a negocios comerciales. Avalúo: (…) total avalúo comercial: $241’185,000. Segunda pregunta: (…) daño emergente: (…) para lo anterior se debe tener en cuenta el contrato celebrado entre la demandante señora MARÍA AURORA GARCÍA DE SANCHEZ y el arquitecto NELSON CASTRO MEDRANO de fecha octubre 12 de 1998 y por un valor de CUARENTA MILLONES DE PESOS M/CTE ($40’000,000.oo). Para actualizar esta cifra tenemos que (…) para un total de daño emergente: $40’000,000 + $4’220,000= $44’220,000.oo. Lo anterior es el daño emergente desde el día 12 de octubre de 1998 hasta el día de hoy, 18 de julio del 2000. Lucro cesante: El lucro cesante consiste en el arrendamiento que dejó de percibir la demandante durante el tiempo comprendido entre el día 9 de julio de 1996 y hasta el día 12 de marzo de 1999 para un total de 990 días. El lucro cesante lo estimamos así: Local No. 1 valor del arrendamiento: $100,000.oo (…) canon de arrendamiento dejado de ganar dentro de las fechas indicadas: $3’356,064 + 186,193 de interés de acuerdo a [sic] la Súper bancaria. En las anteriores cifras se encuentra incrementado el IPC de acuerdo al DANE. El segundo local dejó de percibir el doble, pues estaba arrendado a doscientos mil pesos M/cte ($200,000). Así entonces: el arrendamiento del local No. 1 + IPC = $3’356,067 interés $186,193. El arrendamiento del local No. 2 + IPC $712,128 intereses 372,386. Total arriendo más IPC e intereses (…) $10’626,771 (…) lucro cesante actual: $11’729,443.68 incluidos los promedios solicitados por el apoderado de la parte actora de acuerdo a la tabla del IPC. (…) total lucro cesante y daño emergente: CINCUENTA Y CINCO MILLONES NOVECIENTOS CUARENTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS CUARENTA Y TRES PESOS CON SESENTA Y OCHO $55’949,443.68” (subrayado fuera de texto). El dictamen fue aprobado por auto del 9 de agosto de 2000 por no haber sido objetado.

VIII. EXPEDIENTE 13838

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13838: licencia de tránsito Nro. 92-1612436 en la que consta que el señor Pedro Antonio Parrado es el propietario del vehículo camioneta particular de estacas marca Dodge y de placas LXF731. 

· Folio 3 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13838: certificación suscrita por el Alcalde municipal de Quetame el 15 de agosto de 1996 en la que se lee: “Que el vehículo camioneta Dodge de placas LXF-731 de propiedad del señor PEDRO ANTONIO PARRADO, identificado con la C.C. Nro 3.140.274 de Quetame, es uno de los damnificados debido a  la toma subversiva efectuada a este municipio el pasado nueve (9) de julio del presente año” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 4 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13838: factura Nro. 00192 del 6 de noviembre de 1996 suscrita por el gerente del Taller El Cheque Luis Ezequiel Ayala en la que se indica que el “arreglo del chasis, latonería y pintura, vidrios en general, empaquetadura de vidrios, carrocería, carpa y radiador” del vehículo LXF737 de propiedad de Pedro Parrado tuvo un costo de $7’700,000. 

· Folio 6 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13838: diligencia de reconocimiento de documento emitido por el representante legal del establecimiento comercial denominado Taller El Cheque, señor Luis Ezequiel Ayala Avilán, ordenada mediante auto del 15 de septiembre de 1997 y realizada el 31 de octubre siguiente, en la que se lee: “PREGUNTADO. Manifieste al despacho si es suya o no la firma del documento que obra a folio 4 del cuaderno No. 2 y si el contenido del mismo es o no cierto. Se deja constancia que se le pone de presente el documento al testigo. CONTESTO. Sí es mi firma y el contenido es cierto, también” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 9 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13838: dictamen pericial rendido el 22 de enero de 1998 por los señores peritos William Castilla López y Marco Antonio Barragán Rodríguez en el que se lee: “a. Primera respuesta: Valor comercial del vehículo. Los suscritos peritos adelantamos investigaciones en el gremio de compraventas de vehículos automotores y establecimientos que en la actualidad un vehículo de las características del que venimos hablando en este dictamen tiene en este momento un valor comercial de diez millones de pesos ($10’000,000). b. segunda respuesta: daño emergente: (…) En el presente caso, se pretende actualizar un daño emergente en función de costos, gastos y erogaciones que ha efectuado el demandante con el fin de lograr la recuperación parcial del automotor y lograr así alguna rentabilidad económica, y otras erogaciones que habrá de efectuar para lograr su recuperación total. Para el efecto, hemos efectuado las averiguaciones correspondientes estableciendo que los costos de reparación del vehículo coinciden aproximadamente con los costos reales que por tales reparaciones se cobran en el mercado de reparación de tales vehículos. Actualizaremos a la fecha del experticio las erogaciones que corresponden a las reparaciones que ya se han efectuado teniendo en cuenta la inspección ocular que practicamos los peritos al mencionado vehículo y de acuerdo a [sic] la factura expedida por el taller el cheque de propiedad de Luis Ezequiel Ayala y ubicado en el municipio de Cáqueza (Cundinamarca) y con fecha noviembre 6 de 1996. Valor reparaciones que ya se han efectuado (…) $3’300,000. (…) valor actualizado de las reparaciones y repuestos a la fecha del experticio $4’205,188.41. Reparaciones que están por efectuarse (…) $4’400,000 (…) total daño emergente a la fecha del experticio: $8’605,188.41. c. Tercera respuesta: lucro cesante (…) para efecto de calcular el lucro cesante en el presente caso nos referimos a las averiguaciones que efectuamos con el fin de establecer aproximadamente a cuánto ascienden para la época los ingresos mensuales que producía el vehículo. Estos los calcularemos en promedio de $900,000 descartando lo correspondiente a mantenimiento y combustible. procedemos entonces a calcular lo no percibido por el demandante durante los diez  (10) meses que duró inmovilizado el vehículo, 9 de julio de 1996 – 9 de mayo de 1997 y aducido en la demanda, hecho 1 y estimación razonada de la cuantía. (…) valor total lucro cesante a la fecha del experticio: $11’945,826.26. VI. RESUMEN. Total daños materiales causados del 9 de julio de 1996 al 31 de diciembre de 1997 a favor de PEDRO ANTONIO PARRADO y a cargo de la NACIÓN  (Ministerio de Defensa – Policía Nacional). Por daño emergente $8’605,188.41; Lucro cesante $11’945,826.26; total daños materiales $20’551,014.67 diciembre 31 de 1997” (subrayado fuera de texto).   

IX. EXPEDIENTE 13839

· Folio 4 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839: registro civil de matrimonio en el que consta que el 9 de abril de 1940 contrajeron matrimonio Victoriano Parrado Parrado y la señora María de Jesús Pardo Turriago. 

· Folio 25 del cuaderno de pruebas 13839: registro civil de defunción correspondiente al señor Victoriano Parrado Parrado, quien murió el 13 de noviembre de 1994. 

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839: folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520049421 en la que se inscribió el contenido de la escritura Nro. 302 del 23 de abril de 1957 en la notaría de Cáqueza por medio de la cual el señor Victorino Parrado Parrado adquirió el dominio de un predio urbano en el municipio de Quetame.

· Folio 11 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839: escritura pública Nro. 471 del 8 de mayo de 1997 en la que se protocoliza la sucesión del señor Victoriano Parrado Parrado, en la que se estableció: “ACERVO HEREDITARIO. ACTIVO SOCIAL. 1. BIENES RAÍCES.  PARTIDA PRIMERA. Las cuotas del derecho de dominio sobre una casa de habitación junto con el terreno en que se halla construida y el solar anexo, adquiridas por el causante, ubicado el inmueble en el perímetro urbano del municipio de Quetame, inscrito en el catastro con el número 010000140003000. (…) Los derechos de éstos fueron adquiridos por el causante dentro de la sociedad conyugal como consta en la escritura No. 1036 de diciembre 9 de 1957 y en la escritura No. 300 de abril 23 de 1957 protocolizadas ambas en la notaría única Cáqueza y registradas bajo el Nro. de matrícula inmobiliaria 1520031655 de la oficina de registro de instrumentos públicos de Cáqueza
. Se avalúa conjuntamente con la partida siguiente. PARTIDA SEGUNDA. El derecho de dominio sobre la parte de una casa ubicada en el perímetro urbano del municipio de Quetame, consistente dicha parte en el zaguán de entrada a dicha casa, junto con el terreno correspondiente, situado tal zaguán entre las piezas o tiendas de propiedad de Manuel Castro y de las del mismo vendedor ISIDRO TORRES inclusive el aire o espacio para poder edificar un segundo piso (…) Este inmueble fue adquirido por el causante dentro de la sociedad conyugal por compra que de él hizo a ISIDRO TORRES como consta en la escritura Nro. 302 del 23 de abril de 1957. (…)” (subrayado fuera de texto). 
· Folio 153 del cuaderno principal dentro del expediente 13216: memorial sin número suscrito el 13 de junio de 2001, con el que el apoderado de la parte demandante anexa certificado de tradición y libertad correspondiente al inmueble de propiedad de la señora María de Jesús Pardo de Parrado adquirido por adjudicación de la sucesión de un derecho de cuota según escritura Nro. 471 del 8 de mayo de 1997, al que le corresponde el folio de matrícula inmobiliaria Nro. 15231655.

· Folio 5 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839: certificación emitida el 4 de agosto de 1996 por el Alcalde Municipal de Quetame en la que se lee: “Que el predio de propiedad de la señora MARÍA DE JESÚS PARDO DE PARRADO identificada con c.de.c [sic] No 20’580,058 expedida en Quetame Cundinamarca, ubicado en la zona urbana de esta localidad calle 5 No. 3-10 sufrió daños considerables a raíz de la toma subversiva ocurrida el pasado nueve de julio del presente año en horas de la noche” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 7 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839: presupuesto de obra realizado por el señor arquitecto Oscar Castro el 15 de agosto de 1996 para la remodelación de la vivienda urbana ubicada en la calle 5 Nro. 3-10 de propiedad de la señora María de Jesús Pardo de Parrado por un valor de $9’433,956.

· Folio 53 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839: contrato civil de obra Nro. CO-1586941 suscrito el 28 de septiembre de 1996 entre la señora María de Jesús Pardo de Parrado y el señor Javier Mauricio Gómez, para la reconstrucción de una vivienda en el casco urbano de propiedad de la contratante por un valor de $10’000,000. 

· Folio 52 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839: diligencia de inspección judicial realizada el 28 de junio de 2000 al predio de propiedad de la señora María de Jesús Pardo de Parrado, en la que se lee: “En este estado de la diligencia la parte actora solicita el uso de la palabra y una vez concedida, manifiesta: “Que los daños causados con la toma guerrillera fueron en las tejas que quedaron todas para cambiar, las paredes están averiadas, las ventanas todas se les cayeron los vidrios, los techos se cayeron todos y que allegó copia del contrato civil de obras suscrito con JAVIER MAURICIO GOMEZ para la reparación de la casa por valor de DIEZ MILLONES DE PESOS ($10’000,000)”. El Despacho deja constancia que la interviniente presenta copia del contrato civil de obra que consta en el papel documentario minerva No. CO-1586941 para que obren dentro de estas diligencias”. 

· Folio 54 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839: diligencia de recepción de testimonios realizada en Quetame el 28 de junio de 2000, en la que el señor Antonio Hernán Cruz expuso: “PREGUNTADO. Sírvase precisarnos si lo recuerda, qué daños en concreto sufrió la casa de la señora MARÍA DE JESUS PARDO DE PARRADO. CONTESTO. Que yo sepa techos y ventanales, las tejas se partieron, vi que en esos días lo repararon todo, cambiaron los vidrios de las ventanas, no supe cuántas eran, todas las casas del parque les tocó cambiar vidrios, por dentro no sé qué le pasó (…). PREGUNTADO. Sabe cuál fue el impacto moral y psicológico que padeció la mencionada señora a raíz de los hechos por los que se le ha preguntado. CONTESTO. Pues yo la vi muy pensativa, no recuerdo la fecha, todos quedamos tristes, desilusionados por la destrucción del pueblo” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 55 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839: diligencia de recepción de testimonios realizada en Quetame el 28 de junio de 2000, en la que la señora María Aurora García de Sánchez dijo: “PREGUNTADO. Podría precisarnos en concreto qué daños sufrió el inmueble de propiedad de la señora MARÍA DE JESÚS PARDO DE PARRADO. CONTESTO: Se averiaron las paredes, se cayeron los techos que eran de eternit, se torcieron las cerchas, se rompieron los ventanales, hacia el lado del baño y la cocina se cayó el techo tuvieron que refaccionarlo, reconstruirlo. PREGUNTADO. Sabe usted dónde se encontraba la señora MARÍA DE JESÚS PARDO DE PARRADO el día por el que se le está indagando. CONTESTO. Se encontraba en la habitación de su casa que queda por el lado de arriba de la mía, sobre la calle 5ta y carrera tercera. PREGUNTADO. Díganos cuál fue el impacto moral y sociológico que padeció la mencionada señora a raíz de los hechos por los que se le ha indagado. CONTESTO. Pues al principio mucho miedo y al otro día que hablamos ella me comentaba que pensaba que ivan [sic] a votar [sic] más bombas a la casa y que no sabía por qué, pero cuando ya escuchó que era la policía se tranquilizó un poquito y era esperar a ver qué se caía. Ella ha estado con la tensión de pensar que en cualquier momento se vuelven a meter y esa sicosis la tenemos todos los del pueblo y los de ese lado, que uno escucha un tiro y piensa se metió la guerrilla, lo mismo que cuando se va la luz, se espera en qué momento empieza otra vez la balacera, pero gracias a Dios no ha pasado nada” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 58 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839: dictamen pericial rendido el 14 de julio de 2000 por los señores peritos Jairo Nelson Ávila y Eduardo Ardila, en el que se lee. “CARACTERISTICAS. El bien objeto de nuestro trabajo, se encuentra ubicado en la calle 5 No. 3-10 del municipio de Quetame (Cundinamarca). El inmueble está ubicado dentro de los siguientes linderos: por el frente con carrera 5, por el costado derecho con carrera 5 No. 1-55, por el costado izquierdo con predios del señor Artemio Sánchez y por el fondo con predios de los señores Jesús Acosta y Rafael Bravo, con un área construida de 402 mts. El inmueble está construido en pared de adobe y bloque, cerchas en hierro, cielorraso en machimbre [sic], teja de eternit, pisos en baldosas, puertas y ventanas en madera, paredes pintadas. Es una construcción de aproximadamente 20 años con remodelaciones desde que ocurrió el siniestro de la toma guerrillera, es habitable. La posición comercial del inmueble es la mejor, por encontrarse ubicado en el marco de la plaza principal del municipio. La edificación cuenta con los servicios de energía eléctrica, acueducto y alcantarillado, gas natural, y línea telefónica. El precio del inmueble en su estado actual es de $70’000,000 y el costo total de su remodelación según nuestra investigación es de $13’000,000”. Por auto del 26 de julio de 2000, el despacho decidió solicitar aclarar el dictamen rendido “en el sentido de que expliquen clara y detalladamente de qué manera se afectó el inmueble objeto de peritazgo y los fundamentos que les permitieron llegar a la conclusión del costo de la remodelación” (folio 61 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839). Por no allegar la aclaración solicitada, se les relevó del cargo y en su lugar se nombró a los señores Manuel Roberto Novoa Parrado y Martha Mabel Martínez Fuentes. 

· Folio 66 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839: dictamen pericial rendido el 28 de septiembre de 2000 por los señores peritos Manuel Roberto Novoa Parrado y Martha Mabel Martínez, en el que se lee: “5. DICTAMEN PERICIAL (…) ESTADO ACTUAL. La construcción tiene un área de 368.46 metros cuadrados y el solar tiene 403 metros cuadrados como se dijo antes tiene excelentes terminados y los locales están destinados uno para la venta de víveres e insumos agrícolas y otro para cafetería. El inmueble cuenta con servicios de agua, luz, alcantarillado, línea telefónica No. 8492036. Así tendremos que el área total del inmueble es de 771.46 metros cuadrados que corresponden al solar y a la parte construida. (…) Hechas las averiguaciones del caso, en el Municipio de Quetame Cundinamarca encontramos que el metro cuadrado de solar es de $30,000 y el metro cuadrado de construcción es de $300,000 (…) total avalúo comercial $122’628,000.oo (…) SEGUNDA PREGUNTA: Verificar el valor de los daños conforme a los documentos aportados en la prueba décima de la demanda y lo constatado en el día de hoy. (…) Daño emergente: El daño emergente consiste en el valor que sale del patrimonio de la demandante para atender las consecuencias del daño ocasionado con la toma guerrillera. Por lo anterior se debe tener en cuenta el contrato celebrado entre la demandante señora María de Jesús Pardo de Parrado y el Arquitecto Javier Mauricio Gómez de fecha 28 de septiembre de 1996, por un valor de Diez millones de pesos M/CTE ($10’000,000.oo). Para actualizar esta cifra tenemos que: (…) total daño emergente 10’000,000 + 200,000 = $10’200,000.oo. Lo anterior corresponde al daño emergente desde el día 28 de septiembre de 1996 hasta el día 28 de enero de 1997. A la suma anterior se le indexa el 21.44% del IPC, según la tabla certificada por el Dane y tendríamos: 10’000,000 + 200,000 + 2’207,280 = $12’407,280.oo (…)” (subrayado fuera de texto). El dictamen fue aprobado el 10 de octubre de 2000 por no haber sido objetado por ninguna de las partes. 

X. EXPEDIENTE 13840

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840: escritura Nro. 1564 del 16 de noviembre de 1989 suscrita en el municipio de Cáqueza, en la que la señora Ligia María Torres de Cohecha compró el lote de terreno con todas sus anexidades, dependencias, usos, costumbres y servidumbres ubicado en el área urbana del municipio de Quetame, Cundinamarca, el cual hace parte de uno de mayor extensión que se identifica con la nomenclatura urbana de la población bajo los números 2-36 / 54 y 58 de la calle 5. 

· Folio 3 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840: folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520037125 en el que consta el registro de la escritura de compraventa Nro. 1564 del 16 de noviembre de 1989.

· Folio 4 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840: presupuesto de obra realizado el 30 de agosto de 1996 por el señor Arquitecto Oscar Castro para la refacción de la vivienda urbana ubicada en la calle 5 No. 2 de propiedad de la señora Ligia Torres de Cohecha por un valor de $11’402,880. 

· Folio 38 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840: contrato civil de obra Nro. AC0998533 suscrito el 15 de septiembre de 1996 entre la señora Ligia María Torres de Cohecha y el arquitecto Oscar Castro Medrano para la reconstrucción de la vivienda de propiedad de la contratante por un valor de $11’402,880. 

· Folio 9 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: certificación emitida el 6 de febrero de 1997 por el Juez Promiscuo Municipal de Quetame en el que se lee : “Que en la localidad de Quetame (C/marca) se presentó en horas de la noche del día nueve (9) de julio del año de mil novecientos noventa y seis (1996), una incursión por parte de un grupo insurgente; como consecuencia del ataque guerrillero fue destruido el Palacio Municipal y de igual modo resultaron averiados las casas aledañas a la plaza principal de la población” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 216 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: certificación emitida por la secretaría de la tesorería municipal de Quetame el 4 de septiembre de 2000 en la que se lee: “que el inmueble ubicado en la calle 5 No. 2-36 con cédula catastral No. 010000100010000 posee en la actualidad un avalúo catastral de $17’202,000 para la actual vigencia” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 21 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840: diligencia de inspección judicial realizada el 29 de junio de 2000 al inmueble de la señora Ligia María Torres de Cohecha, en el que ésta manifestó: “A raíz de la toma guerrillera la cubierta de mi casa y el techo quedaron semi destruido [sic], la totalidad de vidrios también destruidos, las puertas también sufrieron, chapas y todos, se optó por cambiarlas, o sea, ya que se hizo arreglo, como a los quince días se hizo el contrato con el doctor Castro para la reconstrucción de lo que es cubierta, OSCAR CASTRO es arquitecto, para hacer las reparaciones de primera necesidad, reconstrucción de la cubierta de la casa en eternit, reconstrucción de los techos, cambio de puertas, en la colocación total de todos los vidrios, la alcantarilla del segundo piso sufrió, hubo que romper abajo y reparación del tubo de aguas negras, alcantarillado, en la parte de afuera se arregló una parte del piso; allego el original del contrato civil de obra suscrito con el arquitecto por valor de ONCE MILLONES CUATROSCIENTOS DOS MIL OCHOCIENTOS OCHENTA PESOS ($11’402,880.oo). Entre los aspectos reparados también está el tanque del segundo piso. El primer piso estaba en arriendo al juez de ese tiempo, me pagaba CIENTO VEINTE MIL PESOS ($120,000) y el [sic] al otro día se fue y el apartamento duró desocupado como año y medio”. El despacho deja constancia que la exponente pone a disposición el contrato civil de obra en un folio que consta en el papel documentario minerva No. AC0998533 para que obre dentro del presente expediente”. 

· Folio 23 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840: diligencia de recepción de testimonios realizada el 29 de junio de 2000 en Quetame, donde el señor Luís Alonso García Cohecha expresó: “PREGUNTADO. Sírvase indicar al Despacho donde se encontraba Usted el día nueve, se corrige, sírvase indicar al despacho todo lo que usted sepa y le conste en relación con unos hechos ocurridos en este municipio del día antes mencionado, en desarrollo de los cuales resultó destruida la casa de habitación de la señora Ligia María Torres de Cohecha: CONTESTO: (…) La de la señora Ligia María Torres de Cohecha se vio afectada en sus vidrieras, las paredes, dilatación en las paredes, cielo rasos, techos cubierta y por consiguiente el descuadre de las puertas. PREGUNTADO. Sírvase indicar al Despacho, si usted lo sabe, dónde se encontraba la señora LIGIA MARÍA TORRES DE COHECHA el día de los hechos a que nos estamos refiriendo y en compañía de quién. CONTESTO. Se encontraba en su casa de habitación de Quetame aquí dentro del caso urbano y en compañía de su esposo y de los nietos y una sobrina, a mí me consta esto porque fui al otro día a la casa de ella a mirar qué había pasado. PREGUNTADO. Díganos si usted sabe y le consta cuál fue el impacto moral y sicológico sufrido por la señora Ligia María Torres de Cohecha como consecuencia de estos hechos. CONTESTO. El impacto moral y sicológico sufrido por esta señora fue tremendo al saber que está en peligro la vida de uno y al saber también además que le pueden acabar con el patrimonio. Además se queda sicosiado [sic] porque con cualquier ruido como volador o impactos de bala piensa uno que es esa gente, por consiguiente ella quedó muy afectada moral y psicológicamente” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 25 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840: diligencia de recepción de testimonios realizada el 29 de junio de 2000 en Quetame, en la que el señor Víctor Manuel Pardo Camelo, expuso: “PREGUNTADO. Sírvase indicar al despacho si usted se enteró dónde se encontraba la señora LIGIA MARÍA TORRES DE COHECHA el día de los hechos. CONTESTO. Ella se encontraba en la casa en compañía del esposo y de alguno de los hijos. (…) PREGUNTADO. Sírvase indicar al despacho si Usted se enteró, de cuál fue el impacto moral y sicológico de la señora Ligia María Torres de Cohecha con la ocurrencia de estos hechos. CONTESTO. Una vez pasados ya los hechos salimos a la calle, pues todos así como la señora Ligia Torres, estaba llorando y preocupada por lo que había sucedido, con el miedo de haber podido perder la vida en ese momento y también varias personas de los que estábamos reunidos estábamos en las mismas condiciones, afectados física, sicológica y moralmente por los acontecimientos que estaban pasando en ese momento, se corrige, en ese momento” (subrayado fuera de texto).  

· Folio 26 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840: diligencia de recepción de testimonios realizada el 29 de junio de 2000 en Quetame, en la que la señora Ana Sofía Rey Herrera respondió: “Yo estaba en mi casa que queda ubicada en el centro urbano de Quetame, eran como faltando un cuarto para las once de la noche y estaba en mi local ahí cuando ya empezó el enfrentamiento entre la guerrilla con la policía y tiraban bombas, granadas y en esos hechos se afectó la casa de Ligia María Torres de Cohecha, a esa casa se le dañó el techo, los vidrios, paredes, y debido a eso ella tenía un apartamento arrendado al señor Juez que trabajaba en el municipio de Quetame y debido a eso se fue y el apartamento quedó desocupado al quedar la casa sin techo y él estaba pagando CIENTO VEINTE MIL PESOS de arriendo mensuales, a mí me consta esto porque yo sabía que él vivía ahí y ella me contaba. (…) PREGUNTADO. Sírvase indicar al Despacho dónde se encontraba la señora Ligia María Torres de Cohecha el día de los hechos en compañía de quién. CONTESTO. Ella se encontraba con su familia en la casa que queda en el casco urbano de Quetame, a mí me consta esto porque nosotros sabíamos que ella estaba en la casa. (…) PREGUNTADO. Sírvase indicar al despacho si Usted lo sabe, cuál fue el impacto moral y sicológico sufrido por la señora Torres de Cohecha a raíz de los hechos antes narrados. CONTESTO. El impacto fue tenaz porque ella vivía sicosiada [sic] todos los días por el temor de perder la vida, ella se quedó con esa sicosis, escucha cualquier explosión y piensa que la guerrilla se va a meter” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 31 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840: dictamen pericial rendido el 21 de julio de 2000 por los señores peritos Manuel Roberto Novoa Parrado y Leopoldo Castro Castro en el que se lee: “IV. Dictamen Pericial. (…) Teniendo en cuenta el número de metros construidos que son 209.48 y como el precio del metro cuadrado de construcción es de $300,000.oo tendríamos que el valor es de $62’844,000.oo pesos M/CTE. El inmueble consta con servicios de agua, luz, alcantarillado, teléfono y gas natural. El metraje dado es aproximado. (…) teniendo en cuenta tanto el presupuesto para la obra presentada por el Arquitecto Oscar Castro Medrano, el contrato firmado por el mismo con la demandante tenemos que el valor de los daños es de $11’402,880. (...) $13’968,528” (subrayado fuera de texto). Teniendo en cuenta que el dictamen no fue objetado, se aprobó por auto del 9 de agosto de 2000. 

XI. EXPEDIENTE 14141

· Folio 2 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141: escritura Nro. 1273 del 22 de septiembre de 1989 por medio de la cual se hizo el trabajo de partición y adjudicación de bienes dentro de la sucesión testada de Gerardo Martínez Pardo.  

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141: folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520036233 en la que consta la inscripción de la escritura pública Nro. 1273 del 22 de octubre de 1989 por la que la señora Aura María Cohecha de Martínez adquirió el dominio del inmueble ubicado en la calle 5 #2-36 / 54 / 58.

· Folio 9 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141: certificación emitida por el Alcalde Municipal de Quetame, Cundinamarca el 9 de abril de 1997, en la que se lee: “Que en la localidad de Quetame Cundinamarca, se presentó en horas de la noche del día nueve (9) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996), una incursión por parte de un grupo insurgente, como consecuencia del ataque guerrillero fueron averiadas viviendas ente ellas la de propiedad de la señora AURA MARÍA COHECHA VDA DE MARTÍNEZ, ubicada en la calle 5 Nro. 2-36 del casco urbano de esta municipalidad” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 10 del cuaderno de pruebas dentro del expediente Nro. 14141: certificación emitida el 6 de febrero de 1997 por el Juez Promiscuo Municipal de Quetame en la que se lee: “Que en la localidad de Quetame (C/marca) se presentó en horas de la noche del día nueve (9) de julio del año de mil novecientos noventa y seis (1996) una incursión por parte de un grupo insurgente como consecuencia del ataque guerrillero fue destruido el palacio municipal y de igual modo resultaron averiadas las casas de habitación del perímetro urbano localizadas dentro del marco de la plaza principal de la población” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 12 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141: presupuesto de obra realizado el 30 de agosto de 1996 por el señor arquitecto Oscar Castro para la refacción de la vivienda urbana ubicada en la calle 5 # 2-54 de propiedad de la señora Aura María Cohecha por un valor de $16’100,400. 

· Folio 105 del cuaderno principal dentro del expediente 13216: copia del contrato civil de obra Nro. CO0834314 suscrito el 15 de agosto de 1996 entre la señora Aura María Cohecha y el arquitecto Oscar Castro Medrano, por medio del cual se contrata la reconstrucción de la vivienda de propiedad de la primera por un valor de $16’100.400, indicando que la iniciación de los trabajos es el 15 de agosto de 1996 y su finalización el 15 de mayo de 1998, “teniendo en cuenta la propuesta técnica económica presentada por el contratista y que hace parte integrante del presente contrato”. 

· Folio 37 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141: diligencia de inspección judicial realizada al inmueble de propiedad de Aura María Cohecha Vda. De Martínez realizada el 29 de junio de 2000, en la que se lee: “En este estado de la diligencia la señora AURA MARÍA COHECHA VDA. DE MARTÍNEZ solicita el uso de la palabra y una vez concedida manifiesta: ‘que con la toma guerrillera del nueve de julio del noventa y seis yo estaba aquí en esta casa y la casa quedó muy destruida con los techos caídos, tejas de eternit rotas, las de barro no les pasó nada, las paredes de las piesas [sic] del segundo piso quedaron agrietadas, las puertas desajustadas o salidas, las cañerías se dañaron y tocó levantar el piso para arreglarlas, el daño de las cañerías consistió en que se abrieron por el impacto, los vidrios se cayeron, de dos ventanas, los de la calle, eran como dieciséis vidrios en la parte superior y en la parte de abajo como catorce, en la parte de afuera se dañó el cielo raso y el pañete de las paredes, estos daños se sufrieron por las ondas explosivas e impactos de proyectiles. Quiero allegar copia del contrato civil de obra que firmé con el arquitecto OSCAR CASTRO por DIECISEIS MILLONES CIEN MIL CUATROSCIENTOS PESOS ($16’100,400.oo) para el arreglo de la casa, al igual que un comprobante de ingreso por SIETE MILLONES DE PESOS ($7’000,000.oo) cancelación de la primera cuota de este contrato. Quiero agregar igualmente que los perjuicios que uno recibe en la salud son graves, porque duré más de dos años sorda y muy nerviosa y psicosiada [sic] por las bombas’. El despacho deja constancia que la exponente pone a disposición copia informal de un contrato civil de obra que figura en el papel documentario minerva CO0834314, el aludido en su intervención, al igual que copia informal de un comprobante de ingresos los cuales hacen parte de la presente diligencia”. 

· Folio 42 del cuaderno de pruebas dentro del expediente Nro. 14141: comprobante de ingreso suscrito por el señor Oscar Castro Medrano el 15 de agosto de 1996 por la suma de $7’000,000 pagados por la señora Aura María Cohecha por concepto de la cancelación de la primera cuota del contrato de reconstrucción de vivienda. 

· Folio 45 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141: diligencia de recepción de testimonios realizada el 29 de junio de 2000 en Quetame, en la que el señor Aureliano Herrera Parrado expuso: “PREGUNTADO. Díganos todo lo que aconteció aquella noche y en especial cuéntenos los daños que sufrió la casa de residencia de la señora AURA MARÍA COHECHA VDA. DE MARTÍNEZ. CONTESTO. Esa noche hubo un encuentro entre policía y guerrilla, empezó como a las diez y media de la noche pasaditas y entonces los tiros que se escuchaban y las bombas, granadas afectaron varias casas, entre esas la casa de Doña Aura María Cohecha, sufrió en los cielosrasos [sic], en las paredes, hubo averturas [sic], el techo, puertas, ventanas, vidrios, la tubería sanitaria y de aguas se reventaron, el pañete tocó echarlo de nuevo, recubrirla, a mí me consta por que estaba acá y por que [sic] trabajé en los arreglos de la casa. PREGUNTADO. Sabe usted dónde se encontraba la señora AURA MARÍA COHECHA el día por el que se le ha preguntado. CONTESTO: En la casa de ella que queda en la esquina de la plaza principal de acá. PREGUNTADO. Sabe usted cuál fue el impacto moral y sicológico que sufrió la mencionada señora a raíz de la ocurrencia de los hechos. CONTESTO. A ella le dio susto por las detonaciones y al ver que se caía su casa, ahora a ella le dan nervios cuando escucha cualquier ruido, quedó muy triste porque le dañaron la casa” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 46 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141: diligencia de recepción de testimonios realizada el 29 de junio de 2000 en Quetame, donde la señora Clara Nelly Rozo Pardo indicó: “PREGUNTADO: Ese día la señora Aura María Cohecha se encontraba en su casa de habitación. CONTESTO. Si señora. PREGUNTADO. Sabe usted cual fue el impacto moral sicológico que sufrió ella a raíz de los hechos antes narrados. CONTESTO. Fue traumático porque a su edad casi ochenta años se enferman con facilidad, se le sube la tensión, su sistema nervioso no es muy fuerte, también tengo entendido que duró dos años del sistema auditivo [sic] por los impactos de esa noche, a raíz de eso mantiene bastante enferma y decaída. Aclaro que se le dañó o estuvo enferma del sistema auditivo a raíz de los impactos” (subrayado fuera de texto).

· Folio 48 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141: dictamen pericial rendido el 17 de julio de 2000 en el que los señores peritos Cecilia Amado Flórez y Rodrigo Acosta Rey, concluyeron: “AVALÚO. Nosotros los peritos haciendo las averiguaciones con personas del mismo pueblo e investigando sobre los precios de finca raíz según la oferta y la demanda y según nuestro leal saber y entender de común acuerdo le damos un valor de CINCUENTA MILLONES DE PESOS M/CTE ($50’000,000.oo). El despacho dentro de la diligencia de inspección judicial en segundo punto pide verificar el valor de los daños que padeció el inmueble conforme a los documentos aportados en la prueba novena de la demanda y de la inspección realizada el día 29 de junio del año en curso. Nosotros los peritos con base en el documento aportado, más no con visita y análisis en la construcción, no podemos determinar las cantidades ni adonde [sic] fueron instalados en razón a que es muy difícil determinar el tiempo de construcción y los materiales utilizados y la calidad de los mismos. Y de otra parte no encontramos ni escombros ni vestigios que nos permitan avaluar estos daños. Lo único que sí podemos hacer ya que se nos pide dentro de este punto, es la variación de índice nacional de precios al consumidor. Sobre la cifra de los diez y sies [sic] millones cien mil cuatrocientos de pesos [sic] ($16’100,400) y no el contrato” (subrayado fuera de texto). El dictamen fue aprobado el 31 de julio de 2000 por no haber sido objetado. 

· Folio 55 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141: memorial allegado por la señora Cecilia Amado Flores en su calidad de perito avaluador el 23 de agosto de 2000, en el que se lee: “Con el fin de complementar el dictamen pericial elaborado por la suscrita, respecto de los daños ocasionados al inmueble de la referencia comedidamente me permito anexar en nueve (9) folios, copia de la certificación expedida por el DANE, copia del presupuesto de obra y fotocopia auténtica del contrato civil de obra celebrado entre la Sra. Aura María Cohecha y el Arquitecto Oscar Castro Medrano, documentos soporte en los cuales se basó el mencionado experticio y que por un error involuntario no fueron anexados a este” (subrayado fuera de texto). 

XII. EXPEDIENTE 14940

· Folio 122 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: copia de la escritura pública Nro. 1115 del 19 de diciembre de 1955 en la que consta la compraventa realizada en favor de la señora Elvira Cruz de Gutiérrez, de la casa de habitación construida en adobe y teja de barro junto con el solar o terreno en que se halla edificada ubicada en el perímetro urbano de la población de Quetame.

· Folio 125 del cuaderno de prueba dentro del expediente 13216: copia del folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520048284 en el que se registra la escritura de compraventa Nro. 1115 del 19 de diciembre de 1955. 

· Folio 125 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: certificación expedida por el señor Alcalde del municipio de Quetame el 18 de junio de 1997 en la que se lee: “que el inmueble de propiedad de la señora ELVIRA CRUZ DE GUTIÉRREZ, identificada con la C.C. Nro. 20.849.554 de Quetame ubicado en la K.5 Nro. 4-37 sufrieron [sic] graves daños como consecuencia de la toma subversiva ocurrida el pasado nueve (9) de julio de 1996 en horas de la noche” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 144 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: relación de muebles y enseres que fueron destruidos en la vivienda de propiedad de la señora Elvira Cruz de Gutiérrez, durante el enfrentamiento entre la guerrilla y la policía nacional, ocurrido el 9 de julio de 1996. 

· Folio 127 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: presupuesto de obra realizado por el señor arquitecto Oscar Castro el 30 de agosto de 1996 para la refacción de una vivienda urbana ubicada en la calle 5 No. 4-37 de propiedad de la señora Elvira Cruz de Gutiérrez, por un valor total de $11’484,888.

· Folio 143 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: contrato civil de obra suscrito el 12 de septiembre de 1996 entre la señora Elvira Cruz de Gutiérrez y el señor arquitecto Nelson Castro Medrano con el fin de reconstruir la vivienda ubicada en la calle 5 No. 4-37, por un valor de $15’000,000. 

· Folio 134 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: diligencia de recepción de testimonios realizada el 7 de marzo de 2000 en la que la señora Ligia María Torres Cohecha expresó: “PREGUNTADO. Sírvase indicar al Despacho todo lo que Usted sepa y le conste en relación con unos hechos ocurridos en este municipio el día nueve (9) de julio del año mil novecientos noventa y seis (1996), en desarrollo de los cuales la casa de habitación de la señora ELVIRA CRUZ GUTIÉRREZ fue averiada. CONTESTO: Yo estaba en mi casa entre diez y once de la noche, hubo un enfrentamiento entre la guerrilla y la policía, se escuchaban disparos, granadas, explosiones muy fuertes, eso era a cada rato, se oían que caían vidrios a cada rato, hubo muchas casas afectadas, entre ellas la de doña ELVIRA, unas más que otras. La de doña ELVIRA se vio afectada en los muros, que se abrieron, se averiaron, parte de los techos se abrieron, y parte del piso también se abrieron como grietas como zanjas, lo que había adentro como un televisor, las alcobas, una nevera, y la cocina lo que tenía de losa [sic] eso quedaron los pedacitos, la licuadora, todos los enseres de cocina quedaron semidestruidos [sic], por ejemplo la pantalla del televisor quedó destruida, un jueguito de sala que tenía, eso se destruyó, parte porque le cayó material encima y por las explosiones. Creo que la guerrilla entró por esa parte de esa casa y por eso la casa se vio bastante afectada. (…) PREGUNTADO. Sírvase indicar al Despacho si Usted se enteró dónde se encontraba la señora ELVIRA CRUZ DE RIVEROS, se corrige, la señora ELVIRA CRUZ DE GUTIÉRREZ la noche de los hechos a la que nos estamos refiriendo. CONTESTO. Ella estaba allá en su habitación, igual que todos. PREGUNTADO. Sírvase indicar al despacho cuál fue el impacto moral y psicológico que sufrió la señora ELVIRA CRUZ DE GUTIÉRREZ con el acontecimiento de estos hechos. CONTESTÓ. Ella me enteré al otro día que ella se puso muy nerviosa y que le dio un ataque nervioso y de que debieron llevarla al médico, eso tiene que ser, porque pensar que uno puede morir y pensar que uno perdió todas sus cositas es lógico” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 136 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: diligencia de recepción de testimonios realizada el 7 de marzo de 2000 en la que el señor Víctor Manuel Pardo Camelo expresó: “PREGUNTADO. Sírvase hacer un relato claro y detallado al Despacho de todos los hechos acaecidos en este municipio el día nueve de julio de mil novecientos noventa y seis, en desarrollo de los cuales se vio afectada la casa de habitación de la señora ELVIRA CRUZ DE GUTIÉRREZ. CONTESTO. Yo esa noche estaba acá en Quetame en mi casa de habitación, eran aproximadamente las once a doce de la noche cuando se tomaron el pueblo la guerrilla, hubo enfrentamiento entre la policía y ellos, se enfrentaron con bombas y armas de fuego, eso duró aproximadamente como unas dos horas y ahí fue cuando se afectaron las diferentes casas que pude observar al otro día, entre ellas está la de la señora ELVIRA, se le averiaron paredes, techos, pisos y también algunos muebles como fue el televisor la nevera, una estufa, juego de sala, de alcoba y una vajilla, eso vale por hay [sic] unos TRES MILLONES Y MEDIO aproximadamente de los muebles, de lo otro si no se [sic], por eso no tengo conocimiento cuanto [sic] puede valer. (…) PREGUNTADO. Sírvase indicar al Despacho, si usted se enteró dónde se encontraba la señora ELVIRA CRUZ DE GUTIÉRREZ la noche a la que nos estamos refiriendo. CONTESTO: ella estaba en la casa que queda en la parte sur del pueblo. PREGUNTADO. Sírvase indicar al Despacho cuál fue el impacto moral y psicológico que la señora ELVIRA CRUZ DE GUTIÉRREZ sufrió con estos hechos. CONTESTO. El impacto fue bastante para todos y en especialmente [sic] para ella, porque al otro día les tocó remitirla por allá para Cáqueza a hacerle un examen, para todos los que fuimos afectados el impacto moral psicológico económico fue tremendo, son cosas que jamás las puede uno olvidar” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 146 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: dictamen pericial realizado por los señores Manuel Roberto Novoa Parrado y Ramiro Pérez Clavijo iniciado durante la inspección judicial realizada el 8 de marzo de 2000 al inmueble de propiedad de la señora Elvira Cruz de Gutiérrez en el que se lee: “El área total del inmueble materia del dictamen de acuerdo con las medidas dadas anteriormente es de 17.20 x 19.30=331.96 M2 TRESCIENTOS TREINTA Y UN METROS CUADRADOS NOVENTA Y SEIS CENTÍMETROS. El área construida es de 17.20 x 6.80=116.96M2 CIENTO DIEZ Y SEIS [sic] METROS CUADRADOS NOVENTA Y SEIS CENTÍMETROS, total de área construida. (…) la parte construida tiene una área de 116.96 M2 de acuerdo a los materiales utilizados, el estado hoy al momento de la diligencia de inspección judicial consideramos que el metro cuadrado tiene un costo de DOSCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($200.000.oo) dando entonces un avalúo a los perjuicios de VEINTITRES MILLONES TRESCIENTOS NOVENTA Y DOS MIL PESOS M/CTE ($23.392.000.oo). Los anteriores serían los perjuicios sufridos por el inmueble con la toma guerrillera del (9) de julio de 1996, predio éste de propiedad de la demandante señora ELVIRA CRUZ DE GUTIÉRREZ. Para rendir el dictamen se hicieron cotizaciones en almacenes de materiales y costo de transporte y mano de obra y así poder establecer con certeza el dictamen solicitado” (subrayado fuera de texto). Del dictamen se dio traslado a las partes, y sin que lo hubieran objetado, se impartió aprobación el 5 de abril de 2000.

XIII. EXPEDIENTE 15566

· Folio 174 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: copia de la escritura Nro. 369 del 24 de marzo de 1988 por medio de la cual se celebra el contrato de compraventa en favor de la señora Fanny Camelo de Moyano de un lote de terreno denominado El Porvenir junto con la casa de habitación en él existente, inscrito en el catastro con el número 01-00-0019-003-000 ubicado en el perímetro urbano del municipio de Quetame con cabida aproximada de 700 metros cuadrados.

· Folio 176 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: copia del folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520026318 en el que se inscribe la escritura Nro. 369 del 24 de marzo de 1988.

· Folio 6 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 15566: certificación emitida el 27 de agosto de 1997 por el Inspector municipal de Policía del municipio de Quetame en la que se lee: “Que en la edificación de propiedad de la señora Fanny Camelo de Moyano, identificada con la cdla [sic] nro. 20’850,707 de Quetame, ubicada en la K.4 # 4-13-15 y calle 4 # 4-10 perímetro urbano de este municipio, sufrió daños considerables a raíz del ataque subversivo ocurrido el día nueve de julio del presente año en horas de la noche” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 5 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 15566: certificación sin fecha emitida por la señora Tesorera municipal de Quetame en la que se lee: “Que la señora CAMELO DE MOYANO FANNY posee una casa de habitación en esta localidad, ubicada en K-4-4-13-15 C-4-4-10, perímetro urbano de este municipio inscrita en el catastro bajo el número 010000130003000 sección catastro de este municipio” (subrayado fuera de texto).  

· Folio 177 del cuaderno de pruebas dentro del proceso 13216: relación de muebles y enseres destruidos durante la toma guerrillera ocurrida el 9 de julio de 1996 en el municipio de Quetame, y que se encontraban dentro del piqueteadero Doña Fanny localizado en la carrera 4 Nro. 4-13 por un valor de $2’200,000. 

· Folio 179 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: presupuesto de obra realizado el 30 de agosto de 1996 por el señor arquitecto Oscar Castro para la refacción de una vivienda urbana ubicada en la carrera 4 Nro. 4-13 de propiedad de la señora Fanny Camelo de Moyano por un valor de $12’583,320. 

· Folio 195 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: presupuesto de obra realizado el 30 de agosto de 1996 por el señor ingeniero Javier Mauricio Gómez para la reconstrucción de la vivienda de propiedad de la señora Fanny Camelo de Moyano ubicada en la carrera 4 Nro. 4-13, por un valor de $16’585,900. 

· Folio 186 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: diligencia de inspección judicial realizada el 7 de marzo de 2000 en el municipio de Quetame con el fin de avaluar los daños sufridos por el inmueble de propiedad de la señora Fanny Camelo de Moyano, en la que se lee: “En este estado de la diligencia la señora FANNY CAMELO DE MOYANO solicita el uso de la palabra y una vez concedida manifiesta: ‘quiero allegar a esta diligencia los contratos de arrendamiento que para la época en que ocurrieron los hechos tenía en vigencia, ya que tenía arrendado la parte de arriba, es decir, el segundo piso al señor JOSE DEL CARMEN BAQUERO CRUZ por DOSCIENTOS MIL PESOS ($200.000,oo) y el local a la señora LUZ STELLA BAQUERO DE CRUZ por la suma de TRESCIENTOS MIL PESOS ($300.000.oo); igualmente allego copia del contrato civil de obra suscrito con el ingeniero JAVIER MAURICIO GOMEZ P. para la reconstrucción de la vivienda por valor de DIESCISEIS MILLONES QUINIENTOS OCHENTA Y CINCO MIL NOVECIENTOS PESOS ($16’585,900.oo)”. 

· Folio 190 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: contrato de arrendamiento de vivienda urbana Nro. 4808697 suscrito el 10 de enero de 1996 entre la señora Fanny Camelo de Moyano (arrendadora) y el señor José del Carmen Baquero Cruz (arrendatario) del inmueble ubicado en la carrera 4 Nro. 4-13 con una duración de 1 año y un canon de $200.000 mensuales. 

· Folio 191 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: contrato de arrendamiento de vivienda urbana Nro. 4808682 suscrito el 5 de febrero de 1996 entre la señora Fanny Camelo de Moyano (arrendadora) y la señora Luz Stella Baquero de Cruz (arrendataria) del inmueble ubicado en la carrera 4 Nro. 4-13 con una duración de 1 año y un canon de $300.000 mensuales.

· Folio 192 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: contrato civil de obra suscrito entre la señora Fanny Camelo de Moyano y el señor Ingeniero Javier Mauricio Gómez, con el fin de reconstruir la vivienda de propiedad de la señora Fanny ubicada en la carrera 4 Nro. 4-13 por un valor de $16’585,900 y un plazo de 2 meses y 20 días. 

· Folio 197 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: diligencia de recepción de testimonios realizada el 7 de marzo de 2000 en la que el señor José Porfirio Ramos Rincón declaró: “PREGUNTADO. Sírvase indicar al despacho todo lo que usted sepa y le conste en relación con unos hechos ocurridos el día nueve (9) de julio del año noventa y seis. En desarrollo de los cuales se vio afectada la vivienda de propiedad de la señora FANNY CAMELO DE MOYANO. CONTESTO. Ese día hubo un enfrentamiento de la guerrilla con la policía, eso empezó faltando diez para las diez de la noche en la casa municipal que quedaba ubicada en la esquina del parque, los guerrilleros atacaron con roquers [sic], granadas, con bombas y de ahí con la onda explosiva de las bombas se deterioraron muchas habitaciones muchas casas y entre ellas la de doña FANNY o el restaurante de doña FANNY, destruyéndole los muebles, la vitrina enfriadora de seis bandejas, diez juegos de muebles de madera con cuatro sillas, un equipo de sonido SONY, televisor y no me acuerdo de más, se corrige, no me acuerdo de la marca del televisor, todo lo que tenía en vajilla de losa y un horno eléctrico y el deterioro de la casa, la averiada de los muros y de las placas o las planchas. La casa se averió parejo, las puertas, ventanas vidrios no quedó nada. (…) PREGUNTADO. Sírvase indicarnos donde [sic] se encontraba doña FANNY CAMELO DE MOYANO ese día. CONTESTO. Ella estaba en la casa. PREGUNTADO.  Díganos cuál fue el impacto moral y psicológico que sufrió ella con la ocurrencia de los hechos. CONTESTO.  Ella se puso muy nerviosa  preocupada de ver su casa destruida y el miedo de perder la vida y la familia, porque todos estaban ahí. (…) PREGUNTADO. Informe al despacho si la señora FANNY CAMELO DE MOYANO a la fecha de los hechos que nos estamos refiriendo tenía arrendada alguna parte del inmueble de su propiedad, en caso afirmativo, sírvase determinar a quién y por qué valor tenía en arrendamiento alguna parte del inmueble. CONTESTO. Sé que tenía en arrendamiento, pero no sé a quién ni porque [sic] valor” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 199 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: diligencia de recepción de testimonios realizada el 7 de marzo de 2000 en la que el señor Marco Antonio Herrera Acosta expuso: “PREGUNTADO. Sírvase hacer al despacho un relato claro y detallado de todo cuando Usted sepa y le conste en relación con unos hechos ocurridos el día nueve (9) de julio del año noventa y seis (96), en desarrollo de los cuales la casa de habitación de la señora FANNY CAMELO DE MOYANO sufrió algunos daños. CONTESTO. En esa fecha aproximadamente a las diez de la noche hubo una toma guerrillera en la cual se enfrentó la policía con los guerrilleros y hubo dos agentes muertos, durante el enfrentamiento de acuerdo a las detonaciones se escucharon bombas, granadas, tiros de roquers [sic], de fusil y otros, de tal manera que hubo destrucción a muchas viviendas del casco urbano de Quetame. La casa de la señora FANNY CAMELO DE MOYANO sufrió destrucción casa en su totalidad [sic] (…) PREGUNTADO. Sírvase indicarnos exactamente en qué daños se vio afectada la casa de la señora FANNY CAMELO DE MOYANO. CONTESTO. Paredes, puertas, ventanas y pisos, también elementos como enfriador, televisor, equipo de sonido, horno eléctrico, mesas, algunas de madera no recuerdo exactamente cuántas, asientos. (…) PREGUNTADO. Sabe usted dónde se encontraba la señora FANNY CAMELO DE MOYANO ese día. CONTESTO. Se encontraba en su casa de habitación junto con su familia. PREGUNTADO. Díganos cuál fue el impacto moral y psicológico que sufrió ella con la ocurrencia de los hechos. CONTESTO. La angustia y la zozobra que los acompañó en ese momento, tanto a ella como a su familia son incalculables, ya que temían por su integridad personal. (…) PREGUNTADO. Informe al despacho si la señora FANNY CAMELO DE MOYANO para el día de los hechos ocurridos el nueve de julio de mil novecientos noventa y seis, tenía arrendada alguna parte del inmueble de su propiedad, en caso afirmativo, a quién o a quiénes y cuál era el canon mensual de arrendamiento. CONTESTO. Sé que tenía arrendado parte de la casa, primer piso y tercer piso, tercero arrendado al señor JOSE DEL CARMEN BAQUERO y el primero no sé exactamente a quién. El tercero por la suma de TRESCIENTOS MIL PESOS y el segundo por se corrige, el primero por la suma de DOSCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 201 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: diligencia de recepción de testimonios realizada el 7 de marzo de 2000 en la que el señor Ángel María Velásquez Parrado dijo: “PREGUNTADO. Sírvase hacernos un relato claro y detallado de todo lo que aconteció el nueve de julio de mil novecientos noventa y seis en este municipio, cuando la casa de habitación de doña FANNY CAMELO DE MOYANO sufrió algunos daños. CONTESTO. Eso fue cuando fue la toma guerrillera contra el puesto de la policía, yo estaba en mi casa que queda exactamente subiendo por la calle de la iglesia al lado derecho ese día echaron plomo, eran como de la [sic] diez a las diez y media, al principio de [sic] escuchaba ráfaga de fusil y luego como bombas eso simbroniaba [sic] las casas, eso le metían bombas y bombas y no podían tumbar la casa municipal, eso fueron seis o siete detonaciones fuertes y duró como hasta las doce o doce y media, eso no se supo hasta que [sic] horas. La casa de doña FANNY sufrió lo que fue ventanales, con el simbronazo [sic] se doblaron los marcos y los vidrios se rompieron, las puertas se botaban para el piso, de la parte de abajo derrumbó una plancha, cuando el muro era de adobe y le habían incrustado la biga [sic], eso lo tumbó y además por hay [sic] los electrodomésticos como enfriadores, era uno grande, como diez juegos de mesa de madera con sus respectivas butacas, un equipo de sonido, televisor, bandejas de corona, de esa de loza, un horno eléctrico, aproximadamente esos no recuerdo así [sic], destruido totalmente [sic]. (…) PREGUNTADO. Díganos cuál fue el impacto moral y psicológico que sufrió doña FANNY con la ocurrencia de esos hechos. CONTESTO. Pavoroso, aterrador, totalmente todos aterrorizados, ella estaba decaída totalmente, asustada, después se fue recuperando. (…) PREGUNTADO. Informe al despacho si la señora FANNY CAMELO DE MOYANO, tenía arrendada alguna parte del inmueble de su propiedad afectado durante los hechos ocurridos el día nueve de julio de mil novecientos noventa y seis, en caso afirmativo, a quién o a quiénes y cuánto era el canon mensual. CONTESTO. Sí el local se lo tenía arrendado a doña ESTELLA BAQUERO DE CRUZ ahí funcionaba un restaurante y vendían cerveza, ella pagaba de arriendo TRESCIENTOS MIL PESOS y lo de la segunda parte le tenía arrendado a un señor JOSE DEL CARMEN BAQUERO, él le pagaba DOSCIENTOS MIL PESOS por una parte ahí” (subrayado fuera de texto).  

· Folio 203 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: dictamen pericial rendido el 17 de marzo por Ramiro Pérez Clavijo y Luís Alfredo Moreno en el que se lee: “el inmueble se encuentra ubicado en el perímetro urbano de ese municipio, con un área de setecientos (700) M2 construidos, una parte, con material sólido como concreto, ladrillo y hierro; la otra parte, en adobe, madera y teja de barro. Esta construcción consta de un sótano con dos (2) niveles en obra negra, dos (2) niveles; en el primer nivel funciona un restaurante y en el segundo las habitaciones. (…) se constató en la diligencia judicial que los materiales utilizados en la restauración del inmueble, son de óptima calidad y la obra ejecutada por un profesional, por el cual quedó en buenas condiciones habitables. DAÑO EMERGENTE: descripción del material utilizado y mano de obra, incluyendo sobrecostos por daños ocasionados por el acarreo del mismo, alquiler de implementos, limpieza y aseo de la obra: (…) TOTAL SON: VEINTE MILLONES DE PESOS CON CERO CENTAVOS ($20’000,000). LUCRO CESANTE: para determinar el lucro cesante se tuvo en cuenta que los daños ocasionados el día nueve (9) de julio de 1996 a septiembre de 1998 transcurrió un tiempo de diez y nueve (19) meses calendario y según copia de los contratos suministrados por la demandante FANNY CAMELO DE MOYANO, demuestran que estaban arrendadas las dos (2) instalaciones por $200 y $300.000 pesos cada una, lo que nos daría un total de QUINIENTOS MIL PESOS MENSUALES, el cual nos daría un total de DIEZ MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS ($10’500,000). Total daño emergente y lucro cesante: $30’500,000. Anexo al presente experticio copia de los contratos de arrendamiento y fotos de la obra cuando se encontraba en proceso de restauración. Este material fue suministrado por la demandante FANNY CAMELO DE MOYANO” (subrayado fuera de texto). Del dictamen se dio traslado a las partes y ante su silencio, se impartió aprobación el 4 de abril de 2000. 

XIV. EXPEDIENTE 15565

· Folio 12 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 15565: registro civil de matrimonio en el que consta que el señor Ángel María Velásquez contrajo matrimonio el 16 de agosto de 1969 con la señora Blanca Leonor Cruz. 

· Folio 93 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: copia de la escritura Nro. 354 en la que consta que el 22 de marzo de 1988 se realizó la compraventa en favor del señor Ángel María Velásquez de un local de adobe y teja de barro inscrito en el catastro con el número 01-0-013-006-000 con nomenclatura C.4 # 4-04/10 ubicado en el sector urbano del municipio de Quetame.

· Folio 95 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: copia del folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520032961 del predio urbano ubicado en la calle 4 # 4-04/10 en el que consta que tiene una cabida aproximada de 60 metros cuadrados y registra la compraventa elevada en la escritura Nro. 354 del 22 de marzo de 1988. 

· Folio 6 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 15565: certificación expedida el 27 de agosto de 1997 por el Inspector Municipal de Policía en la que se lee: “Que en la edificación de propiedad del señor: ANGEL MARÍA VELASQUEZ PARRADO, identificado con la cédula de ciudadanía Nro. 2’982,715 expedida en Cáqueza Cundi., ubicada en la Calle 4ª Nr. 3-25-31, perímetro urbano de este municipio sufrió daños considerables a raíz del ataque subversivo ocurrido el día nueve (9) de julio de mil novecientos noventa y seis (1996) en las horas de la noche” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 5 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 15565: certificación emitida el 27 de agosto de 1997 por la Tesorera Municipal de  Quetame en la que se lee: “Que el señor VELASQUEZ ANGEL MARÍA, identificado con la c.c. Nro. 2’982, 715 expedida en Cáqueza Cund., posee una casa de habitación ubicada en C-4 # 3-25-31 perímetro urbano de este municipio, este inmueble se encuentra radicado en el catastro bajo el número 010000130006000” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 97 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: copia del presupuesto de obra realizado el 30 de agosto de 1996 por el señor arquitecto Oscar Castro, para la refacción de la vivienda urbana ubicada en la calle 4 # 3-25-31 cuyo propietario es Ángel María Velásquez, por un monto total de $9’207,840. 

· Folio 102 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: listado realizado por el señor Ángel María Velásquez de los daños ocasionados a los muebles y enseres de la casa de su propiedad durante la incursión guerrillera de la que trata la demanda por un valor de $3’980,000. 

· Folio 104 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: diligencia de recepción de testimonios realizada el 7 de marzo de 2000, en la que el señor Parmenio Moyano Guatavita declaró: "PREGUNTADO: sírvase hacer un relato, claro, preciso y detallado de todo lo que ocurrió el día nueve de julio de mil novecientos noventa y seis. Hechos en desarrollo de los cuales resultó destruida la casa de propiedad del señor ANGEL MARÍA VELASQUEZ PARRADO. CONTESTO. Esta noche faltaban diez para la diez y se formó el enfrentamiento entre la guerrilla y la policía nacional, yo estaba en mi casa aquí en el casco urbano y entonces eso fue tremendo, eso duró desde esa hora dandosen [sic] de parte y parte bombas, roquers [sic] como hasta las dos de la mañana. El enfrentamiento fue ahí donde es la alcaldía, ahí en el marco de la plaza, ahí funcionaba antes el comando de la policía, yo vi a los guerrilleros ahí en el solar de la casa de SARITA CASTRO que queda como a veinte metros donde era el Comando de la Policía, inclusive en el solar de SARITA quedó un policía muerto. La casa de don ANGEL MARÍA VELASQUEZ quedó destruida lo que fueron muebles, comedor, sala, alcoba, inmobiliario [sic] de cocina, televisor, equipo, las puertas de madera quedaron todas ahí en el segundo piso donde está la Registraduría, eso tenían puertas de madera dos se repararon y las otras tocó hacerlas nuevas, la casa tenía cuatro ventanas y no quedó vidrio bueno, la mampostería se grietó [sic], la bigacanal [sic] se averió, era de concreto y las tejas de eternit se rompieron la mayoría le tocó cambiarlas, el piso también le tocó cambiarlo, porque eso se levantó y lo debajo [sic] del local eso el baño y todo le tocó reconstruir y el piso, ahí en ese local funcionaban unos billares lo mismo que esta [sic]; en ese momento el local estaba abierto y llegó la guerrilla y los sacó y se los llevó para la iglesia, ahí también se dañaron tres puertas de madera y el portón de hierro que le tocó repararlas y volver y [sic] instalarlas. Le tocó remodelar las paredes y mampostería. PREGUNTADO. Usted sabe dónde se encontraban don ANGEL MARÍA VELASQUEZ PARRADO y doña BLANCA LEONOR CRUZ RUBIO ese nueve de julio del noventa y seis. CONTESTO. Ellos estaban ahí en la casa en el segundo piso, eso tiene algo más de dos años desde que se fueron de acá. PREGUNTADO. Díganos cuál fue el impacto moral y sicológico que sufrieron ellos con la ocurrencia de los hechos. CONTESTO. La señora BLANCA sufre de nervios y del corazón a ella les tocó llevarla ese mismo día al puesto de salud y ella siguió enferma y siguió con esa sicosis ya de mirar que de pronto pierde la vida o lo mataron [sic] y ahora después de mirar todo destruido todo lo que había en la casa y don ANGEL MARÍA se afectó lo mismo. (…) PREGUNTADO. Informe al despacho, si le consta que el señor ANGEL MARÍA VELASQUEZ PARRADO, para la fecha de los hechos a los que nos estamos refiriendo, tenía arrendada alguna parte de la vivienda, en caso afirmativo, sírvase informar que tenía arrendado a quién y el valor del canon de arrendamiento. CONTESTO. El señor ANGEL MARÍA le tenía arrendado a el [sic] señor GERMÁN GUTIÉRREZ el primer piso, ahí funcionaban los billares y no me acuerdo exactamente cuánto era el arriendo pero deben ser por hay [sic] unos TRESCIENTOS, las mesas de los billares, dos también se dañaron, estas eran de don ANGEL MARÍA, las mesas se desajustaron, también había un botellero de ANGEL MARÍA se dañó y lo que había en los estantes como licores” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 106 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: diligencia de recepción de testimonios realizada el 7 de marzo de 2000, en la que el señor Nelson Germán Gutiérrez Torres expuso: “PREGUNTADO: Sírvase hacer un relato claro y detallado de todo cuanto Usted sepa y le conste de todo lo ocurrido el día nueve de julio del año noventa y seis. Hechos en desarrollo de los cuales se vio afectada la casa de propiedad del señor ANGEL MARÍA VELASQUEZ PARRADO. CONTESTO. Yo estaba en la casa de don ANGEL en un local que le tenía arrendado, como a las diez de la noche hubo un enfrentamiento entre la guerrilla y la policía y con la bomba [sic] esas destruyeron parte de la casa, destruyeron las puertas, tres puertas del frente dos de madera y una metálica; destruyeron todo el equipo de la casa, los electrodomésticos como el televisor, el equipo, la nevera, el juego de sala, las camas, juego de alcoba, la cocina todo lo de ella como la losa [sic], la estufa. Las ventanas se cayeron todos los vidrios y el techo de la casa, las tejas se cayeron. En el local que yo tenía arrendado funcionaba un billar, ahí se destruyeron las dos puertas de madera y una metálica, se corrige, las dos puertas de madera y una ventana y un muro que se averió y el resto ya fue licor y las mesas y eso. (…) PREGUNTADO. Sírvase indicar al Despacho si lo sabe dónde se encontraba el señor ANGEL MARÍA VELASQUEZ PARRADO y la señora BLANCA LEONOR CRUZ RUBIO el día al que nos estamos refiriendo. CONTESTO. Ahí en la casa en el segundo piso. PREGUNTADO. Sírvase indicar al Despacho, si lo sabe, cuál fue el impacto moral y psicológico que sufrieron ellos con la ocurrencia de los hechos. CONTESTO. El susto, los nervios de que fueran a quedar muertos ahí debajo del techo. PREGUNTADO. Sírvase indicar al Despacho cuál era el canon de arrendamiento del inmueble  que Usted tenía arrendado para la fecha en que ocurrieron los hechos. CONTESTO. CUATROSCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS” (subrayado fuera de texto).

· Folio 230 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: dictamen pericial rendido el 26 de septiembre de 2000 por los peritos Jorge Armando Yaya Martínez y Alirio torres Sánchez en el que se lee: “A. (…) se trata de un predio urbano ubicado en la parte central del municipio de Quetame, departamento de Cundinamarca en la calle 5 No. 3-25/31 la que se encuentra debidamente inscrita en el folio de matrícula No. 1520032961 en la oficina de registro de instrumentos públicos del municipio de Cáqueza. Este inmueble según la información suministrada por vecinos del demandante, el inmueble se encontraba totalmente construido con materiales de buena calidad, sólidos y consistentes, hasta la fecha en que [sic] objeto de un atentado por parte de las fuerzas irregulares del orden público.  B. Estado actual del inmueble y los bienes muebles. En las visitas que realizamos los peritos al inmueble de propiedad de los demandantes señores ANGEL MARÍA VELASQUEZ PARRADO Y BLANCA LEONOR CRUZ RUBIO, así como para recibir la información pertinente, pudimos observar que la vivienda se encuentra en la actualidad totalmente refaccionada y remodelada, lo que les significó una elevada inversión para sus propietarios. De igual manera apreciamos que el mobiliario se encuentra casi en su totalidad nuevo y algunos fueron reparados, quedando en muy buenas condiciones de conservación y mantenimiento. 3. AVALUO DE LOS DAÑOS MATERIALES. Los perjuicios materiales ocasionados a los demandantes en virtud de los hechos terroristas, ocurridos el 9 de julio de 1996 los constituye el daño emergente, el lucro cesante y la indexación. 3.1. DAÑO EMERGENTE (…) se verifica el presupuesto realizado por el Arq. OSCAR CASTRO M, para lo cual se tomaron las cantidades de obra y material, donde se concluye, que se presentaron algunas variaciones tanto en las unas como en las otras. Por lo tanto es conveniente hacer el cuadro comparativo, entre las proyectadas y las reales; así mismo la verificación de precios (…) Conclusión parcial. Daño emergente parcial: valor de la reparación de la vivienda $8’273,205 pesos moneda legal. 3.1.2. RECONSTRUCCIÓN DE UN LOCAL. Se le da plena validez al contrato de obra celebrado entre ANGEL MARÍA VELASQUEZ Y JOSE TEODOLINDO NIETO ROMERO de fecha primero de noviembre de 1998 para el cual nos hicieron entrega del original toda vez que se acomoda a las necesidades, y a los precios reales de materiales y mano de obra para la época de su constitución, cuyo precio se pactó en DOS MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS ($2’500,000) moneda legal. Conclusión parcial arreglo local $2’500,000. 3.1.3. Perjuicios materiales por el daño y pérdida de bienes muebles por el hecho de haberse dañado y/o perdido, a causa del impacto que recibieron al caerse la construcción encima. Según el siguiente inventario (…) Total $3’980,000.oo (…) VALORACIÓN. Los suscritos en la visita que hicimos al inmueble pudimos comprobar que los bienes muebles a que se refiere la petición de reconocimiento y pago no estaba dentro de él, debido a que se hizo necesario retirarlos para reparar el inmueble, ya que según la manifestación de las personas este quedó inhabilitable [sic] y los bienes se dañaron por el impacto al caer la construcción. Para poder constar el estado de algunos nos trasladamos a la ciudad de Cumaral Departamento de Meta, lugar donde se habían trasladado los demandantes después de los hechos. Estimamos los suscritos peritos reconocer del valor que reclaman los demandantes un porcentaje equivalente al mismo del 70%, en razón que algunos bienes se perdieron totalmente pero otros pudieron ser refaccionados prestando el servicio destinado como es el caso de dos camas sencillas y el juego de sala; a esta última se le hizo cambio de tapicería. Así las cosas tenemos: el monto dinerario reclamado por los demandantes: $3’980,000.oo Porcentaje reconocido por los peritos 75%: de dicho estimativo (…) conclusión parcial valor de los bienes muebles $2’786.000.oo. 3.1.4. daño emergente dejado de percibir al lapso de tiempo [sic] que el inmueble estuvo sin reparar y por ende sin arrendar: 1. Para la época de los acontecimientos en el inmueble habitaban los demandantes en la segunda planta y en el primer piso era explotado como local. Según contratos que se anexan, el contrato de reparación de la vivienda lo realizaron los demandantes el 26 de septiembre de 1997 y terminaron la reparación el 6 de noviembre de 1997, lo que significa que el inmueble únicamente estuvo sin rentar o sin habitar cuatro meses aproximadamente; supimos que luego fue arrendada a un señor NELSON GUTIÉRREZ y posteriormente a un ente estatal por tal razón los suscritos de mutuo acuerdo, reconocerle [sic] a los demandantes la suma de UN MILLON SEISCIENTOS MIL PESOS, por concepto de cánones dejados de recibir y que los demandantes debieron pagar por no poder habitar el inmueble de su propiedad. Conclusión parcial $1’600.000. CONCLUSIÓN 1 DAÑO EMERGENTE. 3.1.1. V/R reparación vivienda $8’273.205 3.1.2. Arreglo local $2’500,000 3.1.3. valor bienes muebles $2’786,000 3.1.4 valor cánones vivienda $1’600,000 Total daño emergente inicial $15’159,205. 3.2. LUCRO CESANTE. El lucro cesante se tendrá en cuenta en el acápite de indexación y se liquidará sobre el daño emergente actualizado a razón del 1.9% mensual durante cuarenta y cuatro (44) meses: L.C=D.E.xIxT= INDEXACIÓN. Consideramos los suscritos la viabilidad de reconocer a los demandantes, la INDEXACIÓN sobre el daño emergente, ya que a nuestro sentir, la moneda nacional perdió su poder adquisitivo de una manera abismal, es decir con más dinero, se compran menos bienes, lo amerita tal reconocimiento en aras de resarcir los perjuicios recibidos por parte de las demandadas a los demandantes, conforme a la siguiente tabla: (…) DAÑO EMERGENTE ACTUAL: $25’265,955 LUCRO CESANTE FINAL (…)  L.C.A=25’265,955x1.9%x44 meses=53’367,605.10 (…) CONCLUSIÓN FINAL. PERJUICIOS MATERIALES: DAÑO EMERGENTE (V.P)= $25’265,954. LUCRO CESANTE $53’367.605. VALOR TOTAL DE PERJUICIOS $78’635,557. SON: SETENTA Y OCHO MILLONES SEISCIENTOS TREINTA Y CINCO MIL QUINIENTOS CINCUENTA Y SIETE PESOS MONEDA LEGAL” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 131 del cuaderno principal dentro del expediente 13216: memorial sin número suscrito por el apoderado de la parte demandada el 9 de noviembre de 2000 en el que solicita aclarar y complementar el dictamen presentado por los peritos Jorge Armando Yaya Martínez y Alirio Torres Sánchez. Al efecto esgrimió que el dictamen no se encuentra fundamentado en estudios técnicos realizados sobre el inmueble para precisar el tipo de materiales con los que contaba la construcción inicial, ausencia del avalúo catastral del inmueble que habría permitido contar con un referente objetivo para establecer el valor del inmueble, y finalmente, no se aportaron cotizaciones ni facturas que permitieran definir el valor de los materiales utilizados para la reconstrucción del inmueble afectado.  La solicitud de aclaración fue aceptada por auto del 5 de diciembre de 2000 (folio 134 del cuaderno principal dentro del expediente 13216). De la aclaración se dio traslado a las partes el 13 de febrero de 2001.

· Folio 242 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216: Aclaración y complementación del dictamen pericial anexada al expediente el 19 de diciembre de 2000, en la que se lee: “Se solicita se aclare el dictamen por considerar el señor apoderado de las demandadas que el dictamen no se encuentra fundamentado en estudios técnicos, sino que simplemente los peritos nos limitamos a hacer un dictamen de oídas. Al respecto nos permitimos manifestar que en el cuerpo del trabajo presentado ordinales 3.1.1. y en el literal B se encuentra con precisión la descripción de la obra presupuestada por el arquitecto Oscar Castro y la real, medida por los peritos en el literal B, en cuadros separados e individualizados, de lo que se concluye que si hay precisión y no amerita duda alguna. (…) Solicita el señor apoderado que se tenga en cuenta el avalúo catastral para establecer con más veracidad el precio del inmueble. Al respecto manifestamos que los actores no demandan se les pague el inmueble sino se les reconozca los perjuicios recibidos en ocasión [sic] a la toma guerrillera, la que motivó deterioro en el mismo y hubo necesidad de invertir en la reparación dinero propio para dar un servicio nuevamente el inmueble [sic]. Téngase en cuenta que en la peritación se utiliza el procedimiento empírico (experiencia) sobre las personas o las cosas. Es por eso que se sacaron cantidades de obra y se fijaron precios unitarios, se separaron ítems y luego se sumaron para sacar subtotales y total general. Por esta razón el avalúo catastral no es necesario para el presente trabajo por lo que el estudio es directo, basado en la experiencia. (…) En lo que hace relación a los bienes muebles como lo manifestamos en el dictamen, los demandantes se fueron de Quetame a Cumaral Meta y hasta allí nos trasladamos con el objeto de valorar los bienes reclamados por éstos; pudiéndolos [sic] establecer que algunos de ellos no existían debido a que se dañaron totalmente al momento de los hechos por haberles caído parte de la construcción sobre ellos y otros los repararon. Tendrá en cuenta el Despacho que las facturas de adquisición de estos bienes por parte de los demandantes, no las tenían, debido a que su casa fue objeto de la toma, además abandonaron a Quetame, trasteándose a otra ciudad. (…) INDEXACIÓN. Con el merecido respeto al libelista que solicita la aclaración los suscritos con respecto a este punto la indexación, no se hace a la depreciación del inmueble, sino a la depreciación de la moneda nacional colombiana, con respecto al daño emergente padecido por los demandados para lo cual tuvieron que invertir dinero en la reparación de su inmueble: la moneda nacional pierde su valor constantemente” (subrayado fuera de texto).
XV. EXPEDIENTE 2042

· Folio 2 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042: escritura pública Nro. 680 del 18 de junio de 1996 en la que consta la compraventa de los derechos de cuota y derechos y acciones en derecho de cuota que hizo la señora María Cristina Vargas de Riveros sobre el inmueble ubicado en la calle 7 # 4-39-47 del municipio de Quetame, con matrícula inmobiliaria 1520023573 y cédula catastral Nro. 010000200007000.

· Folio 164 del cuaderno principal dentro del expediente 13216: copia de la escritura pública Nro. 561 del 26 de diciembre de 2002 en la que la señora María Cristina Vargas de Riveros compra el lote en el que reposaban las mejoras que había adquirido previamente según escritura pública Nro. 680 del 18 de junio de 1996. 

· Folio 1 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042: folio de matrícula inmobiliaria Nro. 15223573 en el que consta que a través de escritura 680 del 18 de junio de 1996 las señoras Rosa América Cruz y Elvira Riveros Vda. De Carrillo transfieren el derecho de cuota en mejoras en favor de la señora María Cristina Vargas de Riveros (folio 163 del cuaderno principal dentro del expediente 13216). 

· Folio 69 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042: oficio sin número suscrito el 31 de agosto de 2000 por el Alcalde municipal de Quetame en el que se lee: “En atención a lo solicitado en los oficios de la referencia, comedidamente me permito manifestarle que el día 9 de julio de 1996, el casco urbano del municipio de Quetame, Cundinamarca, fue objeto de una incursión guerrillera durante las horas de la anoche [sic], la cual se extendió hasta altas horas de la madrugada generando un enfrentamiento entre la Policía Nacional y los subversivos, y dado el poder destructivo de las ramas de largo alcance (morteros, bombas, fusiles, granadas, etc.) que utilizaron en el ataque y en la defensa, resultaron muerto [sic] dos miembros de la Policía Nacional y, destruido totalmente el palacio Municipal donde funcionaba la Caja Agraria, la Registraduría y el cuartel de la Policía Nacional, sufriendo además graves daños las casas y vehículos que a continuación relaciono: a) Casas de habitación y locales afectados: (…) 7º. Casa de habitación de la señora María Cristina Vargas de Riveros (…)”.  

· Folio 9 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042: certificación expedida el 14 de junio de 1998 por la Tesorera municipal de Quetame en la que se lee: “Que RIVEROS CARRILLO INES y VARGAS RIVEROS MARÍA CRISTINA se encuentran a paz y salvo con el pago del impuesto predial correspondiente a los dos contados de 1998, del predio denominado C-7-4-39-47  de la zona urbana de este municipio y radicado bajo el Nro. Catastral 010000200007000 de la sección catastro de Quetame Cundinamarca” (subrayado fuera de texto). 

· Folio 10 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042: presupuesto de obra realizado el 16 de agosto de 1996 por el señor arquitecto Nelson Castro Medrano para la reconstrucción de la vivienda urbana ubicada en la calle 7 # 4-39 / 47 de propiedad de la señora María Cristina Vargas de Riveros por un valor de $44’380,212.

· Folio 15 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042: contrato civil de obra suscrito el 16 de agosto de 1996 entre el señor arquitecto Nelson Castro Medrano y la señora María Cristina Vargas de Riveros con el objeto de reconstruir totalmente la vivienda de ésta por un valor de $44’380,212. 

· Folio 40 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042: diligencia de inspección judicial realizada el 23 de junio de 1999 al inmueble de propiedad de la señora María Cristina Vargas de Riveros, en la que se lee: “En este estado de la diligencia la señora MARÍA CRISTINA VARGAS DE RIVEROS solicita el uso de la palabra y una vez concedida manifiesta: ‘Que los títulos que tengo son mejoras únicamente, se ha hecho la solicitud para legalizar los terrenos en la cual esta [sic] la casa en posesión hace más de cien (100) años, esta casa fue de propiedad del abuelo de mi esposo, la solicitud se ha hecho a los dos últimos alcaldes y no he tenido respuesta’”. 

· Folio 60 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042: dictamen pericial rendido el 9 de julio de 1999 en el que los señores peritos Ramiro Pérez Clavijo y Luís Alfredo Moreno Gutiérrez expusieron: “UBICACIÓN DEL INMUEBLE: El inmueble objeto del presente experticio se encuentra ubicado en el perímetro urbano Cra. 4/39/47 de la calle 7, de la actual nomenclatura de este municipio. El área de terreno reconstruido consta de aproximadamente de 200 mts cuadrados y 120 mts para reconstruir, que consta de 2 niveles. AREA RECONSTRUIDA: Los costos del área reconstruida se incluyen los sobrecostos que se ocasionaron por el acarreo de los materiales y deterioro de los mismos, incluyendo alquiler de elementos como son: madera, mezcladora, andamios, plumas, bateas, etc. Tomando en cuenta todos estos sobre costos, se procede a hacer la siguiente medidas [sic] de pisos, revestimiento de paredes [sic], cielo rasos, corredores, y acabados, pintura, estuco, cielo rasos en lámina, barandas en concreto y pintadas. COSTOS DEL ÁREA RECONSTRUIDA. (…) TOTAL $13’700,000. AREA SIN RECONSTRUIR. El área sin reconstruir consta de dos niveles, el primer nivel consta de 120 mts aproximadamente y que se encuentra más deteriorado, para su rehabilitación se calcula en $10’000,000.oo DIEZ MILLONES DE PESOS MCTE, y el segundo nivel que consta de 150 metros aproximadamente con un corredor de madera barandas y columnas en madera el costo puede superar los CATORCE MILLONES DE PESOS ($14’000,000.oo), la habilitada de toda la construcción nos daría un total de TREINTA Y SIETE MILLONES SETECIENTOS MIL PESOS MCTE ($37’700,000.oo) (subrayado fuera de texto). No siendo otro el motivo de la presente nos suscribimos de usted”. Rendido en los anteriores términos, el dictamen fue aprobado el 21 de julio de 1999 por no haber sido objetado. 

2.2. La valoración probatoria y conclusiones

El acervo probatorio así constituido, permite tener por demostrados los siguientes hechos: 

· Que el día 9 de julio de 1996 se presentó un enfrentamiento armado en Quetame, Cundinamarca, entre miembros de la Policía Nacional y guerrilleros de las FARC, al sufrir una incursión guerrillera dirigida principalmente contra la estación de policía municipal. Las diligencias preliminares de carácter disciplinario y administrativo iniciadas por estos hechos fueron archivadas al no existir mérito para abrir investigación formal. 

· Que con ocasión de los hechos relatados, sufrieron disminución en su patrimonio, entre otros: Darubio Alfonso Velásquez Guevara, Ana María Pardo Turriago y María Cristina Vargas de Riveros, al ver destruidas como consecuencia de las explosiones ocurridas durante la incursión guerrillera, las mejoras de las que son propietarios, consistentes en locales comerciales con respecto al primero, y casas de habitación con respecto a las otras dos; Ángel María Velásquez Parrado, por la destrucción parcial de su casa de habitación y los muebles y enseres que allí se encontraban; Fanny Camelo de Moyano por la destrucción total de su casa de habitación, y de los muebles y enseres que reposaban en el local comercial anexo a la misma; Elvira Cruz de Gutiérrez, Aura María Cohecha, Ligia María Torres de Cohecha y María de Jesús Pardo de Parrado, por la destrucción total de sus casas de habitación; Pedro Antonio Parrado, José Artemio Sánchez Sánchez, y Jorge Enrique Pardo y Leonardo Heliodoro Cohecha, por la destrucción de sus vehículos automotores; y finalmente, María Aurora García de Sánchez, Ana Sofía Rey Herrera y Víctor Manuel Pardo Camelo, por la destrucción total de sus casas de habitación y los locales comerciales anexos a cada una. 
· Que a la anterior conclusión se llegó teniendo en cuenta que la legitimación en la causa es la calidad que le permite a una persona que hace parte de una relación jurídica, formular demandas u oponerse a las pretensiones que en su contra se formulen. Cuando las mismas se refieren a reclamos sobre bienes inmuebles, quien tiene la legitimación en la causa es el propietario, poseedor o tenedor del bien según la condición con la cual se presente al proceso. En consecuencia, esta Corporación ha sido enfática al sostener que la propiedad sobre bienes inmuebles se asegura demostrando el título y el modo en consonancia con lo dispuesto en la legislación nacional. En efecto, “la propiedad de un bien de esa naturaleza se acredita, entre otros, con la escritura pública de compraventa y con la inscripción de ésta en la oficina de instrumentos públicos del lugar del inmueble. Faltando cualquiera de estos dos elementos, se entenderá que la propiedad no se encuentra acreditada”
 (Subrayado fuera de texto). En el caso de autos, los demandantes que alegaron la destrucción de sus mejoras, casas de habitación y locales comerciales, se presentaron al proceso en su calidad de propietarios demostrada suficientemente, por medio de escrituras públicas y folios de matrícula inmobiliaria
. 

Ahora bien, en lo que se refiere a la prueba de la propiedad de vehículos automotores, la calidad con la que se acude al proceso de acuerdo con lo dicho en el artículo 922 del Código de Comercio, se demuestra con el registro del título de adquisición inscrito ante las oficinas de tránsito (título y modo)
, en concordancia con los decretos leyes 1344 de 1970 y 1809 de 1990, y las leyes 53 de 1989 y 769 de 2002. A falta del anterior registro, se puede demostrar con la licencia de tránsito por cuanto en ella se acredita la propiedad del vehículo, tal y como lo ha sostenido esta Corporación
. Así, dado que las licencias de tránsito fueron arrimadas al proceso, se tiene por acreditada la titularidad de los actores que alegan disminución patrimonial por la destrucción de sus vehículos, y probada su legitimación en la causa por activa. 

1. El daño antijurídico

De acuerdo con lo que ha establecido esta Sección, al estudiar los procesos de reparación directa es indispensable abordar primeramente, lo relativo a la existencia o no del daño y si el mismo puede o no considerarse antijurídico; solo bajo la premisa de la existencia del daño antijurídico se ha de “realizar la valoración del otro elemento de la responsabilidad estatal, esto es, la imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los distintos títulos que para el efecto se ha elaborado”
. 

En el caso sub lite, el detrimento patrimonial sufrido por Darubio Alfonso, Ana María, María Cristina, Ángel María, Fanny, Elvira, Aura María, Ligia María, María de Jesús, Pedro Antonio, José, Jorge Enrique, Leonardo, María Aurora, Ana Sofía y Víctor Manuel, originado como consecuencia de la incursión guerrillera sufrida en el municipio de Quetame, Cundinamarca, el 9 de julio de 1996, que se comprobó iba dirigida contra entidades representativas del Estado (estación de policía), es suficiente para acreditar el daño antijurídico del cual se derivan los perjuicios cuya reparación solicitan.

2. La imputación

Ahora, desde el plano de la imputación, corresponde determinar si los daños son imputables a la entidad demandada, o por el contrario, son atribuibles a una causa extraña. 

El acervo probatorio permite concluir que los daños son imputables a la entidad demandada por cuanto “en este caso resulta aplicable la teoría del daño especial, habida cuenta que el daño, pese que se causó por un tercero, lo cierto es que ocurrió dentro de la ya larga  confrontación que el Estado ha venido sosteniendo con grupos subversivos, óptica bajo la cual, no resulta constitucionalmente aceptable que el Estado deje abandonadas a las víctimas y, que explica que la imputación de responsabilidad no obedezca a la existencia de conducta alguna que configure falla en el servicio, sino que se concreta como una forma de materializar los postulados que precisamente justifican esa lucha contra la subversión y representan y hacen visible y palpable, la legitimidad del Estado”
. Lo anterior, en virtud de lo expuesto ad supra en relación con el título de responsabilidad aplicable en casos similares. 

2.3. Tasación de perjuicios 

Como ya lo ha sostenido esta Corporación
: 

“Al Estado colombiano se le asignan las obligaciones de respetar los Derechos Humanos establecidos en los tratados ratificados voluntariamente por el Congreso de la República; garantizar su goce y pleno ejercicio a las personas que se encuentren bajo su jurisdicción; y adoptar las medidas necesarias para hacerlos efectivos. En consecuencia, dado que durante las últimas décadas un gran número de colombianos y colombianas han soportado innumerables violaciones a sus Derechos Humanos, el Estado debe adoptar las medidas necesarias para hacer efectivos los derechos cuyo respeto se impone, por cuanto dichos actos delictivos han limitado el ejercicio de las libertades constitucionales, restringido la construcción de tejido social y debilitado el Estado Social de Derecho.  

(…)   
Ante este escenario, el Estado colombiano se encuentra legitimado para implementar herramientas que permitan profundizar la democracia y superar un pasado de innombrables abusos. Es por eso que se han impulsado iniciativas que supeditadas de manera estricta a la Constitución, buscan garantizar y reparar los derechos afectados que han impactado de manera diferenciada a mujeres, niños, niñas, adolescentes, discapacitados, grupos étnicos, líderes sociales, y organizaciones que asumen la defensa de los Derechos Humanos. En este sentido, se considera pertinente, prudente y legítimo, acudir a las herramientas que gracias al desarrollo progresivo del derecho internacional se han venido diseñando para enfrentar este tipo de situaciones, dentro de las que se encuentran las implementadas en Estados que han salido de situaciones de conflicto armado, desarrolladas como elementos del concepto de justicia transicional.

Estos esfuerzos que en Colombia incluyen la Ley 418 de 1997 (modificada y prorrogada por las Leyes 548 de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006 y 1421 de 2010) expedida para resolver procesos iniciados por la comisión de delitos políticos
, la Ley 975 de 2005 para los delitos de lesa humanidad
, la ley 1424 de 2010 a través de la cual se dictan disposiciones de justicia transicional que garantizan verdad, justicia y reparación a las víctimas de desmovilizados de grupos organizados al margen de la ley, y la ley 1448 de 2011 para la formulación y adopción de medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, han sido producto de la realidad social y política del país, y se han promulgado con el fin de allanar el camino hacia la paz y la reconciliación nacional a través del diseño de medidas que procuran el goce efectivo de los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas, y de la sociedad en general. 

No obstante lo anterior, dichos instrumentos no agotan la obligación del Estado de garantizar el ejercicio de los derechos vulnerados a las víctimas. Así, paralelo al diseño de nuevos procedimientos judiciales que respondan a la magnitud de las demandas, a la gravedad de las violaciones y a las obligaciones de lucha contra la impunidad, y recordando la inevitable exigencia de fortalecer las entidades responsables del desarrollo de los procesos surgidos de la aplicación de la normativa de justicia transicional, el Gobierno Nacional ha reconocido la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran las víctimas, a través, por ejemplo, de la asunción de responsabilidad en el diseño e implementación de programas de reparación por vía administrativa contentivos de una serie de medidas ágiles y comunes que complementan los esfuerzos realizados por vía judicial. 

Por lo tanto, respondiendo a exigencias de responsabilidad, mesura y rigurosidad frente a los compromisos políticos y jurídicos que se tienen con la sociedad colombiana, los programas de reparación por vía administrativa existentes y los que se diseñen en el futuro, no pueden pretender reparar el daño causado pues su tasación implica ejercicios propios del ámbito judicial en los que se establece la responsabilidad del Estado (ante lo contencioso administrativo), o del infractor (ante lo penal), y su correlativa sanción; en consecuencia, ni sustituyen ni pueden impedir el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la justicia para reclamar la reparación integral del daño causado. Así las cosas, de acuerdo con el principio de coherencia externa que debe regir el diseño de los programas de reparación por vía administrativa, en ningún caso pueden éstos ser analizados de manera aislada con respecto a los esfuerzos de esclarecimiento judicial ni a los que se han realizado y se realicen para reconstruir la verdad sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron las violaciones a los Derechos Humanos. A su turno, los esfuerzos de esclarecimiento judicial tampoco pueden ser ajenos a la actividad administrativa; es la suma de estos esfuerzos la que satisface los requerimientos de integralidad”.

En este orden de ideas, es preciso recordar que por mandato del artículo 1757 del Código Civil, incumbe probar las obligaciones o su extinción al que alega aquéllas o ésta al poner en funcionamiento el aparato jurisdiccional del Estado. En efecto, las cargas con las que deben correr quienes se enfrentan en un litigio, responden a principios y reglas jurídicas que regulan la actividad probatoria, a través de las cuales se establecen los procedimientos para incorporar al proceso -de manera regular y oportuna- la prueba de los hechos, y de controvertir su valor con el fin de que incidan en la decisión judicial; en efecto, su intención es convencer al juez sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos dañosos, y la respectivas consecuencias
. 

Es así como al juez se le impone regir sus decisiones de acuerdo con por lo menos, tres principios fundamentales: onus probandi incumbit actori (al demandante le corresponde probar los hechos en que funda su acción); reus, in excipiendo, fit actor (el demandado, cuando excepciona, funge de actor y debe probar los hechos en que funda su defensa); y actore non probante, reus absolvitur (el demandado debe ser absuelto de los cargos si el demandante no logra probar los hechos fundamento de su acción). Estos principios están recogidos tanto en la legislación sustancial (art. 1757 del CC) como en la procesal civil colombiana (art. 177 del CPC), y responden primordialmente a la exigencia de justificar lo afirmado con el fin de persuadir a otros sobre su verdad, salvo cuando se trate de hechos notorios y afirmaciones o negaciones indefinidas por no requerir prueba. 

2.3.1. Expediente 13216

2.3.1.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13216

El actor solicitó a título de daño emergente “por concepto de la destrucción del edificio, y en fin todos los gastos que se sobrevinieron con los mencionados hechos, que se estiman en la suma de NOVENTA MILLONES DE PESOS ($90.000.000.oo)” y a título de lucro cesante, el reconocimiento y pago de setenta millones de pesos ($70’000,000) “que se liquidarán a favor del propietario, señor DARUBIO ALFONSO VELASQUEZ GUEVARA, correspondientes a la sumas que el mencionado, [sic] dejó de percibir durante dos meses en razón de la destrucción del edificio donde funcionaban sus locales comerciales (HOTEL PANORAMA, DISCOBAR EL CENTAURO Y SUPERMERCADO PROVEEDOR LA CANASTA), habida cuenta de la producción mensual de los tres ($4.600.000.oo) [sic]”.
Al respecto, obran en el plenario un presupuesto de obra
 y un contrato civil de obra
. Dichas pruebas, en opinión de la Sala, no gozan de la entidad suficiente para tener por acreditado que el valor del daño emergente corresponde efectivamente al monto en ellas estipulado, pues su contenido simplemente proyecta una suma que en ningún momento otorga certeza de lo que efectivamente se pagó por la reconstrucción de los locales destruidos, es decir, del monto final al que ascendieron los perjuicios que se pretende sean resarcidos, tal y como lo sostuvo la demandada en la contestación de la demanda. 

También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones que se fundamentaron tanto en el presupuesto  como en el contrato civil -recién mencionados-, y que por las razones expuestas no serán acogidas. En efecto, la Sala precisa que el dictamen pericial constituye un elemento de prueba que debe ser valorado por el funcionario judicial, inicialmente de acuerdo con los criterios previstos en los artículos 233 y siguientes del Código de Procedimiento Civil y luego en conjunto con los demás medios probatorios de acuerdo con las reglas de la sana crítica. Se trata pues, de un medio de convicción a través del cual se aportan elementos técnicos, científicos o artísticos al proceso, con miras a dilucidar la controversia; en consecuencia, los peritos deben aportar una relación clara, precisa y detallada de los procesos cognitivos realizados y de sus resultados o conclusiones -a través de la descripción de los hallazgos consignando la memoria del proceso para llegar a ellos-, con arreglo a los principios de la ciencia, arte o técnica aplicada, y respondiendo ordenadamente y en forma concreta y expresa, todos los puntos sometidos a su consideración -especificando las herramientas empleadas, sus alcances y limitaciones-, exigencia lógica si se atiende a que con base en dichos detalles, el funcionario judicial tendrá los elementos necesarios para soportar su decisión
. En consecuencia, por ausencia de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas que condujeron a las conclusiones descritas, y de soportes documentales o aún testimoniales de las mismas, la prueba no otorga convicción ninguna a la Sala para comprobar la magnitud del daño, motivo por el cual será desechada de acuerdo con el artículo 241 del C.P.C.  

No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del edificio en el que el señor Darubio tenía tres (3) locales comerciales, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes
 para que certifiquen si han otorgado alguna suma de dinero al actor a título de reparación
 en los términos de la ley 1448 de 2011
, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. En dicho incidente se deberá ratificar el contenido del comprobante de ingresos
 por un monto de $12’000,000 suscrito el 30 de agosto de 1996, y que reposa en el expediente con el fin de demostrar el pago de la primera cuota del valor de los arreglos.

En todo caso, se ordenará enviar copia de esta providencia tanto a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas
 adscrita al Departamento para la Prosperidad Social, como a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado
 para lo de su competencia. 

Ahora bien, en lo que se refiere al lucro cesante
 alegado como consecuencia del cierre de los tres (3) locales comerciales que fueron destruidos en los hechos relatados en la demanda, se tiene que si bien es cierto que para demostrar la propiedad de un establecimiento de comercio se requiere original o copia autenticada del certificado de cámara de comercio, también lo es que ésta no es la única prueba para demostrar aquella circunstancia
. Así las cosas, con base en las pruebas documentales y testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento del Hotel Panorama, del Discobar El Centauro y del Proveedor La Canasta, locales ubicados en la misma edificación de propiedad del señor Darubio. 

Al respecto, a pesar de haberse negado cualquier valor probatorio al dictamen pericial en el que se calcularon los ingresos que obtenía el señor Darubio producto de sus tres locales comerciales
, la deficiencia probatoria respecto a la cuantía del lucro cesante no impide su tasación ante la certeza de la existencia y el funcionamiento de dichos establecimientos de comercio
. 

Al respecto, ha dicho la Corte Suprema de Justicia, in extenso, que: 

“La Jurisprudencia con sustento en el principio de la equidad ha pregonado que pese a las consecuencias inherentes a la carga probatoria impuesta al perjudicado, hay eventos en los que sería injusto no concretar la cuantía de la indemnización, pretextando que aunque está demostrada la existencia del agravio no ha sido posible cuantificarlo en su exacta dimensión, puesto que el juzgador cuenta con distintas y muy variadas facultades enderezadas a tal finalidad, sin prescindir, claro está, de los criterios de equidad que impiden soslayar los derechos de los afectados, en el momento de realizar su tasación.
Sobre el particular, la Corte ha sostenido que “la equidad se erige en uno de los más caros principios teleológicos que debe caracterizar la gestión judicial, no sólo para interpretar la ley cual lo disponen los artículos 32 del Código Civil y 8º de la Ley 153 de 1887, sino para definir tópicos ajenos a la labor hermenéutica propiamente dicha, inclusive de naturaleza probatoria, pues, v. gr., de conformidad con la Ley 446 de 1998, dentro de cualquier proceso que se surta ante la administración de justicia, la valoración de daños irrogados a las personas, “atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales” (art. 16, se subraya).
De manera, pues, que el juez puede evitar la iniquidad de sus fallos, y bien puede acudir a diferentes mecanismos que le permitan valuar la dimensión del perjuicio, con miras a dejar indemne a la víctima. 
Así lo ha entendido esta Corporación, conforme lo puso de presente en la sentencia de 7 de noviembre de 2008 (Exp.No.1999 000403 01), en la que trajo a colación algunos de los fallos en que para tasar la indemnización acudió a referentes que le permitían concretarla, citando entre ellos, por vía de ejemplo, el proferido el 8 de julio de 1964, en el que consideró que debía condenarse al pago de los frutos dejados de producir por un predio rural por hechos atribuibles al demandado, pese a las dificultades probatorias que el litigio presentaba, y para esa tasación tuvo en cuenta la utilidad que reportó una cosecha anterior (CVIII, pág.292); también rememoró aquellos en que ha estimado que el lucro cesante generado por la destrucción o deterioro de un vehículo podía determinarse indagando cuál es la ganancia que en el medio local produce otro carro de similares características (sentencias de 1º de septiembre de 1959, XCI pág.666; 26 de febrero de 1962, XCVIII pág.293). Aún más, recordó que en litigios en que no fue demostrada la existencia del lucro cesante, ni se aportaron elementos comparativos que contribuyeran a inferirlo, ha condenado al pago del interés corriente que habría rentado el capital inmovilizado a causa del daño (sentencias de 1º de junio de 1957, LXXXV pág.584; 22 de julio de 1959, XCI Pág.283; 16 de agosto de 1963, CLL CIV pág.628). 
En ese orden de ideas, tal como lo asentó la Corte en el fallo que recapituló las decisiones reseñadas, el juez, estando acreditado el daño, ante las deficiencias probatorias para cuantificar un lucro cesante efectivamente causado (pasado) o con un alto grado de posibilidad de producirse (futuro), debe echar mano de los métodos de evaluación que permitan determinarlo, ya sea por analogía o comparación, o por proyección o modelización. En el primero se impone la adopción de un referente que proyecte la afectación de la actividad a causa del daño, como acontece con el índice de negocios celebrados con anterioridad, en una situación análoga a la existente al momento de su ocurrencia; y con el otro método, se busca describir cómo hubiere funcionado la empresa de no haberse presentado el perjuicio, comparándolo con la situación realmente afrontada por ella, sistema aplicable cuando no es factible la confrontación con modelos anteriores, tal como sucede en los casos de fabricación frustrada de productos novedosos”
.
De acuerdo con lo anterior, en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, se condenará en abstracto para que el monto se concrete en etapa incidental siguiendo el primero de los métodos de evaluación propuestos por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con las siguientes reglas que tienen como objetivo determinar lo dejado de percibir por el señor Darubio con la destrucción de su inmueble: 

1. En el marco de lo estipulado en el artículo 172 del C.C.A. modificado por el artículo 56 de la Ley 446 de 1998, se ordenará acudir a todos los elementos de juicio que permitan determinar la capacidad y categoría del hotel que había en el inmueble para la época de los hechos, y el porcentaje de ventas promedio de la discoteca y el proveedor de propiedad del señor Darubio.

2. Posteriormente, se deberá acudir al referente que permita identificar el índice de negocios que podían celebrarse para la época de los hechos en establecimientos que cumplen las características identificadas en el punto anterior, teniendo en cuenta la información obrante en distintas entidades u organismos como pueden serlo el Ministerio de Cultura y Turismo o el Servicio Nacional de Aprendizaje. 

3. Finalmente, se deberá proyectar la afectación de la actividad a causa del daño, multiplicando el índice de negocios que resulte del punto anterior por seis (6) meses, correspondientes al lapso que se presume requerido para recomponer una actividad comercial
. 

4. La cifra que resulte de la operación anterior, se reconocerá en favor del señor Darubio a título de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, previos los descuentos a los que se hizo referencia ad supra. 

2.3.1.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13216

La Jurisprudencia tiene decantado, que el daño moral resarcible es aquél cierto, personal y antijurídico, y su tasación depende entonces, de su intensidad, la cual deberá estar probada en cada caso y liquidada en salarios mínimos. En efecto, es numerosa la producción jurisprudencial y doctrinaria que coincide, en su mayoría, en la inconveniencia, dentro del ámbito jurídico y del sistema económico, de la formulación e imposición de elementos o variables objetivas que permitan una medición dineraria predefinida del valor dañoso. Lo anterior, por cuanto dicha función precisamente se encuentra en cabeza del juez quien goza de discrecionalidad judicial, facultad también conocida como arbitrium judicis, o arbitrio juris. 

Es en este escenario en el que cobra importancia la función del juzgador, quien en el marco de dicha discrecionalidad, deberá hacer una valoración integral del acervo probatorio con el fin de establecer la medida compensatoria que considere más apropiada para aliviar el dolor sufrido por quienes ponen en funcionamiento el aparato jurisdiccional del Estado, tasando los perjuicios en términos de precio, es decir, en salarios mínimos
. 

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por el señor Darubio, esta Subsección estima que “sin lugar a dudas padecieron un daño moral, pues resulta indiscutible la afectación, la angustia, el temor y el pánico, que para cualquier persona acarrea el hecho de vivenciar y experimentar una situación como la que debieron soportar los moradores del inmueble”
. 

En consecuencia, con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se reconocerá al señor Darubio a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes
.

2.3.2. Expediente 13218

2.3.2.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13218

Los actores solicitaron a título de daño emergente “por concepto de la destrucción del carro, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con los mencionados hechos, que se estiman en la suma de DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000,000)”, y a título de lucro cesante, el reconocimiento y pago de setenta millones de pesos ($70’000,000) “que se liquidarán a favor de los propietarios, señores JORGE ENRIQUE PARDO y LEONARDO HELIODORO COHECHA, correspondientes a las sumas que los mencionados han dejado de percibir en razón de la destrucción total del vehículo de servicio público de su propiedad, habida cuenta de su producción mensual ($2.400.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario una cotización de arreglos
 que como ya se indicó, constituye una prueba que no tiene la entidad suficiente para acreditar que el valor del daño emergente corresponde efectivamente al monto en ésta estipulado, por tratarse de una simple proyección. 

No obstante lo anterior, el dictamen pericial decretado en primera instancia
 describe las actividades realizadas y el origen de las cifras que le sirvieron de fundamento, por lo que su contenido será utilizado para la tasación de los perjuicios alegados por los demandantes. En efecto, para realizar su cometido, los peritos estudiaron la demanda y sus anexos con el fin de establecer los puntos del peritazgo; solicitaron poner a su disposición el vehículo para comprobar su existencia; visitaron la empresa Trans-Oriente a la cual estaba afiliado el vehículo para “hacer reconocer el sello en una fotocopia donde se certifican los ingresos mensuales”; y solicitaron la factura original de los arreglos realizados en el vehículo. Con base en lo anterior, y utilizando las fórmulas matemático-financieras acostumbradas en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, concluyeron que a título de daño emergente se ha de reconocer -con corte al 18 de agosto de 1999-, la suma de $14’205,910
, mientras que por lucro cesante la suma de $8’286,939
. Las anteriores cifras, actualizadas a precios constantes de hoy, ascienden a $28’888,972
 y $16’852,222
.

En consecuencia, esta Sala ordenará el reconocimiento y pago de $22’870,597
 en favor de Jorge Enrique, y una suma igual en favor de Leonardo Heliodoro, a título de perjuicios materiales, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a los actores a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

2.3.3. Expediente 13220

2.3.3.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13220

El actor solicitó a título de daño emergente “por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción que se estiman en la suma de CUARENTA MILLONES DE PESOS ($40.000.000.oo)” y a título de lucro cesante, el reconocimiento y pago de cinco millones de pesos ($5’000,000) “que se liquidarán a favor del propietario, señor VICTOR MANUEL PARDO CAMELO, correspondientes a las sumas que el mencionado, [sic] dejó de percibir durante dos meses en razón de la destrucción total de su casa de propiedad donde funcionaba un negocio comercial (miscelánea y cafetería), habida cuenta de su producción mensual ($1.000.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario un presupuesto de obra
 con base en el cual es imposible para la Sala inferir el monto del daño emergente sufrido por el actor por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no aporta información relevante para tasar dicho daño.  
No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del edificio en el que el señor Víctor Manuel tenía su casa de habitación y un (1) local comercial, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismo hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

Ahora bien, en lo que se refiere al lucro cesante alegado como consecuencia del cierre de un (1) local comercial destruido en los hechos relatados en la demanda, con base en las pruebas documentales y testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento de una miscelánea de propiedad del señor Víctor Manuel ubicada en la misma edificación en la que se encuentra su casa de habitación. Sin embargo, en el dictamen pericial no se tasaron los perjuicios alegados por concepto de lucro cesante por cuanto “no se exhibieron las mercancías que posiblemente se hayan dañado”, ni reposan en el plenario, pruebas que permitan tasarlo. En consecuencia, esta Subsección en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, condenará en abstracto para que el monto se concrete en etapa incidental siguiendo el método de evaluación propuesto por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia, consistente en la adopción de un “referente que proyecte la afectación de la actividad a causa del daño, como acontece con el índice de negocios celebrados con anterioridad”
, con base en analogías o comparaciones, de acuerdo con las siguientes reglas que tienen como objetivo determinar lo dejado de percibir por el señor Víctor Manuel con la destrucción del inmueble en la que se encontraba el local comercial:

1. En el marco de lo estipulado en el artículo 172 del C.C.A. modificado por el artículo 56 de la Ley 446 de 1998, se ordenará acudir a todos los elementos de juicio que permitan determinar el porcentaje de ventas del negocio de miscelánea que había en el inmueble para la época de los hechos. 

2. Posteriormente, se deberá proyectar la afectación de la actividad a causa del daño, multiplicando el índice de negocios que resulte del punto anterior por seis (6) meses, correspondientes al lapso que se presume requerido para recomponer una actividad comercial. 

3. La cifra que resulte de la operación anterior, se reconocerá en favor del señor Víctor Manuel a título de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, previos los descuentos a los que se hizo referencia ad supra, en caso de ser viables. 

2.3.3.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13220

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por el señor Víctor Manuel, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

2.3.4. Expediente 13217

2.3.4.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13217

La actora solicitó a título de daño emergente “por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción que se estiman en la suma de DOCE MILLONES DE PESOS ($12.000.000.oo)”, y a título de lucro cesante, el reconocimiento y pago de cinco millones de pesos ($5’000,000) “que se liquidarán a favor de la propietaria, señora ANA SOFÍA REY HERRERA, correspondientes a las sumas que la mencionada, [sic] dejó de percibir durante dos meses en razón de la destrucción total de su casa de propiedad donde funcionaba un negocio comercial (tienda de víveres y cacharrería), habida cuenta de su producción mensual de Un millón de pesos ($1.000.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario un presupuesto de obra
 con base en el cual es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por la actora por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no aporta información relevante para tasar dicho daño.  

No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que la señora Ana Sofía tenía su casa de habitación y un (1) local comercial, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

Ahora bien, en lo que se refiere al lucro cesante alegado como consecuencia del cierre de un (1) local comercial destruido en los hechos relatados en la demanda, con base en las pruebas testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento de una tienda de víveres y cacharrería de propiedad de la señora Ana Sofía ubicada en la misma edificación en la que se encuentra su casa de habitación. Ante la falta de una prueba que permita tasar dicho perjuicio, esta Subsección en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, condenará en abstracto para que el monto se concrete en etapa incidental siguiendo el método de evaluación propuesto por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia, consistente en la adopción de un “referente que proyecte la afectación de la actividad a causa del daño, como acontece con el índice de negocios celebrados con anterioridad”
, con base en analogías o comparaciones, de acuerdo con las siguientes reglas que tienen como objetivo determinar lo dejado de percibir por la señora Ana Sofía con la destrucción del inmueble en la que se encontraba el local comercial:

1. En el marco de lo estipulado en el artículo 172 del C.C.A. modificado por el artículo 56 de la Ley 446 de 1998, se ordenará acudir a todos los elementos de juicio que permitan determinar el porcentaje de ventas de la tienda que había en el inmueble para la época de los hechos.

2. Posteriormente, se deberá proyectar la afectación de la actividad a causa del daño, multiplicando el índice de negocios que resulte del punto anterior por seis (6) meses, correspondientes al lapso que se presume requerido para recomponer una actividad comercial. 

3. La cifra que resulte de la operación anterior, se reconocerá en favor de la señora Ana Sofía a título de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, previos los descuentos a los que se hizo referencia ad supra, en caso de ser viables. 

2.3.4.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13217

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Ana Sofía, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

2.3.5. Expediente 13219

2.3.5.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13219

La actora solicitó a título de daño emergente “por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario un presupuesto de obra
 con base en el cual es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por el actor por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones que se fundamentaron en el presupuesto cuya información es inútil para el objetivo que nos convoca como se acaba de explicar. 
No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que la señora Ana María tenía su casa de habitación, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

2.3.5.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13219

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Ana María, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

2.3.6. Expediente 13836

2.3.6.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13836

El actor solicitó a título de daño emergente “por concepto de los costos de reparación del vehículo y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de OCHO MILLONES DE PESOS ($8.000.000.oo)”, y a título de lucro cesante, el reconocimiento y pago de doscientos millones de pesos ($200’000,000) “que se liquidarán a favor del propietario, señor JOSE ARTEMIO SANCHEZ SANCHEZ, correspondientes a las sumas que el vehículo, dejará de producir a raíz de su destrucción total, habida cuenta de su producción mensual de Tres Millones Trescientos Mil pesos ($3.300.000.oo)”.

Al respecto, obran en el plenario dos (2) facturas de venta
: la primera con fecha del 3 de agosto de 1996 y la otra con fecha del 7 de julio de 1997, las dos por el mismo concepto –reparación del vehículo-  y por el mismo valor -$8’000,000-. Al respecto, difícil es para la Sala otorgar algún tipo de valor probatorio a dichas facturas, pues se trata de dos documentos aportados al proceso con el mismo objetivo pero con contenido diverso, pues sus fechas de emisión no coinciden aunque ambos pretenden demostrar el gasto en el que tuvo que incurrir la víctima para reparar el vehículo automotor afectado con la incursión guerrillera a la que se refieren los hechos de la demanda. En consecuencia, y para evitar incurrir en error al momento de escoger uno de los dos documentos como prueba idónea, ambos serán desechados. 

Ahora bien, también reposa un dictamen pericial
 que arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no se le concederá valor probatorio alguno. 

No obstante lo anterior, comprobado el daño, y en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reparación del vehículo a título de daño emergente, y el volumen de negocios perdido a título de lucro cesante durante el tiempo que el vehículo estuvo inmovilizado, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 
2.3.7. Expediente 13837

2.3.7.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13837

La actora solicitó a título de daño emergente “por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción que se estiman en la suma de TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS ($35.000.000.oo)”, y a título de lucro cesante, el reconocimiento y pago de cien millones de pesos ($100’000,000) “que se liquidarán a favor de la propietaria, señora MARÍA AURORA GARCÍA DE SANCHEZ, correspondientes a las sumas que la mencionada, [sic] dejará de percibir durante el tiempo que esté cerrado en razón de la destrucción total de su casa de propiedad donde funcionaba un negocio comercial (miscelánea), habida cuenta de su producción mensual de Tres millones seiscientos mil de pesos [sic] ($3’600.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario un presupuesto de obra
 y un contrato civil
 con base en los cuales es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por la actora por tratarse de una simple proyección, además de que no coinciden en la dirección consignada como ubicación del inmueble a ser reconstruido. También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones que se fundamentaron en el presupuesto y el contrato mencionados, cuya información es inútil para el objetivo que nos convoca como se acaba de explicar.
No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que la señora María Aurora tenía su casa de habitación y un (1) local comercial, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

Ahora bien, en la demanda se solicitó el reconocimiento del lucro cesante generado como consecuencia del cierre de un (1) local comercial destruido en los hechos relatados en la demanda, pero con base en las pruebas testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento de dos (2) locales comerciales de propiedad de la señora María Aurora, sin que se pueda establecer la destrucción de cuál de éstos fue la que sirvió de base para interponer la demanda por lucro cesante. 

Así las cosas, ante la falta de certeza sobre el daño alegado por la señora María Aurora, como consecuencia del supuesto cierre de un (1) local comercial anexo a su casa de habitación, esta Subsección negará las pretensiones de la demanda en cuanto al lucro cesante se refieren.   

2.3.7.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13837

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora María Aurora, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

2.3.8. Expediente 13838

2.3.8.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13838

El actor solicitó a título de daño emergente “por concepto de los costos de reparación del vehículo, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de OCHO MILLONES DE PESOS ($8.000.000.oo)”, y a título de lucro cesante, el reconocimiento y pago de cien millones de pesos ($100’000,000) “que se liquidarán a favor del propietario, señora [sic] PEDRO ANTONIO PARRADO correspondientes a las sumas que el vehículo dejará de producir a raíz de su casi destrucción total, habida cuenta de su producción mensual de Un millón de pesos ($1.000.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario la factura de venta Nro. 00192 del 6 de noviembre de 1996 suscrita por el gerente del Taller El Cheque, Luis Ezequiel Ayala, en la que se indica que los arreglos realizados al vehículo LXF737 de propiedad de Pedro Antonio, tuvieron un costo de $7’700,000
; dicho contenido fue ratificado en el proceso
 motivo por el cual, esta Subsección ordenará el pago de $23’265,455 que corresponde al valor actualizado
 por concepto de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

Ahora bien, en lo que se refiere al lucro cesante, si bien no obra en el plenario constancia de las ganancias mensuales que le reportaba el vehículo a su dueño, de las pruebas testimoniales se tiene que se trataba de la herramienta de trabajo del señor Pedro Antonio, por lo que los perjuicios se liquidarán con base en el salario mínimo por cuanto una persona laboralmente activa no puede devengar un salario menor al mínimo vigente, que hoy asciende a $616,000. 

A dicho valor, de acuerdo con la posición reiterada de la Sala, se debe aumentar un 25% por concepto de prestaciones sociales, cifra que asciende a $770,000 y se deducirá el 25% de gastos para el propio sostenimiento correspondientes a $192,500, quedando la base de la liquidación en $577,500. Los valores que servirán para liquidar el perjuicio son los siguientes: 
	Fecha de los hechos
	9 julio de 1996

	Fecha de emisión de la factura de venta por los arreglos al vehículo
	6 de noviembre de 1996

	Tiempo transcurrido entre los hechos y la fecha de emisión de la factura de venta por los arreglos al vehículo 
	4 meses


En consecuencia, aplicada la fórmula de matemáticas actuariales utilizada por esta Corporación para tasar el lucro cesante, tenemos: 
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S
= 
$ 2’326,919

La indemnización vencida, por concepto de lucro cesante para Pedro Antonio, corresponde a un valor total de $2’326,919.

2.3.9. Expediente 13839

2.3.9.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13839

El actor solicitó a título de daño emergente “por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario un presupuesto de obra
 y un contrato civil
 con base en los cuales es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por el actor por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones que se fundamentaron en el presupuesto y el contrato cuya información es inútil para el objetivo que nos convoca como se acaba de explicar. 

No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que el señor María de Jesús tenía su casa de habitación, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

2.3.9.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13839

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por el señor María de Jesús, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

2.3.10. Expediente 13840

2.3.10.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13840

La actora solicitó a título de daño emergente “por concepto de la casi total destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con los mencionados hechos, que se estiman en la suma de DOCE MILLONES DE PESOS ($12.000.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario un presupuesto de obra
 y un contrato civil
 con base en los cuales es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por la actora por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones que se fundamentaron en el presupuesto y el contrato cuya información es inútil para el objetivo que nos convoca como se acaba de explicar. 

No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que la señora Ligia María tenía su casa de habitación, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

2.3.10.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13840

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Ligia María, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

2.3.11. Expediente 14141

2.3.11.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 14141

La actora solicitó a título de daño emergente “por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de VEINTE MILLONES DE PESOS ($20.000.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario un presupuesto de obra
 y un contrato civil
 con base en los cuales es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por la actora por tratarse de una simple proyección, tal y como lo advirtió la demandada en la contestación de la demanda. También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, en el que los peritos dejaron consignada la imposibilidad de tasar los perjuicios por cuanto “es muy difícil determinar el tiempo de construcción y los materiales utilizados y la calidad de los mismos”; en este orden de ideas, se trata de una prueba que no aporta información útil para tasar los perjuicios que se encontraron probados. 

No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble en el que la señora Aura María tenía su casa de habitación, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. En dicho incidente se deberá ratificar el contenido del comprobante de ingresos por un monto de $7’000,000 suscrito el 15 de agosto de 1996, y que reposa en el expediente con el fin de demostrar el pago de la primera cuota del valor de los arreglos
.

2.3.11.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 14141

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Aura María, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

2.3.12. Expediente 14940

2.3.12.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 14940

El actor solicitó a título de daño emergente “por concepto de la destrucción de la residencia, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con los mencionados hechos, que se estiman en la suma de QUINCE MILLONES DE PESOS ($15.000.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario un presupuesto de obra
 y un contrato civil
 con base en los cuales es imposible inferir el monto del daño emergente sufrido por el actor por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, que arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. Lo anterior, en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno.  

2.3.12.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 14940

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Elvira, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se le reconocerá a título de indemnización por daño moral, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

2.3.13. Expediente 15566

2.3.13.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 15566

La actora solicitó a título de daño emergente “por concepto de la destrucción de la residencia, y los bienes y enseres del negocio comercial, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de TREINTA MILLONES DE PESOS ($30.000.000.oo)”, y a título de lucro cesante, el reconocimiento y pago de diez millones de pesos ($10’000,000) “que se liquidarán a favor de la propietaria, señora FANNY CAMELO DE MOYANO, correspondientes a las sumas que la mencionada, [sic] dejó de percibir durante diez (10) meses en razón del cierre obligado de su negocio comercial (piqueteadero DOÑA FANNY), habida cuenta de su producción mensual de un millón de pesos ($1’000,000.oo)”.

Al respecto, obran en el plenario dos (2) presupuestos de obra
 con base en los cuales es imposible para la Sala inferir el monto del daño emergente sufrido por la actora por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no aporta información relevante para tasar dicho daño.  

No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble de propiedad de la señora Fanny, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

Ahora, en lo que se refiere a los muebles y enseres que habrían estado en la vivienda al momento de la incursión guerrillera, y que quedaron destruidos como consecuencia de estos hechos, si bien reposa un listado exacto, el mismo fue realizado por su propia dueña sin que fuera confirmado su contenido con alguna otra prueba, por lo que dicho listado carece de la fuerza suficiente para otorgar la convicción necesaria sobre el monto de los perjuicios alegados. No obstante lo anterior, probada la destrucción total de la vivienda, resultaría evidente que por lo menos algunos de los muebles o enseres allí contenidos también habrían tenido la misma suerte, por lo que en el mismo trámite incidental en el que se tasarán los perjuicios por la destrucción del inmueble, se deberán allegar las pruebas necesarias con el fin de acreditar el tipo y el valor de los muebles y enseres destruidos.

Finalmente, en lo que se refiere al lucro cesante alegado como consecuencia del cierre de un (1) local comercial destruido en los hechos relatados en la demanda, con base en las pruebas documentales y testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento del piqueteadero Doña Fanny de propiedad de la misma demandante, por lo que en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, condenará en abstracto para que el monto de lo dejado de percibir con ocasión de su cierre, se concrete en etapa incidental siguiendo el método de evaluación propuesto por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia, consistente en la adopción de un “referente que proyecte la afectación de la actividad a causa del daño, como acontece con el índice de negocios celebrados con anterioridad”
, con base en analogías o comparaciones, de acuerdo con las siguientes reglas:

1. En el marco de lo estipulado en el artículo 172 del C.C.A. modificado por el artículo 56 de la Ley 446 de 1998, se ordenará acudir a todos los elementos de juicio que permitan determinar el porcentaje de ventas del negocio de piqueteadero que había en el inmueble para la época de los hechos. 

2. Posteriormente, se deberá proyectar la afectación de la actividad a causa del daño, multiplicando el índice de negocios que resulte del punto anterior por seis (6) meses, correspondientes al lapso que se presume requerido para recomponer una actividad comercial. 

3. La cifra que resulte de la operación anterior, se reconocerá en favor de la señora Fanny a título de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, previos los descuentos a los que se hizo referencia ad supra, en caso de ser viables. 

2.3.13.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 15566

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora Fanny, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se reconocerá la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

2.3.14. Expediente 15565

2.3.14.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 15565

El actor solicitó a título de daño emergente “por concepto de la destrucción de la casa, bienes muebles y enseres, y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con los mencionados hechos, que se estiman en la suma de TREINTA MILLONES DE PESOS ($30.000.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario un presupuesto de obra
 con base en el cual es imposible para la Sala inferir el monto del daño emergente sufrido por el actor por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos, a pesar de haber sido aclarados y complementados
, carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no aporta información relevante para tasar dicho daño.  

No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble de propiedad del señor Ángel María, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero al actor a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

Ahora, en lo que se refiere a los muebles y enseres que habrían estado en la vivienda al momento de la incursión guerrillera, y que quedaron destruidos como consecuencia de estos hechos, si bien reposa un listado exacto
, el mismo fue realizado por su propio dueño sin que fuera confirmado su contenido con alguna otra prueba, por lo que dicho listado carece de la fuerza suficiente para otorgar la convicción necesaria sobre el monto de los perjuicios alegados. No obstante lo anterior, y como se dijo ad supra, probada la destrucción total de la vivienda, resultaría evidente que por lo menos algunos de los muebles o enseres allí contenidos también habrían tenido la misma suerte, por lo que en el mismo trámite incidental, se deberán allegar las pruebas necesarias con el fin de acreditar el tipo y el valor de los muebles y enseres destruidos.

2.3.14.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 15565

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por el señor Ángel María y su esposa Blanca Leonor, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se reconocerá la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno.

2.3.15. Expediente 982042

2.3.15.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 982042

La actora solicitó a título de daño emergente “por concepto de la destrucción de la residencia,  y en fin, todos los gastos que se sobrevinieron con la mencionada destrucción, que se estiman en la suma de SESENTA MILLONES DE PESOS ($60.000.000.oo)”.

Al respecto, obra en el plenario un presupuesto de obra
 y un contrato civil
 con base en los cuales es imposible para la Sala inferir el monto del daño emergente sufrido por la actora por tratarse de una simple proyección. También reposa el dictamen pericial
 decretado en primera instancia, el cual arrojó unas conclusiones cuyos fundamentos carecen de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas utilizadas, por lo que no aporta información relevante para tasar dicho daño.  
No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida con la destrucción del inmueble de propiedad de la señora María Cristina, por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrió para la reconstrucción del inmueble a título de daño emergente, previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado por los mismos hechos, alguna suma de dinero a la actora a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011, que en caso de verificarse, tendrá que ser descontada del valor de la condena. 

2.3.15.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 982042

En el sub lite, la parte actora solicitó le sean reconocidos perjuicios morales por “el profundo trauma psíquico que produce el hecho de saberse víctima de un acto injusto”. Probada la incursión guerrillera y la disminución patrimonial sufrida por la señora María Cristina, y con base en la zozobra y angustia que implica sufrir un ataque terrorista en un país que ha soportado más de cuatro décadas de conflicto armado, se reconocerá la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

2.4. Aplicación de la ley 1448 de 2011

Tasados así los perjuicios en cada uno de los expedientes que se acumularon a este proceso, es preciso advertir que la suma que finalmente se pague a los demandados será aquélla que resulte de descontar lo que corresponda en aplicación de la ley 1448 de 2011, motivo por el cual el Tribunal de instancia requerirá a las autoridades competentes para que informen si los interesados han recibido a título de reparación, alguna suma de dinero proveniente de las arcas del Estado, con ocasión de los mismos hechos narrados en la demanda. Al efecto, se ordenará enviar copia de esta providencia tanto a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas adscrita al Departamento para la Prosperidad Social, como a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado para lo de su competencia. 

3. La condena en costas.

Teniendo en cuenta la actitud asumida por las partes, de acuerdo con lo establecido en el artículo 55 de la ley 446 de 1998 que modifica el artículo 171 del C.C.A., y dado que no se evidencia temeridad ni mala fe de las partes, la Subsección se abstendrá de condenar en costas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

Modificar la sentencia apelada, esto es la proferida por la Sala de Descongestión de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el 20 de mayo de 2004, la cual quedará así:

PRIMERO:
Declarar a la Nación, Ministerio de Defensa, Policía Nacional, administrativamente responsable por los daños causados a los demandantes. 
SEGUNDO: 
Condenar a la Nación, Ministerio de Defensa, Policía Nacional, al reconocimiento y pago de las siguientes sumas de dinero, previa deducción de lo que el Estado haya reconocido en favor de los demandantes por los mismos hechos a título de reparación en los términos de la ley 1448 de 2011:  

1. Expediente 13216

1.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13216

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de propiedad del demandante, y a título de lucro cesante por las ganancias dejadas de percibir con del cierre de los tres (3) locales comerciales de su propiedad, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Darubio Alfonso Velásquez Guevara.
1.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13216

	Darubio Alfonso Velásquez Guevara
	50 smlmv


2. Expediente 13218

2.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13218

A título de daño emergente y lucro cesante, serán reconocidos y pagados $22’870,597 en favor de Jorge Enrique Pardo, y una suma igual en favor de Leonardo Heliodoro Cohecha.
3. Expediente 13220

3.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13220

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de su propiedad, y a título de lucro cesante, por las ganancias dejadas de percibir con del cierre un local comercial de propiedad del demandante, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Víctor Manuel Pardo Camelo. 

3.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13220

	Víctor Manuel Pardo Camelo
	50 smlmv


4. Expediente 13217

4.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13217

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de su propiedad, y a título de lucro cesante, por las ganancias dejadas de percibir con del cierre un local comercial de propiedad del demandante, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Ana Sofía Rey Herrera. 

4.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13217

	Ana Sofía Rey Herrera
	50 smlmv


5. Expediente 13219

5.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13219

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de su propiedad, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Ana María Pardo Turriago.
5.1.1.1. Perjuicios morales dentro del Expediente 13219

	Ana María Pardo Turriago
	50 smlmv


6. Expediente 13836

6.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13836

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del vehículo de su propiedad, y a título de lucro cesante, por las ganancias dejadas de percibir con la inmovilización del mismo, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de José Artemio Sánchez Sánchez.
7. Expediente 13837

7.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13837

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de su propiedad, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de María Aurora García de Sánchez. 

7.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13837

	María Aurora García de Sánchez
	50 smlmv


8. Expediente 13838

8.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13838

A título de daño emergente, $23’265,455 por los costos en los que incurrió el demandante para reparar su vehículo automotor, y a título de lucro cesante, $2’326,919 por el costo de la inmovilización de dicho vehículo, que deberán ser pagados al señor Pedro Antonio Parrado.

9. Expediente 13839

9.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13839

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de su propiedad, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de María de Jesús Pardo de Parrado.
9.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13839

	María de Jesús Pardo de Parrado
	50 smlmv


10. Expediente 13840

10.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 13840

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de su propiedad, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Ligia María Torres de Cohecha.
10.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 13840

	Ligia María Torres de Cohecha
	50 smlmv


11. Expediente 14141

11.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 14141

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de su propiedad, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Aura María Cohecha Vda. De Martínez.
11.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 14141

	Aura María Cohecha Vda. de Martínez
	50 smlmv


12. Expediente 14940

12.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 14940

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de su propiedad, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Elvira Cruz de Gutiérrez.
12.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 14940

	Elvira Cruz de Gutiérrez
	50 smlmv


13. Expediente 15566

13.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 15566

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de su propiedad, bienes muebles y enseres, y a título de lucro cesante, por las ganancias dejadas de percibir con del cierre un local comercial de propiedad de la demandante, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Fanny Camelo de Moyano.

13.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 15566

	Fanny Camelo de Moyano
	50 smlmv


14. Expediente 15565

14.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 15565

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de su propiedad, y de los bienes muebles y enseres, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Ángel María Velásquez Parrado.

14.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 15565

	Ángel María Velásquez Parrado
	50 smlmv

	Blanca Leonor Cruz Rubio
	50 smlmv 


15. Expediente 982042

15.1. Perjuicios materiales dentro del Expediente 982042

A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble de su propiedad, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de María Cristina Vargas de Riveros.
15.2. Perjuicios morales dentro del Expediente 982042

	María Cristina Vargas de Riveros
	50 smlmv


TERCERO: 
Negar las demás pretensiones de la demanda.

CUARTO: 
Sin costas.

QUINTO: 
Enviar copia de la presente providencia a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas adscrita al Departamento para la Prosperidad Social, y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.
SEXTO: 
Dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, para lo cual se expedirá copia de la sentencia de segunda instancia, conforme al artículo 115 del C.P.C.

SEPTIMO: 
En firme esta providencia envíese el expediente al Tribunal de origen para lo de su cargo, previas las anotaciones de rigor.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ENRIQUE GIL BOTERO

Presidente de la Sala

Aclaró voto

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
Aclaró voto
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION C

Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ

Bogotá, D.C., veintiséis (26) de febrero de dos mil catorce (2014)

Radicación número: 25000-23-26-000-1996-13216-01(28231)

Actor: DARUBIO ALFONSO VELASQUEZ GUEVARA Y OTROS

Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL 

Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA

ACLARACIÓN DE VOTO DEL MAGISTRADO JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Con el respeto y consideración acostumbrada, aunque compartí la decisión adoptada por la Subsección en la sentencia del 26 de febrero de 2014, mediante la cual se modificó la sentencia proferida por la Sala de Descongestión de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca que accedió a las pretensiones de la demandante, expongo la presente:

ACLARACIÓN DE VOTO

Así las cosas, con el acostumbrado respeto me permito aclarar el voto por cuanto  considero se realizó un indebido análisis del título de imputación aplicable al caso concreto, por las razones que a continuación expongo:
Indebido análisis del título de imputación

La sentencia en cuestión al analizar el régimen de responsabilidad aplicable al caso sub examine señaló debía ser a título de responsabilidad objetiva por daño especial, por cuanto en sentencia de unificación del 19 de abril de 2012 de la Sala Plena de la Sección Tercera de esta Corporación, estableció que en aquellos casos en que el daño, por el cual se reclama una indemnización proviene del actuar de grupos subversivos y no por agentes del Estado, se estaría en presencia de una causal eximente de responsabilidad aparentemente, como lo es, el hecho de un tercero, razón por la cual “la Sección, cuando en esos casos no ha podido vislumbrar la existencia de una falla en el servicio, ha considerado que el Estado no por ello se encuentra exonerado de responder, sino que, ha encontrado fundamento a la declaratoria de responsabilidad en el daño sufrido por la víctima en tanto que ha considerado que el padecimiento de este daño desborda el equilibrio de las cargas públicas y rompe con los principios de solidaridad y equidad (…) como sea que los hechos que dieron lugar al daño por el cual hoy se reclama ocurrieron en el marco del conflicto armado interno y resulta evidente que es al Estado a quien corresponde la búsqueda de soluciones que conlleven a la terminación de la guerra, de ahí que debe convenirse en que se aparta de los más elementales criterios de justicia y equidad que al producirse estos ataques subversivos, el Estado no acuda a socorrer a sus víctimas (…) Ahora, en cuanto al título de imputación como herramienta de motivación que debe ser aplicado para dar respuesta al caso concreto, la Sala considera que, en aras de materializar el valor justicia, la responsabilidad del Estado en este caso se ha comprometido a título de daño especial, por entenderse que no hay conducta alguna que pueda reprocharse a la entidad demandada, quien actuó dentro del marco de sus posibilidades, así como tampoco se puede reprochar la conducta de la parte demandante (…)”.

No obstante, es importante destacar que el juzgador no está obligado a aplicar determinado titulo de imputación en un caso concreto, razón por la cual debe analizar los medios probatorios allegados al expediente y establecer con base en ellos, cuál será el aplicable en caso de existir responsabilidad en cabeza de la entidad demandada, lo anterior, con fundamento en la sentencia proferida por la Sala Plena de la Sección Tercera el 23 de agosto de 2012, 

“(…) la Constitución de 1.991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte las razones tanto fácticas como jurídicas que den sustento a la decisión que habrá de adoptar. Por ello, la jurisdicción de lo contencioso administrativo ha dado cabida a la utilización de diversos “títulos de imputación” para la solución de los casos propuestos a su consideración, sin que esa circunstancia pueda entenderse como la existencia de un mandato que imponga la obligación al juez de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas –a manera de recetario- un específico título de imputación. Por ello se concluyó en la mencionada sentencia de la siguiente forma:


“En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado, tal y como se explicó previamente en esta providencia (…)”
”
. (Subrayado fuera de texto)

En el mismo sentido se pronunció la Sección Tercera – Subsección B en providencia del 30 de enero de 2013
, en donde analizó la responsabilidad del Estado por los daños causados a los demandantes con ocasión de la toma guerrillera al municipio de Gámeza (Bolivar) en el año 1995:

“En cuanto a la imputabilidad del daño a la administración, es pertinente poner de presente que en reciente pronunciamiento, la Sección Tercera del Consejo de Estado en pleno señaló que, así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí, ya que éste puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación (…) no todos los casos en los que se discuta la responsabilidad del Estado por daños derivados de un supuesto de hecho que guarde semejanzas tengan que resolverse de la misma forma pues, se insiste, el juez puede –en cada caso concreto- válidamente considerar que existen razones tanto jurídicas como fácticas que justifican la aplicación de un título o una motivación diferente”. (Subrayado fuera de texto)
En desarrollo de esta consideración, el juez al analizar las circunstancias y aspectos fácticos, así como el acervo probatorio, fundamentará y adoptará las razones jurídicas con las cuales resolverá el caso en cuestión, sin que exista una camisa de fuerza para aplicar, de manera principal, el régimen objetivo y si éste no es aplicable, analizar el caso bajo el régimen subjetivo (falla en el servicio). 

Así pues, frente a la existencia de diferentes criterios de imputación, debe agregarse, que sin duda alguna, la circunstancia de que los hechos relatados en la demanda sean constitutivos de una falla del servicio o conlleven la aplicación de un régimen objetivo (daño especial o riesgo excepcional), corresponde a la  valoración teórica que incumbe efectuar autónomamente al juzgador, como dispensador del derecho ante la realidad histórica que las partes le demuestren
, por cuanto, en aplicación del principio del iura novit curia se analiza el caso adecuando los supuestos fácticos al título de imputación que se ajuste debidamente, sin que esto implique una suerte de modificación o alteración de la causa petendi, ni que responda a la formulación de una hipótesis que se aleje de la realidad material del caso, ni que se establezca un curso causal hipotético arbitrario.

De manera que es posible analizar la responsabilidad patrimonial del Estado bajo un título de imputación diferente a aquel invocado en la demanda, en aplicación al principio iura novit curia, que implica que frente a los hechos alegados y probados por la parte demandante, corresponde al juez definir la norma o el régimen aplicable al caso, potestad del juez que no debe confundirse con la modificación de la causa petendi, esto es, de los hechos que se enuncian en la demanda como fundamento de la pretensión.

Así las cosas, y en atención a que existen tres títulos de imputación a los que puede recurrir el juez de instancia para aplicar a un caso concreto, a continuación me referiré brevemente a cada uno de ellos. 

1. Daño especial. 

Este es uno de los tipos de responsabilidad sin falta de la administración, en relación con el cual, ha dicho la Corporación, que el Estado debe responder a pesar de la legalidad total de su actuación, de manera excepcional y por equidad, cuando su obrar lícito, en beneficio de la comunidad, por razón de las circunstancias de hecho en que tal actividad se desarrolla, causa en determinado administrado un daño especial, anormal, considerable y superior al que normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón a la naturaleza de los poderes y actuaciones del Estado, rompiéndose así la igualdad de los mismos frente a las cargas públicas, o la equidad que debe reinar ante los sacrificios que importa para los administrados la existencia del Estado
.

Este régimen de imputación, fue incluido por primera vez en la jurisprudencia, en 1947 y sus fundamentos se hallan en los principios de igualdad, solidaridad y equidad
, según los cuales las cargas que soportan los administrados, deben ser distribuidas en igualdad de condiciones y equitativamente, con observancia del principio de solidaridad social, tanto en su aplicación, como en la compensación o reparación de los daños que en su desarrollo se causen, pero en todo caso, sin olvidar que debe haber un prudente sacrificio de los intereses particulares en pro de los generales, lo que justifica la exigencia de unos requisitos para que surja la responsabilidad de la administración por daño especial. 

Para la aplicación de este régimen de imputación, debe tratarse de una actuación legítima de la administración, es decir, que el obrar de la administración debe encontrarse correcto, plenamente ajustado a los postulados normativos y reglamentarios y emplearse en oportunidad, en caso contrario, estará incursa en una falla en el servicio. 

Así, también, es necesario que se presente una ruptura de la igualdad frente a las cargas públicas, la cual se identifica al comparar la posición de la víctima en relación con los demás integrantes del grupo social, por cuanto, mientras la actuación de la administración se justifica en el beneficio general, su interés particular se ha visto excepcional y anormalmente afectado, de manera que el daño resulta grave y desproporcionado, en comparación con el resto de la comunidad. Por supuesto, dicho daño debe ser consecuencia directa del actuar de la administración, de donde se deriva el tercer requisito, denominado nexo de causalidad.   

2. Riesgo Excepcional. 

Asimismo, el riesgo excepcional es uno de los tipos de responsabilidad sin falla de la administración y debe aplicarse, conforme a su naturaleza excepcional, únicamente, cuando el daño proviene o de la realización de actividades peligrosas o de la utilización de artefactos que en su estructura son peligrosos, siempre y cuando, se demuestre que el riesgo fue anormalmente aumentado por el obrar de la administración, de manera que, excede notoriamente los riesgos que ordinariamente han de soportar los particulares. Se trata entonces, de aquello que por su magnitud y potencia desborda, incrementa el nivel de riesgo al que normalmente se encuentra expuesta la comunidad. 

Así que, deben acreditarse los riesgos normales a los cuales se encontraba expuesta la víctima dentro de la comunidad y la gravedad y exceso notorio al que se vio expuesta, para que realmente se configure el riesgo excepcional, caso en el cual, por tratarse de un régimen objetivo, el elemento falla del servicio no entra en juego, porque se tratará, se reitera, de una situación que por su naturaleza excepcional y la potencialidad que representa, desborda el comportamiento diligente de la administración, porque el factor de imputación es el riesgo grave y anormal a que el Estado expone a los administrados
. 

En relación con el contenido de este régimen de imputación, de antaño, la Sala ha precisado: 

"...Responsabilidad por el riesgo excepcional. Según esta teoría, el Estado compromete su responsabilidad cuando quiera que en la construcción de una obra o en la prestación de un servicio, desarrollados en beneficio de la comunidad, emplea medios o utilizo recursos que colocan a los administrados, bien en sus personas o en sus patrimonios, en situación de quedar expuestos a experimentar un "riesgo de naturaleza excepcional" que, dada su particular gravedad, excede notoriamente las cargas que normalmente han de soportar los administrados como contrapartida de los beneficios que derivan de la ejecución de la obra o de la prestación del servicio..."
.
Por su parte, la Corte Constitucional, al pronunciarse sobre los niveles de riesgos de personas bajo amenaza, en relación con el riesgo extraordinario, manifestó, como una de las características de éste, que “debe ser un riesgo excepcional, en la medida en que no es uno que deba ser soportado por la generalidad de los individuos”.
 
3. Falla en el Servicio. 

Por su parte, la falla en el servicio es el título de imputación diseñado por el sistema francés, en contraposición al régimen de la culpa, propio del Derecho Civil, de vieja data acogido por nuestro ordenamiento jurídico como el régimen bajo el cual, por excelencia, se deduce la responsabilidad extracontractual de la administración y consiste en el mal funcionamiento de los servicios que se encuentran en cabeza del Estado, ya sea  porque éste no se prestó, se prestó tardíamente, defectuosamente o equivocadamente. Por lo cual, mientras la parte que demanda la responsabilidad estatal, tiene la carga de demostrar dicha falta, corresponde a la administración, acreditar que su actuación fue oportuna, prudente, diligente, eficaz y con pericia, es decir, que no hubo falla del servicio o, que no obstante, su adecuada y oportuna actuación, se presentó una causa extraña, que desbordó su diligencia y eficacia, como lo son, la fuerza mayor o caso fortuito, el hecho exclusivo y determinante de la víctima o, el hecho, también, exclusivo y determinante de un tercero.

Ahora bien, teniendo en cuenta que las actuaciones de la administración, por su naturaleza, son esencialmente regladas, la falla del servicio ha sido considerada como  la violación de una obligación a cargo del Estado, de manera que para lograr determinar cuál es el contenido obligacional al que está sujeto el Estado frente a un caso concreto, debe el juez referirse en primer término, a las normas que regulan la actividad pública causante del perjuicio, previendo, adicionalmente que la determinación de la obligación administrativa, no solo está circunscrita a los casos en que la ley o el reglamento la consagran expresa y claramente, sino también en todos aquellos eventos en que de hecho la Administración asume un servicio o lo organiza, o cuando la actividad cumplida está implícita en las funciones del Estado
.

Nótese igualmente, que la falla de la administración, se configura, no solo en la mala prestación de los servicios a cargo del Estado sino, también, por la falta o ausencia de prestación, es decir por omisión, en el entendido que el Estado debe utilizar todos los medios de que dispone para lograr la garantía y seguridad, real, de los bienes jurídicos y derechos de los administrados, y no conformarse con realizar una simple defensa formal de los mismos. En relación con la responsabilidad del Estado por omisión, ha considerado la Sala que para la imputación de un daño antijurídico a la administración, es necesario que se acredite la existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada de realizar la acción con la cual se habrían evitado los perjuicios y la omisión de poner en funcionamiento los recursos de que se dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso, de manera que lo que aquí se realiza, es una imputación objetiva por desconocimiento de los deberes normativos, a título de falla
.   

En términos generales, la falla del servicio surge a partir de la comprobación de que el daño se ha producido como consecuencia de una violación -conducta activa u omisiva- del contenido obligacional, determinado en la Constitución Política y en la ley, a cargo del Estado, lo cual resulta de la labor de diagnóstico que adelanta el juez en relación con las falencias en las cuales incurrió la Administración y se constituye en un juicio de reproche que no puede pasarse por alto, porque, en todo caso, debe contemplarse en primer lugar, la aplicación del régimen de falla en el servicio, de manera que, siempre que se encuentre demostrada, habrá que llamar la atención sobre ella, aun cuando no haya sido alegada por el demandante, y así se cumplirá con los cometidos sociales del juicio de responsabilidad, cual es evitar que casos semejantes se repitan o ejercer un llamado a las autoridades administrativas para que cumplan los cometidos del ente estatal.

Adicionalmente, debe observarse, como se dijo en relación al “daño especial” y el “riesgo excepcional”, que la aplicación de los regímenes objetivos, es subsidiaria y excepcional, por cuanto estos fueron previstos sólo para aquellos eventos en los que la falla no resulta apta para resolver los múltiples casos en los que la administración causa daños antijurídicos, sin que medie una actuación u omisión reprochable a la misma, so pena, de llegar a la objetivación de la responsabilidad extracontractual del Estado, mediante la aplicación generalizada e indiscriminada de los regímenes objetivos, en donde la administración entra a resarcir todo perjuicio que se cause a los particulares, convirtiéndose en un asegurador universal de éstos. Por el contrario, considero que debe rescatarse la subjetividad
 de la falla del servicio aplicable a todos los casos, en su calidad de régimen común de Derecho, en materia de imputación del daño antijurídico a la administración. 

Finalmente, como fundamento de las breves precisiones antes expuestas, quiero recurrir a lo dicho por la Sala, en sentencia de 20 de febrero de 1989, donde en relación con la falla del servicio, manifestó: 

“Así, en primer término y como régimen que podría llamarse de derecho común de la responsabilidad administrativa, aparece el que se funda en el concepto de la falta o falla del servicio público. Se caracteriza este régimen, como en múltiples ocasiones lo ha señalado la jurisprudencia, por tres elementos constitutivos, a saber: una falta o falla del servicio, un perjuicio y una relación o vínculo de causalidad entre la primera y el último. En este régimen la noción de falla es a tal punto esencial, que corresponde al actor dar la prueba de su ocurrencia: la falta de esa prueba condena al fracaso las pretensiones que la requieran. La administración demandada se exonera de toda responsabilidad mediante la prueba del caso fortuito, de la fuerza mayor y de la culpa exclusiva de la víctima. Se exonerará, también totalmente, cuando logre demostrar que el hecho dañoso es imputable a un tercero o a dolo o culpa grave de su agente. Con todo, la exoneración será simplemente parcial, cuando se acredite que en la producción del suceso perjudicial copartícipe la falla del servicio con la culpa de la víctima o con el hecho de un tercero, casos en los cuales la responsabilidad estatal quedará limitada en la medida en que su falta o falla se constituya en causa eficiente del daño experimentado por la víctima”.

Adviértase, entonces, que dos décadas atrás, la Corporación ha previsto la importancia de la imputación bajo el criterio de la falla del servicio, que si bien ha pasado por varios escenarios en cuanto a su prueba o presunción, sobre lo cual no me referiré, actualmente mantiene su eficacia, y quiero, igualmente, resaltar que desde el citado proveído se precisó la aplicación excepcional de los regímenes objetivos, que aunque allí parezca circunscribir la regla a la teoría del daño especial.
Así pues, considero oportuno señalar que en la parte considerativa de la sentencia del 26 de febrero de 2014, no se realizó el análisis debido de los diferentes títulos de imputación, arguyéndose que en casos como el que aquí nos ocupa, el título aplicable es el del daño especial, afirmación que considero no se adecua ni a la ley ni a la decantada jurisprudencia de esta Corporación que ha señalado que no es dable establecer un único título de imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí. 
En consecuencia, la parte motiva de la sentencia debió hacer referencia a los aludidos títulos de imputación, para descartarlos o encontrarlos probado en el caso sub examine, sin afirmar categóricamente que la “responsabilidad aplicable al caso sub lite, como se verá más adelante, debe abordarse a título de responsabilidad objetiva por daño especial con base en la reciente sentencia de unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera (…)”, aseveración que en mi sentir, impone una camisa de fuerza al juzgador quien verá restringido su derecho de construir una motivación que consulte las razones tanto fácticas como jurídicas que den sustento a la decisión que habrá de adoptar en el caso. 

En el mismo sentido se pronunció la Subsección en sentencia del 22 de octubre de 2012
, cuando analizó la responsabilidad del Estado con ocasión de la toma guerrillera al municipio de San José de Albán (Nariño) en el año 1999, en donde se dijo: 
“En efecto, frente al estudio de la falla en el servicio y del daño especial como criterios de imputación para establecer la responsabilidad del Estado, en tratándose de daños antijurídicos causados por grupos armados insurgentes tiene como presupuesto el reconocimiento de la existencia de mandatos de abstención –deberes negativos- como de acción –deberes positivos- a cargo del Estado, empero, para que se genere responsabilidad con fundamento en ello es menester acreditar, a título de ejemplo, i) el incumplimiento o deficiente cumplimiento de deberes normativos, ii) la omisión o inactividad de la administración pública, o ii) el desconocimiento de la posición de garante institucional que pueda asumir la administración. 

Como en los daños causados por la acción de grupos insurgentes se está en presencia de un hecho de un tercero, desde un plano causal, deberá demostrarse la cognoscibilidad real del peligro que corre el bien jurídico que debe ser protegido, al igual que la posibilidad material de actuar en defensa del mismo, o bien por el negligente o inadecuado despliegue de las acciones de defensa ejecutadas por la fuerza pública. Al respecto el precedente jurisprudencial de esta Corporación ha precisado: 

“Para determinar si la conducta del Estado fue anómala o irregular, por acción o por omisión, frente al hecho dañoso perpetrado por el tercero debe analizarse si para la Administración y para las autoridades era previsible que se desencadenara el acto terrorista. Este aspecto constituye uno de los puntos más importantes a analizar dentro de este régimen, pues no es la previsión de la generalidad de los hechos (estado de anormalidad del orden público) sino de aquellas situaciones que no dejan casi margen para la duda, es decir, las que sobrepasan la situación de violencia ordinaria vivida (…)”.”

Así las cosas, en el presente asunto se encuentra probado que el ataque subversivo perpetrado por los guerrilleros del grupo subversivo de las FARC el 9 de julio de 1996 en el municipio de Quetame (Cundinamarca), iba dirigido contra la estación de la Policía Nacional y que como consecuencia de ello, los demandantes vieron afectado su patrimonio por cuanto sus inmuebles y vehículos automotores resultaron destruidos por causa de la incursión guerrillera en esta población, lo que descarta que la responsabilidad del Estado provenga de una acción, una omisión o el incumplimiento de un deber legal a cargo de sus agentes, por cuanto con el material probatorio que obra en el expediente no se demostró que el daño antijurídico causado a la parte actora fuera producto por ejemplo, por falta de personal de la policía que contrarrestara el ataque guerrillero o que la institución o una autoridad constituida legalmente estuviera conocimiento que se iba a ejecutar dicha agresión, hechos que hubiesen permitido endilgar la responsabilidad de la parte demandada a título de falla del servicio. 

Por el contrario, y como lo señala la sentencia objeto de aclaración el fundamento de la declaratoria de responsabilidad por el daño sufrido por las víctimas del ataque subversivo al municipio de Quetame (Cundinamarca), se encuentra en que dicho padecimiento desborda el equilibrio de las cargas públicas y rompe con los principios de solidaridad y equidad, por lo cual se determina la existencia de responsabilidad estatal por daño especial, sin ningún análisis de la imputación a través de la falla del servicio, como sucedió en el caso sub examine.  

En este sentido presento mi aclaración de voto.

Fecha ut supra

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

� Es preciso advertir que el artículo 308 de la ley 1437 de 2011, dice que el nuevo Código “sólo se aplicará a los procedimientos y las actuaciones administrativas que se inicien, así como a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia. Los procedimientos y las actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos en curso a la vigencia de la presente ley seguirán rigiéndose y culminarán de conformidad con el régimen jurídico anterior”.


� “La competencia del juez de segunda instancia se encuentra limitada por el alcance del respectivo recurso de alzada (…) [Es así como], si la apelación debe entenderse interpuesta únicamente en relación con aquello que en el fallo impugnado resultare perjudicial o gravoso para el recurrente, el juez de la segunda instancia está en el deber de respetar y de mantener incólume, para dicho recurrente único –y con ello para el resto de las partes del proceso–, los demás aspectos de ese fallo que no hubieren sido desfavorables para el impugnante o frente a los cuales él no hubiere dirigido ataque o cuestionamiento alguno, puesto que la ausencia de oposición evidencia, por sí misma, que el propio interesado no valora ni estima como perjudiciales para sus intereses los aspectos, las decisiones o las materias del fallo de primera instancia que de manera voluntaria y deliberada no recurrió, precisamente por encontrarse conforme con ellos”. Consejo de Estado; Sala Plena de Sección Tercera; Sentencia de Unificación del 9 de febrero de 2012; Exp. 21060


� De acuerdo con lo consignado en el decreto 597 de 1988, la cuantía requerida para que un proceso tuviera vocación de doble instancia -cuando la demanda fuera interpuesta en el año 1996-, era de $13’460,000. En el sub lite  se tiene que dentro del expediente 13216 la mayor pretensión ascendía a $ 90’000,000 a título de daño emergente. En este orden de ideas, dado que el artículo 21 del C.P.C. Decreto 1400 de 1970 vigente para la época de la interposición de la apelación indicaba que “(…) La competencia por razón de la cuantía señalada inicialmente podrá modificarse en los siguientes casos: 1. (…) 2. En los contenciosos que se tramitan ante el juez municipal, por causa de demanda de reconvención o de acumulación de procesos o de demanda ejecutiva. En tales casos lo actuado hasta entonces conservará su validez y el juez lo remitirá a quien resulte competente” (subrayado fuera de texto). En otras palabras, los procesos acumulados siguen la suerte del proceso al que se acumulan, luego aquéllos que no cumplían con la cuantía para la doble instancia, serán en todo caso estudiados al resolver el recurso de apelación (Exp. 13218, 13217, 13219, 13838, 13839, 13840 y 14940).  


� Al momento de las presentaciones de las demandas no habían transcurrido los dos años de los que habla la norma para que la acción de reparación directa se encuentre caducada, por cuanto los hechos ocurrieron el 9 de julio de 1996. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 30 de agosto de 2007; Exp. 15932


� Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 1996


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 13 de agosto de 2008; Exp. 17042


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 30 de agosto de 2007; Exp. 15932


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 12 de julio de 1993; Exp. 7622


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de junio de 2010; Rad. 1998-0569


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 27 de noviembre de 2002; Exp. 13774


� En lo que concierne a la definición de Conflicto Armado Interno, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, caso “La Tablada” – Informe No. 55/97, Caso No. 11.137  - Juan Carlos Abella vs. Argentina, 18 de noviembre de 1997, lo definió de la siguiente manera: “En contraste con esas situaciones de violencia interna, el concepto de conflicto armado requiere, en principio, que existan grupos armados organizados que sean capaces de librar combate, y que de hecho lo hagan, y de participar en otras acciones militares recíprocas, y que lo hagan.  ….  Los conflictos armados a los que se refiere el artículo 3, típicamente consisten en hostilidades entre fuerzas armadas del gobierno y grupos de insurgentes organizados y armados”.  


� “De lo anterior se desprende, entonces, que el título jurídico más correcto para determinar la responsabilidad de reparar un daño será aquel que pase el análisis como el más justo. Pero ¿Qué es lo justo? Es bien sabido que el tema es particularmente álgido en nuestros días y admite muchos enfoques de escuelas del pensamiento jurídico. No obstante si partimos de la aceptación de que la justicia es dar a cada uno lo suyo según la celebérrima sentencia de Ulpiano podemos explorar una respuesta. En efecto, esta definición, permite comprender lo que es la injusticia, que contrario a reconocer el Derecho, implica desconocerlo, lesionarlo, negarlo”. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 19 de abril de 2012; Exp. 21515


� Exp 13216: folios 1, 2 y 9 del cuaderno de pruebas; Exp. 13836: folio 2 del cuaderno de pruebas; Exp. 13837: folios 2 a 4 del cuaderno de pruebas; Exp. 13839: folios 1 a 3, 11 a 29 del cuaderno de pruebas; Exp. 14141: folios 2 a 8 del cuaderno de pruebas; Exp. 14940: folios 1 a 3 del cuaderno de pruebas; Exp. 15566: folios 1 y 2 del cuaderno de pruebas; Exp. 15565: folios 1 y 2 del cuaderno de pruebas; Exp. 2042: folios 2 a 4 y 15 del cuaderno de pruebas.   


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 7 de marzo de 2011; Exp. 20171. Valga la pena advertir que el artículo 16 del Decreto 1736 que corrigió la ley 1564 de 2012 -por medio de la cual se expidió el Código General del Proceso y se dictaron otras disposiciones-, derogó el inciso primero del artículo 215 de la ley 1437 de 2011 - Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-, al que hace mención esta referencia, luego las normas que continuaron rigiendo las condiciones del valor probatorio de las copias simples fueron los artículos 252 y siguientes del CPC, que finalmente perdieron vigencia desde el primero de enero de 2014 de acuerdo con las indicaciones contenidas en el artículo 627 de dicho compendio normativo (Código General del Proceso).


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de mayo de 2011; Exp. 36912


� Exp 13216: folio 48  del cuaderno de pruebas


� Exp. 13836: folio 4 del cuaderno principal; Exp: 13837: folio 7 del cuaderno de pruebas; Exp. 13838: folio 5 del cuaderno de pruebas; Exp. 2042: folio 6 a 8 del cuaderno de pruebas. 


� Exp 13216: folios 3 a 97 del cuaderno de pruebas


� Exp. 13218: folios 17 a 132 del cuaderno de pruebas; Exp. 13217: folios 26 a 143 del cuaderno de pruebas; Exp. 2042: folios 121 a 231 del cuaderno de pruebas. 


� Ver, por ejemplo: Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 24 de noviembre de 2005; Exp. 13305. Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 29 de febrero de 2012; Exp. 23412. Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 7 de febrero de 2011; Exp. 19038. Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 8 de junio de 2011; Exp. 17990. Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 23 de mayo de 2012; Exp. 22681. 


� En el folio 30 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839 reposa copia del folio de matrícula inmobiliaria Nro. 1520031655 en la que se inscribió el contenido de las escrituras Nros. 300 del 23 de abril de 1957 y 1036 del 9 de diciembre del mismo año.


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de junio de 2010; Exp. 18155


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 24 de Octubre de 2013; Exp. 26535


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 28 de julio de 2011; Exp. 19753 


� “El contrato de compraventa de un vehículo automotor es consensual en el derecho colombiano. Dicho contrato constituye así el título adquisitivo del dominio.  Pero como éste, por sí solo, no transfiere la propiedad, se requiere la concurrencia de la tradición o modo de adquirir ese derecho, el que para tales muebles no es el ordinario propio de éstos (art. 754 del C. C.), sino el especial exigido por el artículo 922 del Código de Comercio. Quiso el legislador rodear esa tradición de una mayor solemnidad hasta el punto de hacerla similar a la exigida para la transferencia de inmuebles.  En esa forma la inscripción de los automotores cumple, fuera de la finalidad anotada, otros efectos de alcance administrativo, impositivo y de publicidad, dada la importancia que para la economía nacional tiene el parque automotor. Contra lo que sucede en los contratos consensuales de muebles en general, la compraventa de un vehículo automotor impone al vendedor una obligación de hacer adicional, cual es la de traditar el objeto vendido mediante la inscripción en la oficina de tránsito correspondiente. La prueba del dominio para fines de legitimación puede ser, entonces, la certificación de la oficina de tránsito en la que esté inscrito el automotor; o también la copia autenticada de la matrícula o tarjeta de propiedad; prueba ésta que proporciona una gran certeza porque su expedición está precedida, como lo dijo la Corte "de la previa comprobación de su derecho por parte del dueño del vehículo y el cumplimiento de los demás requisitos legales exigidos para expedir el permiso o licencia para que el aparato pueda transitar" (Sentencia de julio 21 de 1971).  En otros términos, esa matrícula prueba que la inscripción del título de dominio se efectuó y que se hizo a nombre de la persona que figura en ella” (subrayado fuera de texto). Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 30 de agosto de 1988, Exp: 5198


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia de 18 de febrero de 2010; Exp. 17885 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 19 de abril de 2012; Exp. 21515


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 18 de julio de 2012; Exp. 23594


� La ley 418 de 1997, con el objetivo de restablecer el orden público ofreciendo beneficios jurídicos y administrativos a quienes cometieron delitos políticos , crea una serie de programas que beneficiaban a las víctimas de ataques terroristas en el sentido de ofrecer la asistencia que permitiera la generación de nuevas capacidades de desarrollo, en el marco del conflicto armado interno.  


� Con la ley 975 de 2005, creada para ofrecer beneficios políticos y administrativos a quienes cometieron delitos de lesa humanidad, se impusieron nuevos retos relacionados con el reconocimiento de la comisión de éste tipo de delitos en el marco de la violencia generalizada. Gracias a dicha ley, se introdujeron en el discurso tanto gubernamental como social, conceptos relacionados con procesos de justicia transicional tales como los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación integral. Sin embargo resultaba confusa la utilización misma del término Justicia Transicional por cuanto la experiencia internacional mostraba que se trataba de un conjunto de herramientas a ser utilizadas en condiciones de postconflicto.


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 20 de marzo de 2013; Exp. 25953


� “Ahora bien, de conformidad con el artículo 1613 del C.C., el daño material comporta el daño emergente y el lucro cesante; doctrinaria y jurisprudencialmente se ha sostenido que tanto el daño emergente como el lucro cesante, pueden a su vez presentar las variantes de consolidado y futuro. Por perjuicio consolidado se entiende aquel que existe, es el perjuicio cierto, que “ya se exteriorizó”, es “una realidad ya vivida”. En tratándose del daño emergente, consiste en los desembolsos, egresos, o gastos efectuados; si se trata del lucro cesante, consiste en que “se haya concluido la falta del ingreso”. Se considera perjuicio no consolidado aquella disminución del patrimonio de la víctima que sobrevendrá, es futuro; ésta categoría se concreta en los desembolsos, egresos o gastos aún no efectuados (daño emergente futuro) y, en los ingresos que dejarán de percibirse (lucro cesante futuro)”. Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 2 de febrero de 2001; Exp. 18983


� Folio 6 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Folio 22 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Folio 10 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 13 de junio de 2013; Exp. 24108


� Ley 1448 de 2011. Artículo 126. “Entidad encargada de tramitar postulaciones. Las postulaciones al Subsidio Familiar de Vivienda de que trata este capítulo, serán atendidas por el Ministerio del Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial si el predio es urbano, o por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural si el predio es rural, con cargo a los recursos asignados por el Gobierno Nacional para el Subsidio de Vivienda de Interés Social”. Artículo 166. “De la unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las Víctimas. Créase la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas como una Unidad Administrativa Especial con personería jurídica y autonomía administrativa y patrimonial, adscrita al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República”. Mediante el artículo 1 del Decreto 4157 de 2011, publicado en el Diario Oficial No. 48.242 de 3 de noviembre de 2011, la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas quedó adscrita al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. En consecuencia se reorganizó el Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación.


� Ley 1448 de 2011. Artículo 69. “Medidas de reparación. Las víctimas de que trata esta ley, tienen derecho a obtener las medidas de reparación que propendan por la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante”. Artículo 70. “El Estado colombiano, a través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, deberá adoptar un programa integral dentro del cual se incluya el retorno de la víctima a su lugar de residencia o la reubicación y la restitución de sus bienes inmuebles”. Artículo 133. “Indemnización judicial, restitución e indemnización administrativa. En los eventos en que la víctima no acepte de forma expresa y voluntaria, que la entrega y recepción de la indemnización administrativa se entiende realizada en el marco de un contrato de transacción en los términos del artículo anterior, y el Estado sea condenado judicialmente a repararla, se descontarán de dicha condena la suma de dinero que la víctima haya recibido de cualquier entidad del Estado y que constituyan reparación. De igual forma, de la condena judicial se descontará el valor monetario de los predios que sean restituidos, de conformidad con la tasación monetaria que se realice de los mismos” (subrayado fuera de texto).


� “Insiste la Corte en que es preciso tener en cuenta que las medidas adoptadas en la ley no sustituyen los procesos ordinarios a los que debe acudir cualquier persona que se considere víctima de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de graves violaciones de las normas internacionales de Derechos Humanos, en orden a obtener la verdad y la justicia, y que las medidas de reparación administrativa, tampoco sustituyen per se, las vías ordinarias para acceder al resarcimiento de los daños, al punto que quien acceda a ella, podría perseguir, también, la reparación en esas instancias, a las que solo renunciarían si así deciden hacerlo de manera expresa en un contexto transaccional”. Corte Constitucional; Sentencia C-253A de 2012


� Folio 21 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Ley 1448 de 2011. Artículo 168. “De las funciones de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. La Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las víctimas coordinará de manera ordenada, sistemática, coherente, eficiente y armónica las actuaciones de las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas en lo que se refiere a la ejecución e implementación de la política pública de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas y asumirá las competencias de coordinación señaladas en las Leyes 387 [sic], 418 de 1997, 975 de 2005, 1190 de 2008, y en las demás normas que regulen la coordinación de políticas encaminadas a satisfacer los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas”.


� Decreto 4085 de 2011. Artículo 2º. “Objetivo. La Agencia tendrá como objetivo el diseño de estrategias, planes y acciones dirigidos a dar cumplimiento a las políticas de defensa jurídica de la Nación y del Estado definidas por el Gobierno Nacional; la formulación, evaluación y difusión de las políticas en materia de prevención de las conductas antijurídicas por parte de servidores y entidades públicas, del daño antijurídico y la extensión de sus efectos, y la dirección, coordinación y ejecución de las acciones que aseguren la adecuada implementación de las mismas, para la defensa de los intereses litigiosos de la Nación”.


� “El daño emergente supone, por tanto, una pérdida sufrida, con la consiguiente necesidad para el afectado de efectuar un desembolso si lo que quiere es recuperar aquello que se ha perdido. El daño emergente conlleva que algún bien económico salió o saldrá del patrimonio de la víctima. Cosa distinta es que el daño emergente pueda ser tanto presente como futuro, dependiendo del momento en que se haga su valoración. De este modo, el reconocimiento y pago que la parte actora solicita de los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir desde el momento en que se produce la suspensión del demandante en el ejercicio de sus funciones, no puede catalogarse como una modalidad del daño emergente, sino de lucro cesante. Este último corresponde, entonces, a la ganancia frustrada, a todo bien económico que, si los acontecimientos hubieran seguido su curso normal, habría ingresado ya o lo haría en el futuro, al patrimonio de la víctima”; Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 4 de diciembre de 2006; Exp. 13168


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 18 de julio de 2012; Exp. 23594


� En todo caso, los peritos, al momento de calcular el lucro cesante, partieron de una cifra equivocada pues basaron sus cálculos en el monto de daño emergente por ellos estimado sin que en ningún momento estudiaran el volumen de negocios de cada uno de los locales comerciales cuya inactividad habría generado el daño alegado.     


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 18 de julio de 2012; Exp. 23594


� Corte Suprema de Justicia; Sala de Casación Civil; Sentencia del 20 de enero de 2009; Exp. No.170013103005 1993 00215 01


� Ver consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 25 de febrero de 1999; Exp. 14655; y Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 12 de septiembre de 2002; Exp. 13395


� Por lo tanto, es preferible seguir los precedentes jurisprudenciales que sirven al juez para tasar de la manera más justa e igualitaria los perjuicios morales, que tratar de imponer metodologías cuya aplicación en la jurisdicción contencioso administrativa no es dable de manera automática, ya que ha de mediar un mínimo análisis y estudio sobre los objetivos que se persiguen con su aplicación, los procedimientos que se requieren para que su implementación sea adecuada, y los resultados esperados con la misma. Ver por ejemplo, lo dicho en la sentencia de Corte Constitucional, C-176 de 2007.


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 26 de mayo de 2010; Exp. 18625 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 09 de mayo de 2012; Exp. 23300


� Folio 4 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218


� Folio 154 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218


� El contenido de la factura que obra a folio 3 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13218, se refiere a lo pagado por concepto de vidriería que está incluido dentro de la tasación hecha por los peritos. 


� Pues dedujo que el vehículo había estado inmovilizado durante cuatro (4) meses de acuerdo con la fecha en la que se expidió la factura sin número del 12 de noviembre de 1996 en la que consta la reconstrucción total de la carrocería y se hicieron los demás arreglos faltantes.


� Valor presente= valor histórico * IPC final / IPC inicial, correspondiendo al caso presente a la siguientes cifras: 28’888,972 = 14’205,910 * 113.98254 (IPC enero 2014) / 56.04996 (IPC agosto 1999, fecha del dictamen pericial) 


� Valor presente= valor histórico * IPC final / IPC inicial, correspondiendo al caso presente a la siguientes cifras: 16’852,222 = 8’286,939 * 113.98254 (IPC enero 2014) / 56.04996 (IPC agosto 1999, fecha del dictamen pericial)


� 45’741,194 / 2 = 22’870,597


� Folio 5 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13220


� Folio 39 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13220


� Corte Suprema de Justicia; Sala de Casación Civil; Sentencia del 20 de enero de 2009; Exp. No.170013103005 1993 00215 01


� Folio 6 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13217


� Folio 171 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13217


� Corte Suprema de Justicia; Sala de Casación Civil; Sentencia del 20 de enero de 2009; Exp. No.170013103005 1993 00215 01


� Folio 5 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13219


� Folio 37 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13219


� Folios 3 y 31 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13836, las dos por un valor de $8’000,000 pero la primera del 3 de agosto de 1996, y la segunda del 7 de julio de 1997.


� Folio 32 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13836


� Folio 8 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837


� Folio 25 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13837


� Folio 39 del cuaderno principal dentro del expediente 13837


� Folio 4 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13838


� Folio 6 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13838


� Valor presente= valor histórico * IPC final / IPC inicial, correspondiendo al caso presente a la siguientes cifras: 28’888,972 = 7’700,000 * 113.98254 (IPC enero 2014) / 37.72398 (IPC noviembre de 1996, fecha de emisión de la factura) 


� Folio 7 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839


� Folio 53 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839


� Folio 66 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13839


� Folio 4 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840


� Folio 38 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840


� Folio 31 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13840


� Folio 12 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141


� Folio 105 del cuaderno principal dentro del expediente 13216


� Folio 48 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141


� Folio 42 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141


� Folio 127 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Folio 143 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Folio 48 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 14141


� Folios 179 y 195 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Folio 203 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Corte Suprema de Justicia; Sala de Casación Civil; Sentencia del 20 de enero de 2009; Exp. No.170013103005 1993 00215 01


� Folio 97 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Folio 230 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Folio 242 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Folio 102 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 13216


� Folio 10 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042


� Folio 15 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042


�  Folio 60 del cuaderno de pruebas dentro del expediente 982042


� Ídem. 


� Expediente: 18001-23-31-000-1999-00454-01 (24392)


� Exp. 22325


� Consejo de Estado, sentencia de 20 de febrero de 1989. Exp. 1397.


� Consejo de Estado, sentencia de 27 de abril de 2006, Exp. 16.079.


� Consejo de Estado, sentencia de 3 de mayo de 2007, Exp.16.696.


� Consejo de Estado, sentencia de 28 de noviembre de 2002, Exp. 14.063 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección III, sentencia de 20 de febrero de 1989, Exp. 4655


� Corte Constitucional, sentencia de Tutela 134 de 24 de febrero de 2010.  


� Consejo de Estado, sentencia de 30 de marzo de 1990, Exp. 3510.


� Consejo de Estado, sentencia de 15 de agosto de 2007, Exp. 25000-23-27-000-2002-00004-01(AG)





� Consejo de Estado, sentencia de 13 de julio de 1993, Exp. 8.163.


� Exp.24.070. 





